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RESUMEN 

 

 

 

      A comienzos del año 2010, y habiendo trascurrido un breve período de tiempo desde 

la puesta en marcha de la Ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública, el 

Consejo para la Trasparencia (CPLT), resuelve agregar de manera experimental, un 

nuevo trámite, a los requerimientos de amparo ingresados por los solicitantes de 

información ante dicho organismo; dicho trámite se denominó “Sistema Anticipado de 

Resolución de Controversias (SARC)”, y se caracterizaba por la incorporación de un 

papel más activo por parte del CPLT, el que asumiría un rol mediador o conciliador en la 

búsqueda de acuerdos entre el reclamante y el Órgano reclamado, y con ello, 

eventualmente una resolución temprana de los requerimientos formulados y un mayor 

ahorro de recursos. 

 

     Ahora bien, dicho trámite, no sólo implicaba un nuevo rol para el mencionado Órgano, 

-encargado específicamente del resguardo del Derecho de acceso a la información 

pública- sino que también, estaba dando lugar, a una actividad, al parecer no regulada 

expresamente en nuestro Derecho público nacional relativo a la materia, instándonos 

con aquello, a analizar en este caso, temas como la competencia de los Órganos de la 

Administración del Estado, la iniciativa que debe regir en sus funciones, y como convive 

con el principio de juridicidad de los actos de la Administración del Estado; y en particular, 

hasta qué punto llegan, pueden llegar, y deben llegar las atribuciones de los Órganos 

públicos, así como cuál pudiera ser la contribución que puede tener este procedimiento, 

tanto para los solicitantes de información pública como para los Órganos requeridos que 

intervienen en la entrega de dicho tipo de información.  

 

     En este trabajo, nos interesa analizar el porqué, el CPLT estimó que su utilización e 

implementación en nuestro derecho, podría contribuir a alcanzar de manera célere y 

completa el Derecho de acceso a la información pública, a tan escaso tiempo, de la 
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entrada en vigencia de la Ley N°20.285, y si es posible calificar esta implementación 

como un procedimiento dotado de juridicidad de acuerdo a nuestra legislación. 

 

     La peculiar incorporación, de un procedimiento no contenido en la Ley de Acceso a 

la Información pública, nos lleva a indagar en sus particularidades, así como en la 

experiencia comparada que sirvió de fundamento a este Órgano para optar por la 

inclusión de un sistema alternativo de solución de controversias en nuestro sistema de 

acceso a la información pública, cuales son las dificultades que ha enfrentado en su 

incorporación, como integra y promueve la participación de los interesados, 

entendiéndose como aquellos, el Órgano requerido y los solicitantes de información; y si 

es posible construir, sobre diversos conceptos, un nuevo accionar de la Administración 

que optimice las intervenciones públicas en función de sus deberes de protección; en 

otras palabras que logre una relación eficiente entre el adecuado ejercicio de este 

Derecho por la población y la misión para la cual ha sido creada dicha institución. 

 

     Por otra parte y considerando que el actuar de la Administración se ha fundado 

siempre en la normativa, y se encuentra especialmente sometido al principio de 

juridicidad, como se consagra expresamente en los artículos 6 y 71 de la Constitución 

Política de la Republica, y en los demás principios que le son aplicables, como son los 

contenidos en Ley Nº18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado2, 

                                                           
1 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO. Artículo 6º.- “Los Órganos del Estado deben someter su acción a la 

Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la República. 

Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos Órganos como a toda persona, 

institución o grupo. 

La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la Ley.” 

Artículo 7º.- “Los Órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su 

competencia y en la forma que prescriba la Ley. 

Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias 

extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución 

o las Leyes.  

Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la Ley señale.” 
[consulta: 12.11.2015]. 
2 Ley Nº18.575, Artículo 3.- “(…) La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, 

eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, 

control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios 

de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el Derecho de las personas para realizar cualquier 

actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las Leyes.” [consulta: 14.11. 2015]. 
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es que en este trabajo hemos resuelto analizar, en qué ámbito de la actividad de la 

Administración se encontraría el Sistema de Soluciones Alternativas a los Amparos del 

Derecho de Acceso a Información Pública, y con ello si en definitiva se encuentra 

avalado por nuestra legislación, o en caso contrario, cuáles serían los efectos que tendría 

para nuestra institucionalidad su incorporación en el Derecho de acceso a la información, 

sino contar con un espacio dentro de la misma. 

 

     Es por lo indicado, que, elegido y aprobado el tema de este trabajo de investigación, 

y luego de seleccionada y revisada la bibliografía en que se apoya el mismo, surgió la 

necesidad, -para su mejor desarrollo y comprensión- de estructurar este trabajo en 

cuatro grandes apartados, con su correspondiente introducción y conclusión. 

 

     El primer apartado o capítulo, denominado “SARC, Sistema Anticipado de Resolución 

de Controversias en El Derecho de Acceso a La Información Publica En Chile.”, 

contempla, antecedentes del CPLT y del SARC, así como la implantación de dicho 

sistema al interior de dicha entidad. 

     En el siguiente apartado de este trabajo titulado “La Experiencia Comparada En 

Materia De SARC.” Se analiza este sistema en legislaciones anglosajonas como 

continentales y de influencia del Derecho francés. 

     En el tercer capítulo denominado “EL SARC y Su Aplicación en La Administración Del 

Estado”. Se trató analizar la figura en la realidad nacional desde su recepción por parte 

de los Órganos obligados por la Ley de Transparencia, como los resultados de su 

aplicación a dichas instituciones. 

     Finalmente se analizó en el capítulo cuarto de este trabajo la “Juridicidad Del Sistema 

de Solución Alternativa de Amparos en el Derecho de Acceso a La Información Pública”, 

lo que se abordó considerando la convivencia de los principios de legalidad, competencia 

e iniciativa, así como otras instituciones actuales del Derecho, que han surgido con 

ocasión de la evolución de los tiempos, como es la discrecionalidad administrativa, la 

actuación entra iuris y la actividad informal de la Administración entre otras. 
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     En cuanto al objetivo principal de este trabajo, en él se pretende analizar la legalidad 

del Sistema Anticipado de Resolución de Controversias del Derecho de Acceso a 

Información Pública-SARC, implementado por el CPLT a partir del año 2010 y como 

aquel ha incidido en el ejercicio del Derecho de acceso a la información pública en 

nuestro país por parte de los solicitantes de información desde su puesta en marcha 

hasta la fecha. 

      La técnica de investigación que se utilizó en este trabajo fue la documental 

bibliográfica, abordando para ello, diversas fuentes de información contenidas en 

bibliografía nacional e internacional tradicionales, como libros y tesis, así como revistas 

electrónicas, páginas web, informes en línea y fallos de órganos administrativos y 

tribunales, etc. 

     Y, en cuanto a una conclusión fundamental sobre esta tesis, está el hecho que el 

CPLT, en este rol especial que detenta, y en consideración a la experiencia comparada, 

decidió la implementación del SARC en el marco del Derecho de Acceso a la Información 

Pública, considerando los positivos resultados obtenidos en dichas legislaciones, aun 

cuando no estaba contemplado en la nuestra, en atención a que vio a dicho sistema, 

como una alternativa viable y legítima, para alcanzar el Derecho de acceso a la 

información pública en nuestro país, y economizar el ejercicio de sus funciones, 

disponiendo para el efecto un procedimiento sistematizado y socializado a los Órganos 

de la Administración del Estado sujetos a las normas de Transparencia Pasiva. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 

     El acceso a la información pública, surge como una institución que comienza a ser 

adoptada por la mayoría de los países de la región, con la esperanza de que constituyera 

una medida efectiva para combatir la corrupción, reducir la asimetría en la información 

que circula entre el Estado y los ciudadanos, proteger y garantizar otros derechos 

humanos y fortalecer los procesos de rendición de cuentas.3 

     Si bien es efectivo que el reconocimiento que efectúa nuestro país, del principio de 

trasparencia, -a raíz de la reforma constitucional del año 2005, que establece en el 

artículo 8º de la Constitución Política de la Republica: “(…) Son públicos los actos y 

resoluciones de los Órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos 

que utilicen (…)4- viene a ser a nivel de Derecho interno, la consagración efectiva del 

Derecho constitucional de acceso a la información pública, por el que se da el punta pie 

inicial en la agenda de trasparencia en Chile; Es fundamental hacer presente, que dicho 

proceso comenzó previamente, constituyendo antecedentes relevantes de aquello, el 

Decreto Supremo N°291 de 1974 del Ministerio del Interior, la Ley N°19.653, de Probidad 

del año 1999, el Decreto Supremo N°26 de la Secretaria General de la Presidencia del 

año 2001 y la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del año 2006, 

en la que se condena a nuestro país, en el caso “Claude Reyes y otros vs. Chile” a 

“adoptar, en un plazo razonable, las medidas necesarias para garantizar el Derecho de 

acceso a la información bajo el control del Estado, de acuerdo al deber general de 

                                                           
3 “Venciendo la Cultura del Secreto, Obstáculos en la Implementación de Políticas y Normas de Acceso a la información 

en siete países de América Latina, Centro de Archivo y Acceso a la Información Pública”, [en línea], Disponible en: 

 http://www.cainfo.org.uy/images/LIBRO%20-%20Venciendo%20la%20Cultura%20del%20Secreto.pdf 

[consulta:14.11.2015]. 
4  Ley N°20.050, de 2005 “Reforma Constitucional que introduce diversas modificaciones a la Constitución Política de la 

Republica”. [en línea], Disponible en: http://www.Leychile.cl/Navegar?idLey=20050 [consulta:14.11.2015]. 
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adoptar disposiciones de Derecho interno establecido en el artículo 2 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos” (párrafo 7 de su parte resolutiva),  

 

     No obstante, lo cual, e independiente de dichos antecedentes, la mayor expresión de 

este derecho, tendrá lugar en el año 2008, cuando se aprobará la Ley de Acceso a la 

Información Pública, N°20.285, la que constituye a la fecha, el hecho más relevante en 

el proceso de avance hacia una mayor transparencia en la gestión de la Administración 

del Estado y de rendición de cuentas de la función pública. 

 

     Como veremos en este trabajo, la mencionada Ley N°20.285 cuenta con importantes 

instituciones, que con bastante claridad es capaz de consagrar, tales como cuál es la 

información que debe ser pública, las excepciones que justifican la reserva de 

información, los procedimientos de acceso a la información, así como las sanciones 

aplicables en el caso de su denegación injustificada, además de crear el Consejo para 

la Transparencia como el gran defensor de la trasparencia publica, con un carácter de 

autónomo y especializado y confiriéndole patrimonio propio y personalidad jurídica, con 

el objeto que pueda actuar dotado de mayor independencia en sus funciones. 

 

     Quizás producto de este rol tan relevante que cumple el mencionado CPLT, cual es, 

resguardar el cumplimiento de la transparencia publica, que es posible señalar que tiene 

una posición clave en la aplicación adecuada y efectiva de las garantías y derechos, con 

que cuentan los solicitantes de información pública.  

 

     Sin embargo, a pesar de los poderes y facultades concedidas, dicha entidad, deberá 

enfrentar en la aplicación de la norma, tanto los desafíos de una cultura basada en el 

secretismo, como las complejidades y retos que se han ido generando en el trascurso 

de la aplicación de la Ley y en el incremento de requerimientos de los particulares 

demandando su intervención, incidiendo con ello, no sólo en el funcionamiento de dicho 

Órgano, sino que también en sus políticas, planes y programas que adopta, como se 

podrá apreciar en las siguientes líneas, con el objeto de hacerle frente a las vicisitudes 

del ejercicio de este derecho. 
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     Es así que en virtud de sus facultades, dicho organismo, deberá fiscalizar el 

cumplimiento de las normas de trasparencia y la publicidad de la información de los 

Órganos de la Administración del Estado y, garantizar el Derecho de acceso a la 

información, concurriendo en aquellos casos en que la autoridad pública, no proporcione 

o deniegue total o parcialmente la información requerida, o no de cumplimiento a los 

deberes de trasparencia activa, contando para el efecto los solicitantes de información, 

de los amparos al Derecho de acceso a la información pública y reclamos por infracción 

a las obligaciones de trasparencia activa, ante dicho organismo. 

 

     Sera frente a estos reclamos y amparos, que el CPLT, en su rol de garante, tendrá 

que enfrentar considerables retos, y entre ellos, el de responder oportunamente a las 

peticiones de los solicitantes, las que en el trascurso de la aplicación de la Ley, se han 

visto incrementadas, demandando no sólo una resolución, sino que también celeridad, 

produciendo con ello, que el trabajo del mencionado Órgano, se torne cada vez más 

dificultoso de cumplir en el corto y mediano plazo, de conformidad a lo que le ha 

encomendado la Ley. 

 

     Ahora bien, en este escenario en que la demanda de intervención del CPLT, es cada 

día mayor, producto del incremento de requerimientos que se le efectúan; es que se 

hace necesario un trabajo eficiente, en el que los tiempos de resolución de los amparos 

y reclamos, sean breves, o a lo menos se condigan con los plazos fijados por el 

legislador. La realidad práctica, nos ha demostrado que muchas veces no han sido 

posible aquello, tardando meses en resolver casos sometidos a su conocimiento, 

considerando las etapas y análisis que debe efectuar en cada caso el CPLT para emitir 

un pronunciamiento de fondo.  

 

     Es quizás a raíz de estas circunstancias, y tratando de hacerle frente a las demandas 

de los solicitantes, que el CPLT dispuso la implementación de procesos de trabajo 

tendientes a resolver de manera expedita, las controversias entre los solicitantes y los 

Órganos regulados por la Ley de Acceso a la Información Pública, con el objeto de lograr 
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desarrollar su trabajo de manera eficiente y célere, implementando para el efecto en su 

gestión, el Sistema Anticipado de Resolución de Controversias del Derecho de Acceso 

a Información Pública, como una medida de para alcanzar estos objetivos. 

 

     En esta investigación se buscara analizar la instauración por parte del CPLT, de dicho 

sistema, el que fue diseñado e implementado durante el año 2010 en nuestro país, a 

partir de la experiencia comparada, con el objeto de resolver y agilizar las respuestas a 

los requerimientos de los solicitantes de información, que recurren al mencionado 

organismo, en atención a las ventajas observadas en los países en que se utiliza el 

mencionado procedimiento, y que en Chile desde su puesta en marcha, ha 

experimentado una importante evolución e incremento en su aplicación, siendo a la fecha 

una vigente, y cada vez más frecuente herramienta, utilizada por dicho Órgano en su 

trabajo. 

 

     No obstante, veremos, que dicho mecanismo aun cuando presentaría múltiples 

ventajas es susceptible de ser analizado en mayor profundidad, en atención a su falta 

de reconocimiento expreso en las normas sobre trasparencia de nuestra regulación, lo 

que nos llevará a analizar su sustento jurídico y por tanto a determinar en qué ámbito de 

la actividad de la Administración es susceptible de ser incluida. 
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CAPITULO I.    “SARC” SISTEMA ANTICIPADO DE RESOLUCION DE 

CONTROVERSIAS EN EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PUBLICA 

EN CHILE. 

 

a) Generalidades sobre el Consejo para la Trasparencia y sus funciones. 

 

     El Principio de Trasparencia de la función pública, adquirió rango constitucional a 

través de la reforma del año 20055, la que entre otras cuestiones, modificó el artículo 8 

de la carta fundamental. Así, por primera vez y de manera expresa, se vino a reconocer 

la necesidad de velar por el cumplimiento del principio de probidad administrativa y de 

asegurar la transparencia de la información que generan los Órganos públicos, 

disponiendo: “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto 

cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones. Son públicos los actos 

y resoluciones de los Órganos del Estado, así como sus fundamentos y los 

procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una Ley de quórum calificado podrá 

establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el 

debido cumplimiento de las funciones de dichos Órganos, los derechos de las personas, 

la seguridad de la Nación o el interés nacional.”6 

                                                           
5 Dicha reforma constitucional se realizó en términos muy similares a los propuestos por la Comisión Nacional de Ética 

pública del año 1994. Dicha comisión surgirá con ocasión de innumerables denuncias de corrupción en municipios, 

empresas y servicios públicos, frente a lo que, el entonces Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle debió crear en 1994 dicha 

comisión a nivel presidencial. Ante la “exigencia de transparencia que demanda la estrecha vinculación entre el sector 

público y el sector privado”, la Comisión fue encargada de proponer la elaboración de propuestas de políticas públicas e 

iniciativas legales que contribuyeran a perfeccionar la democracia y el cumplimiento de deberes éticos en la actividad 

pública (República de Chile) Chile, Ministerio del Interior, 1994). Las 41 recomendaciones de la Comisión contenidas en 

el Informe sobre la Probidad y la Prevención de la Corrupción hicieron de su eje central el principio de la “transparencia 

de la función pública”, proponiendo incluso llevarlo a “rango constitucional”, mediante la redacción de un nuevo artículo 

8º de la Constitución. REHREN, ALFREDO. “La Evolución de la Agenda de Transparencia en los Gobiernos de la 

Concertación”.  Instituto de Ciencia Política UC, Año 3, Nº 18, mayo 2008, Pontificia Universidad Católica de Chile, 

Vicerrectoría de Comunicaciones y Asuntos Públicos. 2008, Santiago de Chile. [consulta: 20.11.2015]. 
6 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPUBLICA, [en línea]. Disponible en: 

http://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=242302, [consulta: 20.11.2015]. 
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     El cumplimiento de dichas funciones fue atribuido en un comienzo a la Contraloría 

General de la República -en atención a ser el Órgano superior de fiscalización de la 

Administración del Estado y gozar de autonomía frente al Poder Ejecutivo y demás 

Órganos públicos, tanto por su rango constitucional como por su estructura orgánica7 -y 

consagrado en diversas Leyes, que recogían obligaciones en la materia8, alcanzando su 

mayor desarrollo y especialización en el año 2009, cuando entra en vigor una Ley 

especial en la materia, que viene a institucionalizar un marco jurídico seguro e integral, 

estableciendo a su vez el entramado institucional para su cumplimiento9, dicha Ley, es 

la N°20.285 sobre Acceso a la Información Pública; que da inicio a un proceso destinado 

a lograr la satisfacción del Derecho de acceso a la información pública. 

 

                                                           
7   CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPUBLICA. Artículos 98 y sigs. Titulo X, [en línea]. Disponible en: 

http://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=242302. [consulta: 20.11.2015]. 
8 Leyes anteriores a la aprobación de la Ley de Acceso a la Información pública, relevantes desde el punto de vista de la 

transparencia y probidad de las actuaciones públicas: 

a) Ley Nº10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido 

fue fijado por el Decreto Supremo Nº2.421/1964, del Ministerio de Hacienda (D.O. 10 de julio de 1964). 

b) Ley N°18.995, 10 de julio de 1964, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de 

organización y atribuciones de la Contraloría General de la República. 

c) Ley N°19.553, que concede asignaciones de modernización y otros beneficios que indica a los funcionarios 

públicos (D.O. 4 de febrero de 1998). 

d) Ley Nº19.628, sobre protección de la vida privada o de la información de carácter personal en registros o bancos 

de datos por organismos públicos o por particulares (D.O., 28 de agosto de 1999). 

e)  D.F.L N°1/19.653, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica 

Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado (D.O. 17 de noviembre de 2001). 

f) Ley N°19.863, 6 de febrero de 2003, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la 

Administración Pública y normas sobre gastos reservados. 

g) Ley N°19.862, que establece registros de las personas jurídicas receptoras de fondos públicos (D.O. 8 de 

febrero de 2003). 

h) Ley N°19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos 

de la Administración del Estado (D.O. 29 de mayo de 2003). 

i) Ley N°19.882, regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica (D.O., 23 de junio de 

2003) 

j) Ley Nº19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios (D.O. 30 de 

julio de 2003). 

k)  Ley N°19.884, sobre Transparencia, control y límite del gasto electoral (D.O., 5 de agosto de 2003). 

l)  Ley N°19.885, 6 de agosto de 2003, norma el buen uso de donaciones de personas jurídicas que dan origen a 

beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos. 

m) D.F.L. N°29/2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto 

Administrativo (D.O. 16 de marzo de 2005). 
9 ARÁNZAZU GUILLÁN MONTERO, coordinación edición, introducción y conclusión, Edición: Consejo para la 

Transparencia, “Los Órganos garantes de la transparencia y el acceso a la información en Chile y México. Estructura 

administrativa, gestión interna y funcionamiento del Consejo para la Transparencia y el Instituto Federal de Acceso a la 

Información y Protección de Datos. Avances, oportunidades y buenas prácticas.” [en línea]. Estudio Disponible en: 

https://www.consejotransparencia.cl/wp-content/uploads/estudios/2018/01/cplt_ifai_interior.pdf [consulta: 20.11.2015]. 
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     Entre otras cosas, dicha Ley, incorpora un institución relevante para lograr la 

mencionada satisfacción del Derecho de acceso a la información, cual es, el Consejo 

para la Transparencia, el que como dice el profesor Raje Vic10 “es la clave de la bóveda 

de la Ley de Trasparencia”, dado que surge en ella, como un Órgano legalmente 

autónomo, con personalidad jurídica de Derecho público y patrimonio propio, presidido 

por un Consejo Directivo, designado por el Presidente de la República con acuerdo del 

Senado, cuyas resoluciones se encuentran exentas del trámite de toma de razón y sus 

principales funciones de conformidad al artículo 32 de la Ley Nº20.285, son las de 

promover la transparencia de la función pública, la publicidad de la información de los 

Órganos de la Administración del Estado, y garantizar el Derecho de acceso a la 

información. 11  

     Se le otorga a su vez, de conformidad al artículo 33 del mismo cuerpo legal, 

atribuciones para fiscalizar el cumplimiento de la Ley y aplicar sanciones en casos de 

incumplimiento a ella; resolver reclamos de denegación de acceso a la información 

pública; promover la transparencia, la publicidad y el Derecho de acceso a la información 

por cualquier medio; impartir instrucciones y formular recomendaciones a los Órganos 

sobre los cuales tiene atribuciones, con la finalidad de facilitar el ejercicio del Derecho 

de acceso a la información; capacitar a los funcionarios públicos; proponer 

perfeccionamientos a las normas que rigen su funcionamiento a los poderes ejecutivo y 

legislativo; desarrollar estudios acerca del estado de la transparencia y acceso a la 

información pública en el país; velar por la reserva de los datos con carácter de secreto 

según la constitución y las Leyes, así como por lo dispuesto en la Ley Nº19.628 sobre 

protección a la vida privada. 

     Dicho Órgano inicia formalmente sus funciones el 20 de abril de 2009, y orienta su 

actividad, a que los ciudadanos puedan ejercer su Derecho conocer acerca de los actos 

de la Administración del Estado, tales como Organismos del gobierno central, gobiernos 

                                                           
10 RAJEVIC MOSLER, ENRIQUE. “Una nueva vuelta de tuerca en materia de acceso a la información:  la Ley No.  20.285”, 

en Gaceta Jurídica, Nº 338, agosto de 2008, pp. 7 – 12, Santiago de Chile. [consulta: 23.112015]. 
11 Ley N°20.285, Sobre Acceso a la Información Pública, Título V, artículos 31 y sigs. [en línea]. Disponible en: 

http://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=276363. [consulta: 23.11.2015]. 
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locales (como los municipios), servicios públicos dependientes del Poder Ejecutivo y 

universidades estatales, con excepción de Órganos autónomos constitucionales, como 

el Banco Central y la Contraloría General de la República, y con tuición limitada a la 

Transparencia Activa en el caso de las empresas públicas.12 

     Con todo, la ejecución de dichas funciones por el mencionado órgano, no han estado 

exentas de críticas e interpretaciones sobre el alcance de las mismas, sus múltiples 

facultades jurisdiccionales, normativas y sancionatorias basadas en su autonomía legal, 

han sido objeto de discusión y análisis, en especial a nivel Doctrinario, llevando incluso 

a requerirse el pronunciamiento del Tribunal Constitucional13 fundado aquello 

especialmente en la facultad para fiscalizar a otros organismos del Estado similares a él, 

obligarlos a hacer entrega de información, sancionarlos con penas de multa, (previo 

proceso disciplinario), o generar normativa a través de sus recomendaciones; es 

producto de aquello que el mencionado Órgano Constitucional ha indicado al respecto, 

que el CPLT a nivel legal es un servicio autónomo, no obstante, no sólo se encuentra 

regulado por la normativa contenida en la Ley N°20.285, sino que también por todas las 

reglas generales y principios básicos que orientan a la Administración del Estado, al estar 

inserto en el artículo 21 del DFL Nº114, que fija el texto refundido, coordinado y 

sistematizado de la Ley N°18.575,Orgánica Constitucional de Bases Generales de la 

Administración del Estado (LOCBGAE)15, normativa que es obligatoria a su respecto, 

                                                           
12  MARTÍNEZ, JAVIER. “Diagnóstico y Modelo para Red de Intercambio de Conocimiento”. Trabajo realizado por encargo 

del Consejo para la Transparencia de Chile, con apoyo financiero del Banco Mundial. Santiago, 2012. [En línea]. 

Disponible en: https://docplayer.es/471301-Diagnostico-y-modelo-para-red-de-intercambio-de-conocimiento.html 

[consulta: 23.11.2015]. 
13 ARELLANO GÓMEZ, PILAR. “Jurisprudencia del Tribunal Constitucional acerca del artículo 8° de la Constitución 

Política: equilibrio entre el mandato constitucional de Publicidad y las causales de reserva y secreto”, Revista de Derecho 

Público /vol. 80, 1° mes. 2014. pp. 20 y sigs. [en línea], Disponible en: 

 http://www.revistaderechopublico.uchile.cl/index.php/RDPU/article/viewFile/33318/35013. [consulta: 25.11.2015] 
14 DFL Nº1 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N°18.575, Artículo 21.- “La organización básica 

de los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los servicios públicos creados para el cumplimiento de la función 

administrativa, será la establecida en este Título. Las normas del presente Título no se aplicarán a la Contraloría General 

de la República, al Banco Central, a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Gobiernos 

Regionales, a las Municipalidades, al Consejo Nacional de Televisión, al Consejo para la Transparencia y a las empresas 

públicas creadas por Ley, Órganos que se regirán por las normas constitucionales pertinentes y por sus respectivas Leyes 

orgánicas constitucionales o de quórum calificado, según corresponda”. [en línea]. Disponible en: 

https://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=191865&idParte=0&idVersion [consulta: 1.12.2017]. 
15 Dicha Ley tiene sustento en el artículo 38 de la Constitución Política de la Republica, el que señala: “Una Ley orgánica 

constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los 
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atendido a lo dispuesto en el artículo 6 de la Constitución Política del Estado, que indica 

que los Órganos deben someter su acción a la constitución y a las normas dictadas 

conforme a ellas (…)16, dejando sentado con ello, que dicho Órgano al igual que los otros 

Órganos de la Administración del Estado, tiene un marco regulatorio administrativo al 

que se debe sujetar, independiente de sus particularidades. 

     Aquello significa en términos simples, que dicha entidad se encuentra sometida a las 

orientaciones y principios que conforman la actividad administrativa y que buscan que la 

Administración responda satisfactoriamente a este fin último que es el bien común. Y 

esto, pues el objetivo y misión que la Ley ha establecido para la Administración del 

Estado -en concordancia con lo señalado por nuestra Constitución-, es que aquella 

estará al Servicio de la persona humana, su finalidad sea promover el bien común 

atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente, fomentar el 

desarrollo del país a través del ejercicio de la atribuciones que le confiere la Constitución 

y la Ley y, velar por la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y 

acciones de alcance nacional, regional y comunal.17 

     Asimismo, deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, 

coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos 

administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y 

participación ciudadana en la gestión pública.  

                                                           
principios del carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de 

ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.  Cualquier persona que sea lesionada en 

sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los 

tribunales que determine la Ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado 

el daño.” 
16 ARELLANO GÓMEZ, PILAR. “Jurisprudencia del Tribunal Constitucional acerca del artículo 8° de la Constitución 

Política: equilibrio entre el mandato constitucional de Publicidad y las causales de reserva y secreto”, Revista de Derecho 

Público /vol. 80, 1° mes. 2014. pp. 26. [en línea], Disponible en: 

 http://www.revistaderechopublico.uchile.cl/index.php/RDPU/article/viewFile/33318/35013. [consulta: 25.11.2016] 
17 POBLETE VINAIXA, JULIA. “Ley de Bases y Estatuto Administrativo”, Pirotecnia. Primera edición. Diciembre de 2014, 

pp.13 y sigs. [consulta: 27.11.2017]. 
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     Por lo dicho, independiente de ser considerado una institución con singulares 

características y facultades, u organismo sui generis, como lo nomina el Profesor 

Rajevic18, igualmente se encuentra sometido a la normativa administrativa para su obrar. 

     Ahora bien, con el transcurso de la aplicación de la Ley N°20.285, el CPLT se ha 

posicionado de una manera extremadamente potente en nuestra realidad nacional19 

instaurando con ello, a nuestro juicio, una temática sumamente interesante de analizar 

que dice relación con sus funciones y facultades, y con los principios consagrados en la 

LOCBGAE, y en particular con los de legalidad, iniciativa y competencia, que 

respectivamente obligan a los mencionados Órganos, a sujetarse a la Constitución y al 

bloque de legalidad; mandatan a los Órganos de la Administración a ser activos en su 

obrar, refiriendo que actuaran por propia iniciativa en el cumplimiento de sus funciones, 

procurando la simplificación y rapidez de los trámites; y competentes en su obrar, lo que 

no es más que el obrar dentro del conjunto de poderes o atribuciones que el 

Ordenamiento Jurídico le asigna a cada Órgano, para que pueda actuar en la realización 

del bien público para el que ha sido creado; principios que deben ser convocados a 

propósito de la incorporación por parte del Consejo, del “Sistema Anticipado de 

Resolución de Controversias (SARC)”  el que como analizaremos, constituye un 

procedimiento intermedio y conciliatorio, por el que se buscaría acortar el procedimiento 

mismo de reclamos, evitando así, una decisión del Consejo Directivo y con ello una 

disminución en el trabajo del Órgano en cuestión. 

     Como veremos, el CPLT, al ser una institución joven, nacida en plena modernización 

del Estado, recogida de experiencias comparadas y diseñada en nuestra 

institucionalidad como un órgano garante de bienes públicos, no sólo persigue el éxito 

de sus procesos, sino que también ser eficiente y eficaz, aquello se manifiesta de 

múltiples maneras, quedando reflejado incluso en su estructura interna (Figura 1), y que 

                                                           
18 RAJEVIC MOSLER, ENRIQUE. “Una nueva vuelta de tuerca en materia de acceso a la información:  la Ley No.  20.285”, 

en Gaceta Jurídica, Nº 338, agosto de 2008, pp. 7 – 12, Santiago de Chile. [ consulta: 20.11.2015] 
19 No se trata de un tema pacífico. Uno de los votos disidentes de la Sentencia del Tribunal Constitucional 1051/2008, 

estimó inconstitucional la facultad otorgada al CPT para dictar instrucciones generales sobre la LAIP, de carácter 

obligatorio para los Órganos de la Administración del Estado (art. 33 d), pues constituiría una limitación de las amplias 

facultades que el art. 24 de la Constitución entrega al Presidente de la República para administrar el Estado. [en línea]. 

Disponible en: http://www.tribunalconstitucional.cl/wp/ver.php?id=969. [consulta: 30.11.2015]. 
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en el caso del Sistema Anticipado de Resolución de Controversias (SARC), merece ser 

atendido por nosotros, producto de sus particulares características, objetivos 

perseguidos y su vinculación con las normas y los principios rectores de la actividad 

administrativa. 
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FIGURA 1. Organigrama del Consejo para la Transparencia 

Fuente: http://www.consejotransparencia.cl/organigrama/consejo/2012-12-18/182244.html 
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b) Antecedentes sobre el Sistema Anticipado de Resolución de Controversias 

(SARC) y su instauración en el Derecho de Acceso a la Información Pública 

en Chile. 

 

 

     La búsqueda persistente del ser humano por resolver sus conflictos a través de 

medios diversos al juicio, han dado origen a los mecanismos alternativos de resolución 

de controversias en los múltiples estadios jurídicos. Si bien, en la práctica podemos 

señalar que existen diversos tipos de mecanismos alternativos de solución de conflictos, 

tales como la negociación, el arbitraje, la mediación, la conciliación entre otros, -los que 

no serán analizados, en este trabajo en atención a que se escaparía del objetivo que 

estamos persiguiendo, cual es conocer la situación puntual del SARC en materia de 

acceso a la información pública-, podemos decir a ciencia cierta que estos mecanismo, 

se han instalado en nuestra sociedad y son sistemas que se han probado a nivel 

nacional, observándose también su inclusión en todos los sistemas judiciales que han 

sido objeto de reformas en los últimos quince años, dando cuenta con ello, de la 

presencia de un gran consenso para su incorporación, como consta tanto en materias 

familiares, laborales, de consumo, penales y de salud, permitiendo reservar para el juicio 

los casos más complejos. 

     Dentro de estos métodos podemos distinguir entre los autocompositivos o 

heterocompositivos, según la resolución del conflicto se origine por las mismas partes o 

el problema sea resuelto por resolución de un tercero, asimismo existen métodos cuya 

resolución tiene un carácter vinculante, obligatorio para las partes y otros métodos que 

carecen de este carácter, no obstante lo cual, todos los métodos alternativos de 
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resolución de controversias comparten su carácter voluntario, su esencia contractual, su 

origen en la autonomía de la voluntad de las partes. 20 

     Como hemos señalado, dichos mecanismos cada día han sido incorporados de 

manera más frecuente en nuestros procedimientos, en el marco de la normativa que los 

regula, y es así, como veremos nacer a comienzos del año 2010 y producto de una 

investigación realizada al interior del Consejo para la Trasparencia (CPLT), a partir de la 

experiencia comparada, un Plan Piloto destinado a incorporar un sistema alternativo de 

solución de controversias en el procedimiento de amparos de la Ley N°20.285, el que se 

denominó “Sistema Anticipado de Resolucion de Controversias (SARC)” y viene a surgir 

como una opción “para reducir la carga de trabajo del Consejo, los plazos de tramitación 

de los amparos y reclamos, junto con aumentar la participación de las partes interesadas 

y, por otra parte, hacer un uso eficiente de los recursos públicos.”21 

 

     Es en estas consideraciones, que dicho Órgano decide de manera experimental 

someter al mencionado sistema, el amparo Rol C145-10 “Ricardo Moya Montesinos 

contra Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT)”22, -un 

amparo que dicho Órgano califica, de baja complejidad23-, relativo a la no entrega de los 

                                                           
20 RODRÍGUEZ MÁRQUEZ, JOSÉ A., “Los Métodos Alternativos de Resolución de Controversias”. Virtual, Instituto de 

Investigaciones Jurídicas [En línea]. Disponible en: https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/anales-

jurisprudencia/article/view/1751/1646 [consulta: 01.12.2015] 
21 Acta de sesión ordinaria del Consejo Directivo N°137 de fecha 30 de marzo de 2010.  [en línea]. Disponible en: 

http://www.consejotransparencia.cl/acta-sesion-n-137/consejo/2012-12-22/121439.html. [consulta:10.12.2015]. 
22 Causa caratulada: “Ricardo Moya Montesinos contra Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica”, Rol 

C145-2010, [en línea].  Disponible en:  

http://www.consejotransparencia.cl/consejo/stat/search/search_results.html?filtro_busqueda=seguimiento. 

[consulta:10.12.2015]. 
23 El CPLT, para distinguir los casos que ingresan a su conocimiento los diferencia entre baja, media y alta complejidad 

dependiendo de los siguientes criterios: 

a) La existencia de precedentes anteriores en los cuales el Consejo Directivo se haya pronunciado en 

materias similares al caso ingresado, determinará en su mayoría que su clasificación será baja o media; 

b) La Cantidad de antecedentes del caso (número de documentos acompañados) determinara el grado de 

complejidad asociado a este (a mas antecedentes mayor complejidad) 

c) La existencia de terceros involucrados (afectación de derechos respecto de la publicidad de la información) 

en el caso ingresado, determinará en su mayoría que su clasificación será media o alta; y, 

d) La existencia de respuesta de parte de organismo reclamado ante una solicitud de información, invocando 

fundadamente una o más causales de secreto o reserva que a su juicio hacen procedente la denegación 

de la información solicitada, determinará en su mayoría que la clasificación del caso será media o alta. La 

ausencia de respuesta determina, por lo general, que el caso sea clasificado como de complejidad baja.  
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puntajes obtenidos por el sr. Montesinos en un concurso de becas para funcionarios 

públicos interesados en cursar estudios en Chile, e ingresado en el CPLT con fecha 16 

de Marzo de 2010 al SARC, para lo cual, se realizaron gestiones informales por parte de 

los profesionales de la Unidad de Admisibilidad del CPLT, consistentes en ponerse en 

contacto con el Órgano reclamado sugiriendo la entrega de información, considerando 

los términos en que este Órgano había fallado en otros casos similares, frente a lo cual 

esta institución el 29 de marzo remitió la información solicitada, la que fue enviada al 

reclamante, el que manifestó su conformidad, siendo aprobado por el CPLT con fecha 

30 de Marzo; dejando con este procedimiento de manifiesto, la posibilidad cierta, de 

acortar la tramitación establecida en la Ley N°20.285, considerando que sólo el plazo 

con que cuenta el Órgano reclamado para formular sus descargos excede con creces el 

periodo que en el caso en cuestión, tardó en resolverse este reclamo.  

     Así las cosas, y en sesión Ordinaria N°137 de fecha 30 de marzo de 201024, se 

presentó ante el Consejo Directivo, este sistema de solución de conflictos, el que fue 

justificado a partir de la necesidad de disminuir los tiempos entre casos ingresados y 

decisiones despachadas, como un mecanismo que frente al aumento de casos 

permitiera descongestionar la carga de trabajo del Consejo, y enfrentar en un futuro un 

eventual aumento de procesos sometidos a su conocimiento; para aquello, en la 

mencionada Sesión del Consejo, se resolvió que se llevaría a cabo un plan piloto, el que 

duraría hasta junio de ese año, y respecto del cual se evaluaría su efectividad luego de 

un mes de funcionamiento. 

     En Sesión Ordinaria N°148 de fecha 14 de mayo del 2010, el mencionado Consejo 

Directivo, conoció los primeros resultados del SARC, los Jefes de la Unidad de 

Admisibilidad y de la Unidad de Promoción y Clientes del Consejo informaron acerca de 

los procedimientos utilizados para llevar a cabo las gestiones de mediación, refiriendo 

                                                           
Aquello, se encuentra definido en el “Procedimiento de Admisibilidad”, documento elaborado por la Unidad de 

Admisibilidad y SARC y aprobado por la Dirección Jurídica, de fecha 07/07/2015, Versión 6.0, proporcionado por el CPLT 

a través de Oficio N°008678, de fecha 06 de noviembre de 2015 y requerido a dicho Órgano mediante solicitud de acceso 

a la información pública N°CT001T0001853, formulada mediante formulario eléctrico en portal de trasparencia del CPLT, 

con fecha 15 de octubre de 2015. 
24 Acta de Sesión Ordinaria N°137 del Consejo Directivo de fecha 30 de marzo de 2010.  [en línea]. Disponible en: 

http://www.consejotransparencia.cl/acta-sesion-n-137/consejo/2012-12-22/121439.html. [consulta: 10.12.2015]. 
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que luego de que el Consejo Directivo hubiera aprobado destinar un determinado caso 

al SARC, este se asigna a un analista de la Unidad de Promoción y Clientes para que 

realice las gestiones respectivas. En particular, al analista le corresponde comunicarse 

con el Órgano de la Administración del Estado reclamado para ver si existe la voluntad 

de hacer entrega de la información; si la hay, luego se comunica con el reclamante para 

ver si hay conformidad con la entrega de la información. 

     En cuanto a los resultados obtenidos hasta dicha fecha, se da cuenta que, de los 12 

casos sometidos a mediación, 4 casos alcanzaron en dicho momento desistimiento 

formal y otros 6 desistimientos verbales. Sólo 2 casos no se obtuvieron los resultados 

esperados. Al respecto, se refiere también que el plazo acordado originalmente para 

realizar estas gestiones, de 5 días hábiles, resultó insuficiente, por lo que se amplía el 

mismo en 3 días; se resuelve la realización de una capacitación para los analistas que 

intervengan en estas gestiones, así como se ordena la difusión de proyecto a nivel de 

enlaces de los Órganos de la Administración del Estado y en el sitio web del Consejo 

para la Trasparencia.25 

Figura 2. Amparos sometidos al SARC, y sus tipos de terminación durante el 

Plan Piloto. 

 

Fuente: http://www.consejotransparencia.cl/acta-sesion-n-148/consejo/2012-12-22/134050.html 

                                                           
25 Acta de Sesión Ordinaria N°148 del Consejo Directivo de fecha 14 de mayo de 2010, [en línea]. Disponible en: 

http://www.consejotransparencia.cl/acta-sesion-n-148/consejo/2012-12-22/134050.html. [consulta: 20.11. 2015] 
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     Manifestación del trabajo realizado por el CPLT en el marco del plan piloto, fue 

contenido en el trabajo “Sistemas alternativos de  Resolución de Amparos al Derecho de 

Acceso a Información en el Consejo para la Transparencia26”, en el que se da cuenta 

que del total de 40 casos sometidos a SARC en lo que duro dicho plan piloto, 35 

resultaron exitosos, en un plazo de 20 días, dejando en evidencia las conveniencias de 

este experimental sistema, en relación a los plazos contemplados en la Ley Nº20.285, sobre 

tramitación de requerimientos ante el CPLT. 

 

Figura 3. Amparos sometidos al SARC según resultado durante el Plan Piloto. 

 

Fuente: http: //www.consejotransparencia.cl/consejo/site/artic/20130820/asocfile/20130820152206/sistemas_alternativos.pdf. 

 

 

 

                                                           
26 CORRAL, HUGO ROJAS. “Sistemas Alternativos de Resolución de Amparos al Derecho de Acceso a Información en 

el Consejo para la Transparencia”. Revista Derecho Público Iberoamericano, ISSN 0719-2959, Nº. 8, 2016, pp. 187-230, 

[En línea]. Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=5562916 [consulta:23.11.2015]. 
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Figura 4. Amparos sometidos al SARC según plazo de resolución. 

 

Fuente: 

http://www.consejotransparencia.cl/consejo/site/artic/20130820/asocfile/20130820152206/sistemas_alternativos.pdf. 

     Es así, que producto de tan fructíferos resultados, dicha entidad acordó 

institucionalizar el SARC a su interior, proponiéndose para el efecto, la adopción de una 

serie de medidas, con el objeto de validarlo, las cuales como veremos fueron llevadas a 

cabo y consistieron en: 

 Consolidar un modelo permanente de SARC al interior del CPLT, para lo cual 

sería conveniente conocer de primera fuente experiencias extranjeras 

innovadoras en la materia; 

 proponer que la Ley de Transparencia contemple expresamente las soluciones 

informales como un mecanismo para poner término a los amparos; 

 asegurar al reclamante y al enlace la confidencialidad de las comunicaciones 

llevada a cabo a propósito de la búsqueda de SARC; 

 revisar los criterios de selección de los casos a ser derivados a SARC, 

aumentando la cantidad de casos; 
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 ampliar los escenarios de SARC a aquellos casos en los que es posible anticipar 

un buen resultado en consideración de los descargos formulados por el Órgano 

reclamado; 

 destinar una mayor cantidad de analistas a cargo a la búsqueda de SARC; 

 capacitar a los analistas en técnicas de negociación y comunicación; 

 informar a los reclamantes y a los organismos públicos en general de la 

existencia de SARC como mecanismo para poner término a los amparos; 

 medir los niveles de satisfacción de reclamantes y enlaces que participan en 

procesos de SARC; 

 certificar el proceso del SARC27 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
27 CORRAL, HUGO ROJAS. “Sistemas Alternativos de Resolución de Amparos al Derecho de Acceso a Información en 

el Consejo para la Transparencia”. Revista Derecho Público Iberoamericano, ISSN 0719-2959, Nº. 8, 2016, pp. 187-230, 

[En línea]. Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=5562916, [consulta: 23.11.2015]. 
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Figura 5. Flujograma del Plan Piloto del SARC en el CPLT 

Fuente: http://www.consejotransparencia.cl/consejo/site/artic/20130820/asocfile/20130820152206/sistemas_alternativos.pdf 
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c) Procedimiento de implementación del SARC en el Consejo para la 

Transparencia y en los Órganos sometidos a la Ley N°20.285. 

 

 

      Como hemos visto en el apartado anterior, el CPLT se fijó una serie de metas entorno 

a la aplicación del SARC, estableciendo para el efecto una lista de estándares de 

aplicación o simplemente medidas inmediatas, con el objeto de entregarle un marco 

jurídico y herramientas para una aplicación exitosa. 

     Una de las gestiones que realizó, además de comenzar con una implementación y 

aplicación paulatina, fue remitir Oficio N°0886 de fecha 19 de mayo de 2010, a la 

Presidenta de la Republica Sra. Michelle Bachelet Jeria, mediante el cual propone el 

perfeccionamiento de la Ley de Transparencia de la función pública y de Acceso a la 

Información de la Administración del Estado, en el marco de las facultades que le otorga 

el articulo 33 letra f) de la Ley N°20.285. Refiere en dicho documento el CPLT, que en 

Sesiones N°148 y N°149, de 14 y 18 de mayo de 2010 respectivamente, el Consejo 

Directivo de dicha Corporación discutió y aprobó un conjunto de perfeccionamientos a 

dicha Ley, producto de la experiencia acumulada y que busca potenciar sus efectos 

positivos sobre la gestión pública.  

     Es así que en lo relativo al SARC, el CPLT propuso incorporar un nuevo artículo 

signado como 24 bis, que tendría la siguiente redacción: “artículo 24 bis. - Desde la 

presentación de reclamo o el amparo, según corresponda, el consejo estará facultado 

para promover instancias alternativas de solución de conflictos entre el solicitante, el 

Órgano y el tercero involucrado. De no llegarse a una solución que satisfaga a las partes, 

la información recabada en dichos procedimientos y las opiniones emitidas por estas no 

podrán ser consideradas como prueba en la resolución definitiva del caso. Asimismo, los 

pronunciamientos formulados por el Consejo durante esta instancia no lo inhabilitan para 
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resolver en definitiva”28. Señala como fundamento, que se hace necesario por la 

experiencia vivenciada, facultar al Consejo, e implementar instancias alternativas de 

solución de conflictos, agregando que en dicho caso se deberá disponer que la 

información recabada en este proceso no podrá ser utilizada para la futura resolución 

del caso y que los pronunciamientos efectuados o las opiniones emitidas, no constituyen 

impedimento ni inhabilitaran al Consejo para la adopción de una decisión definitiva, de 

no ser exitosa la instancia de resolución alternativa. Finalmente sugiere que, respecto 

de la amplitud de la potestad, que parece conveniente disponerla en forma genérica, en 

todos los casos, y entregar al Consejo la definición de cuándo será procedente. 

     Con fecha 17 de marzo de 2015 y mediante oficio Nº001883, de la Presidenta del 

CPLT a la Presidenta de la Republica se vuelve a requerir de la necesidad de modificar 

la Ley y, posteriormente mediante Oficio Nº003375 de fecha 18 de mayo del mismo año, 

pero ahora dirigido al Ministro Secretario General de la Presidencia, se refiere que: “En 

virtud de lo dispuesto en el literal f) del artículo 33 de la Ley de Transparencia de la 

Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada 

por el artículo primero de la Ley N° 20.285, que faculta al Consejo para la Transparencia 

para proponer al Congreso Nacional, las normas, instructivos y demás 

perfeccionamientos normativos para asegurar la transparencia y el acceso a la 

información, en su sesión N° 617, de 15 de mayo de 2015, el Consejo Directivo de esta 

Corporación acordó remitir a Usted el documento Propuestas del Consejo para la 

Transparencia para contribuir a la tramitación legislativa del proyecto de Ley que 

modifica la Ley N° 20.285 (Boletín 7.686-07). Este documento se enmarca en la 

preocupación constante de este Consejo por el perfeccionamiento de la normativa 

existente en materia de transparencia y probidad. Con tal objeto, remitimos a Usted 

nuestras propuestas respecto de los artículos pendientes de votación y manifestamos 

desde ya la disposición de este Consejo para colaborar y participar en las instancias que 

                                                           
28 Propuesta de perfeccionamiento de la Ley de Transparencia con redacción del articulado, Artículo 24 bis, contenido en 

Oficio N°0886 de fecha 19 de mayo de 2010, proporcionado por el CPLT a través de oficio N°008678, de fecha 06 de 

noviembre de 2015 y requerido a dicho Órgano mediante solicitud de acceso a la información pública CT001T0001853 

formulada mediante formulario eléctrico en portal de trasparencia del CPLT, con fecha 15 de octubre de 2015. 
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se estimen pertinentes, a fin de avanzar en estas materias e institucionalizar una cultura 

de la trasparencia en Chile.”   

     En dicho documento vuelve a hacer referencia la necesidad de incorporar un artículo 

24 bis, en el cual se le conferirían facultades al CPLT para promover instancias 

alternativas de solución de conflictos entre el solicitante, el Órgano y el tercero 

involucrado.29 

     Por otro lado, e independiente de dichas gestiones, considerando la supuesta 

efectividad del SARC, en especial por la reducción de los plazos, y economía en la 

gestión interna, es que se resuelve formalizar dicho trámite al interior del Consejo, 

disponiendo en un primero momento que se continuará con la tramitación de los SARC 

a través de la Unidad de Admisibilidad, pero manteniéndose las gestiones en la Unidad 

de Promoción y Clientes. 

     En el año 2012, el CPLT, resolvió que dicho trámite fuera asumido de manera 

completa por la Unidad de Admisibilidad, la que en razón de aquello, pasó a denominarse 

“Unidad de Admisibilidad y SARC (UASARC)”, quedando en definitiva como la 

encargada de analizar los amparos reclamos y recursos administrativos que ingresan al 

CPLT, determinando en dichas funciones, si estos cumplen los requisitos establecidos 

en la Ley N°20.285 y en la Ley N°19.880 sobre Bases de los Procedimientos 

Administrativos de los Órganos de la Administración del Estado (LBPA), para iniciar su 

tramitación o declarar su inadmisibilidad, pudiendo en el evento que se den cumplimiento 

a lo requisitos de dichas normativas someterlos al Sistema Anticipado de Resolución de 

Controversias (SARC) y posteriormente emitir una decisión de fondo en los casos en 

que se configure una hipótesis de respuesta extemporánea (el Órgano finalmente 

entrega la información solicitada) unida a una conformidad objetiva (el solicitante de 

información manifiesta conformidad con la información entregada). 

                                                           
29 Oficio Nº006905 de fecha 31 de agosto de 2017 del CPLT, que da respuesta a solicitud de acceso a la información 

pública signada CT001T0003922, formulada mediante formulario eléctrico en portal de trasparencia del CPLT con fecha 

10 de agosto de 2017. 
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     A su vez, en el “procedimiento de admisibilidad fijado por el CPLT”, se resolvió que 

en aquellos casos catalogados por dicha entidad, como de menor complejidad, como por 

ejemplo :”cuando se deniega información que ya ha sido declarada pública previamente”; 

se invoquen argumentos que no innoven respecto de la jurisprudencia consolidada del 

Consejo Directivo o cuando el fundamento del amparo, sea que el Órgano no respondió 

a la solicitud de información, el Jefe de la Unidad de Admisibilidad y SARC, en el ejercicio 

de su facultad delegada30 podrá encargar a los analistas de admisibilidad la aplicación 

del SARC. 

     En este orden de ideas, cumplidos los estándares enunciados y una vez aprobada la 

aplicación del SARC para un determinado caso, se estableció que el analista del CPLT 

procedería a comunicarse por correo electrónico con Órgano reclamado, dándole cuenta 

de esta alternativa, y confiriéndole un plazo de 2 días para aceptar o rechazar este 

procedimiento, señalándole a su vez que, de aceptarlo, el Consejo suspenderá las 

demás gestiones del caso por 10 días hábiles. Si dentro de este período el Organismo 

no proporciona la información, se proseguirá con el procedimiento normal de un caso 

admisible, confiriendo traslado, pero si el Órgano reclamado se acoge al SARC y 

                                                           
30 DIARIO OFICIAL DE LA REPÚBLICA DE CHILE N°40.589, cuerpo I-8, de fecha 20 de junio de 2013. ACUERDO QUE 

DELEGA FACULTADES EN FUNCIONARIOS QUE INDICA:   

Certifico que el Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia en la sesión Nº 441, de 12 de junio de 2013, por 

unanimidad, adoptó el siguiente acuerdo:  

Acuerdo del Consejo para la Transparencia que delega facultades de tramitación de los amparos y reclamos en los 

funcionarios que indica: 

El Consejo Directivo, visto lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley de Transparencia, de la función pública y de acceso a 

la información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la Ley Nº 20.285; el artículo 46 del 

Reglamento de la citada Ley, contenido en el decreto supremo Nº 13/2009 y el artículo 17 de los Estatutos de 

Funcionamiento del Consejo para la Transparencia, aprobados por el decreto supremo Nº 20/2009, ambos del Ministerio 

Secretaría General de la Presidencia, y considerando la necesidad de agilizar la tramitación de los casos que debe 

conocer, por unanimidad, acuerda: 

1. Delegar en el Director Jurídico y en el Jefe de la Unidad de Análisis de Admisibilidad y SARC, indistintamente, la 

realización del examen de admisibilidad de los amparos al Derecho de acceso a la información y reclamos por infracción 

a las normas de transparencia activa que se presenten ante el Consejo, facultándolos para realizar las actuaciones 

destinadas a dar curso progresivo a la fase de admisibilidad en la medida que los casos puedan reconducirse a situaciones 

que el Consejo Directivo haya analizado anteriormente. La delegación señalada comprende, a modo ejemplar, las 

solicitudes de subsanación y aclaración, los traslados a los Órganos reclamados y terceros involucrados, la derivación de 

los casos al Sistema Anticipado de Resolución de Controversias, la derivación a la Dirección de Fiscalización para evacuar 

informe en transparencia activa y las solicitudes de pronunciamiento que se formulen al requirente o al Órgano reclamado. 

Asimismo, esta delegación se extiende al despacho de los oficios de aquellas actuaciones de la fase de admisibilidad que 

autorice realizar el Consejo Directivo cuando no sea posible efectuar la referida reconducción. 
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proporciona la información solicitada, el encargado del caso en el CPLT, explorará el 

contenido de la misma, y en su caso efectuará la entrega de esta al solicitante. 

     Así las cosas, el CPLT reconocen que producto de las gestiones derivadas de este 

procedimiento se pueden generar diversas alternativas en cuanto al resultado, es así 

que, podría verificarse: 

a) Desistimiento: el que tienen lugar en el evento que el solicitante de información 

conforme con los antecedentes entregados por el Órgano reclamado, se desiste 

ya sea expresa o tácitamente, caso en el cual, la decisión del Consejo para la 

Trasparencia será de desistimiento. 

 

b) Conformidad objetiva: En este caso el requirente recibe en el proceso de SARC, 

los antecedentes solicitados, pero no se desiste expresa o tácitamente de su 

amparo, escenario en el cual el analista del CPLT deberá realizar un análisis 

comparativo entre la información entregada por el Órgano reclamado y la 

solicitada por el reclamante, en el caso que la información entregada se 

encuentre acorde con la solicitud del reclamante se declara la conformidad 

objetiva en la decisión del CPLT. 

 

c) Decisión inadmisible: Tendrá lugar en el caso en que habiendo el Órgano 

reclamado acreditado que ha dado respuesta a la solicitud dentro del plazo 

establecido en la Ley y habiéndole solicitado al requirente a través de carta 

certificada o correo electrónico -según la forma de notificación solicitada- que se 

pronuncie dentro del plazo de 5 días hábiles si los antecedentes proporcionados 

por el Órgano reclamado satisfacen o no su requerimiento de información, este 

no responde, situación en la cual, se entenderá que se encuentra conforme con 

la respuesta proporcionada y que no tienen intensión de perseverar en el amparo 

deducido, emitiéndose en este caso por parte del CPLT decisión de 

inadmisibilidad por ausencia de infracción. 
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d) Fracaso del SARC: Si el SARC fracasa ya sea porque la información no es 

proporcionada por el Órgano reclamado, la información entregada no satisface al 

requirente o el analista del CPLT estima que no se configura una conformidad 

objetiva, se procede a conferir traslado al Órgano reclamado. Una vez evacuado 

el traslado o vencido el plazo para la realización de dicha gestión, el caso se 

direcciona internamente a la Unidad de Fondo.31 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
31 Consejo para la Trasparencia, Dirección Jurídica, Unidad de Análisis de Admisibilidad y SARC, Procedimiento: 

Admisibilidad, Versión 6.0, fecha 07.07 de 2015. Información obtenida mediante Oficio N°008678, de fecha 06 de 

noviembre de 2015 remitido por el CPLT en virtud de solicitud de acceso a la información pública N° CT001T0001853 

ingresada mediante formulario eléctrico en portal de trasparencia del CPLT, con fecha 15 de octubre de 2015. 
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Figura 6. Flujograma del proceso SARC en el CPLT 

                    Fuente: http://www.consejotransparencia.cl/consejo/site/artic/20130820/asocfile/20130820152206/sistemas_alternativos.pdf, 
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     Ahora bien, y sin perjuicio de la mencionada sistematización e implementación del 

procedimiento de SARC al interior del CPLT, dicho Órgano con el objeto de dar 

cumplimiento a otra de las medidas que se habían fijado, cual es “informar a los 

reclamantes y a los organismos públicos en general de la existencia de SARC como 

mecanismo para poner término a los amparos”, es que inicia también, un plan destinado 

a socializarlo entre los Órganos del Estado; dicha gestión se llevó a cabo a través del 

Oficio N°009402 de fecha 30 de Noviembre de 2015, mediante el cual, el CPLT informa 

de la implementación de un sistema anticipado del resolución de controversias respecto 

de los amparos presentados ante el CPLT, y el cual es distribuido en todas aquellas 

instituciones que pudieran ser objeto de amparos ante dicho Órgano, en dicho 

documento se informa que a 6 años de la entrada en vigencia de la Ley de Trasparencia 

y con ocasión de ampliar jurisprudencia generada en el ejercicio de sus facultades 

resolutivas, el CPLT estima que se encuentra frente a una oportunidad propicia para 

profundizar soluciones colaborativas en las que se integren de manera más proactiva los 

Órganos públicos y las personas que ejercen el Derecho de acceso a la información, 

mediante la implementación de este Sistema (SARC). 

     Se refiere en dicho oficio, que este procedimiento ha sido implementado 

paulatinamente en la tramitación de los amparos desde el año 2010, que consiste en 

ofrecer a las partes instancias y formas de solución, proyectando los distintos escenarios 

resolutivos que pudieran presentarse y que principalmente busca reducir los tiempos de 

tramitación  de los amparos presentados debido a la falta de respuesta o una denegación 

por parte del Órgano de la Administración del Estado, mejorando con ello la satisfacción 

de las personas titulares del Derecho de acceso a la información. 

     Indica también dicho Órgano, que, desde el punto de vista procedimental, el SARC 

se podrá activar en cualquier momento entre la presentación del amparo y la decisión de 

fondo que cierra el proceso, no obstante, lo cual, conforme a la naturaleza de la 

controversia planteada, los fundamentos del amparo y los descargos, de oficio podrá 

proponer a los Órganos someterse a este sistema en dos oportunidades: 
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1) SARC pre descargos: Antes de generar la etapa formal del traslado al Órgano para 

que formule sus descargos, la unidad encargada de gestionar el SARC propondrá al 

Servicio someterse a este procedimiento simplificado, lo que deberá aceptarse en el 

plazo de 2 días hábiles, contados desde la comunicación respectiva. Con la aceptación 

del Órgano, se le otorga un plazo de 8 días hábiles para recabar y entregar la información 

pedida. Luego el Consejo procederá a contactar al solicitante para que se pronuncie 

sobre la información entregada por el Órgano en el plazo de 3 días hábiles, con la 

finalidad de que éste se desista expresamente. En caso de ausencia de 

pronunciamiento, dicha Corporación verificará si objetivamente la información remitida 

se ajusta a lo requerido, caso en el cual, se dará por entregada la información en el 

marco del procedimiento SARC, sin acoger el amparo respectivo.  

2) SARC pos descargos: Con posterioridad al traslado al Órgano público y una vez 

evacuados los descargos, la unidad encargada de gestionar el SARC revisará su 

contenido y de estimarlo plausible, someterá el amparo a referido sistema. Luego el 

Consejo procederá a contactar al solicitante para que se pronuncie sobre la información 

entregada por el Órgano en un plazo de 3 días hábiles, con la finalidad de que este se 

desista expresamente. En caso de ausencia de pronunciamiento, dicha Corporación 

verificará si objetivamente la información remitida se ajusta a lo requerido, caso en el 

cual se dará por entregada la información en el marco del procedimiento SARC, sin 

acoger el amparo respectivo.  

     Por último, indica dicho oficio, que con la finalidad de favorecer la implementación de 

estos sistemas y de ampliar el universo de materias a someter a SARC, se propone la 

suscripción de un convenio de colaboración en el que se consigne la voluntad expresa 

de someterse a este procedimiento y de simplificar la tramitación de los amparos, 

mediante la implementación de un mecanismo de notificación electrónica de las 

actuaciones que deban realizarse en el desarrollo de los procedimientos de amparos y 

reclamos, contemplados en la Ley de Transparencia, con la finalidad de reducir los 

tiempos de tramitación y hacer más eficiente la comunicación entre las partes. 
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     Debemos referir, que del universo de 755 instituciones consultadas al 30 de 

noviembre de 201532 sobre su adscripción al procedimiento, sólo 75 suscribieron el 

mencionado convenio33.  

Figura 7. Instituciones requeridas de la suscripción del Convenio de 

Colaboración y su resultado al 30/11/2015. 

 

Fuente: Oficio N°009402 de fecha 30 de noviembre de 2015 Consejo para la Transparencia 

     El requerimiento de suscripción del mencionado acuerdo, da cuenta de la intensión 

del CPLT de validar de una manera más activa el SARC, considerando el alto valor que 

le ha dado, y su intención de incorporarlo en el procedimiento de reclamos en los casos 

calificados por él, como susceptibles de someterse al mismo; aquello tomando en 

consideración especialmente que dicho documento no contempla derechos y 

                                                           
32 Oficio N°009402 de fecha 30 de noviembre de 2015 del CPLT a los Órganos de la Administración del Estado, Materia: 

Informa implementación de un sistema anticipado de resolución de controversias respecto de los amparos presentados 

ante el Consejo para la Transparencia. 
33 Información obtenida mediante Oficio N°008588 de fecha 30 de agosto de 2016 remitido por el CPLT, en virtud de 

Solicitud de Acceso a la información Pública N° CT001T0002620 formulada mediante formulario eléctrico en portal de 

trasparencia del CPLT con fecha 23 de agosto de 2016. 
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obligaciones para las partes, sino que más bien consagra cuestiones procedimentales y 

una breve explicación del sentido del SARC. 

     Es probable que la baja adscripción y su interés de masificarlo, llevaran al CPLT en 

insistir en su aplicación, dado que nuevamente y casi un año después, con fecha 23 de 

septiembre de 2016, mediante oficio Nº009394, se reitera Oficio N°009402 de fecha 30 

de noviembre de 2015, y se formula nuevamente la invitación a la suscripción del 

Convenio SARC y notificación electrónica. 

     Refiere a su vez en dicha comunicación, que conforme al oficio citado en el 

antecedente, se dio inicio a una etapa de consolidación de soluciones colaborativas en 

la resolución de amparos presentados por solicitantes de información mediante la 

implementación del sistema anticipado de resolución de controversias, junto con el cual 

se extendió una invitación a los distintos Órganos de Administración del Estado, para 

suscribir un convenio de colaboración en el que se consigne la voluntad expresa por 

parte de los servicios de someterse a este procedimiento y de simplificar la tramitación 

de los amparos, a través del mecanismo de notificación electrónica. 

     Agrega que, a la fecha de dicho oficio, el procedimiento SARC se encontraba en pleno 

desarrollo, con excelentes resultados, tanto para los Órganos públicos, como 

solicitantes, y se habían suscrito un total de 75 convenios, permitiendo hacer más 

eficiente el procedimiento y rebajar los costos administrativos asociados a la tramitación 

de los amparos. 

     Es por lo indicado, que en función de la exitosa experiencia, nuevamente invita a los 

Órganos de la Administración Pública a suscribir el mencionado convenio de 

colaboración, en atención a que han pasado más de 7 años desde la entrada en vigencia 

de la Ley Nº20.285 y con ocasión de la amplia jurisprudencia generada  en ejercicio de 

sus facultades resolutivas, el CPLT reitera que esta es una oportunidad propicia para 

profundizar en las soluciones colaborativas en las que se integren de manera más 

proactiva los Órganos Públicos y las personas que ejercen el Derecho de acceso a la 

información pública, mediante la implementación del mencionado sistema anticipado de 

resolución de controversias. 
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     Ahora bien, y considerando la inicial baja adscripción, desde que se inició este 

proceso de socialización, es que con fecha 10 de agosto de 2017, se requirió se  

informará cuantos organismos más, se habían adscrito a dicho sistema; indicado al 

efecto el CPLT, mediante Oficio Nº006905 de 31 de agosto de dicho año, que el convenio 

de colaboración, había sido suscrito por 192 organismos públicos; lo que si bien 

estimamos, es aumento exponencial de interés por sujetarse a este mecanismo, aun 

deja de manifestó, que las gestiones realizadas por dicha entidad no han percibido  los 

frutos esperados, dado que los suscribientes al mencionado 31 de agosto de 2017, no 

alcanzan más allá de un 25,4% de las instituciones requeridas, es decir 

aproximadamente una cuarta parte de los Órganos sometidos a la Ley de Transparencia, 

dando cuenta con aquello, que aún persiste una importante falta interés en el sistema; 

situación que podría deberse a factores tales como: falta de socialización suficiente de 

manera de alcanzar un rango más elevado de adeptos, así como ausencia de mesas de 

trabajo con los involucrados, destinadas a poner en conocimiento a cabalidad, en que 

consiste el sistema, u otros mecanismos de publicidad exitosos en el pasado, que sean 

susceptibles de ser aplicados en casos como el de análisis y, que permitan extender 

dicho convenio a la totalidad de las entidades requeridas de una manera más activa, y 

comprometida con la finalidad perseguida por el CPLT al instaurar el SARC. 

Figura 8. Instituciones requeridas de la suscripción del Convenio de 

Colaboración y su resultado al 31/08/2017. 

 

Fuente: Oficio Nº006905 de fecha 31 de agosto de 2017 del CPLT. 
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CAPITULO II. LA EXPERIENCIA COMPARADA EN MATERIA DE SARC. 

 

 

     Cuando surge en nosotros el interés por analizar este singular procedimiento de 

resolución de amparos, nos preguntamos inevitablemente de donde proviene, si es una 

innovación que surge desde nuestra normativa, o si tiene como antecedente la 

experiencia comparada recogida por el Consejo para la Transparencia, con el objeto de 

embarcarse en un proyecto que permitiera un ejercicio más eficiente de sus funciones. 

     A primera vista, y sin perjuicio del desarrollo de la materia que ha efectuado dicho 

Órgano, al hacer una revisión de la normativa nacional -con la finalidad de encontrar 

alguna consagración de dicho mecanismo en la misma-, no hemos podido constatar que 

aquel, se encontrara previsto en nuestra legislación general, o particular sobre acceso a 

la información pública. 

     Que a lo indicado, debemos agregar que nuestra Ley de Trasparencia prevé un 

procedimiento bastante riguroso, que contiene expresamente plazos y tramites, e 

instituciones, dejando espacio a nivel procedimental sólo para la aplicación subsidiaria 

de la Ley N°19.880 sobre Bases de los Procedimientos Administrativos de los Órganos 

de la Administración del Estado, en aquellos casos en que se pudieran vislumbrar vacíos 

o problemas de interpretación -como ha ocurrido en nuestro Derecho Administrativo 

nacional- ,y sobretodo que nuestro país tiene una larga tradición legalista en cuanto al 

actuar de los Órganos de la Administración del Estado, considerando especialmente lo 

dispuesto en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política de la República, los que 

consagran el principio de legalidad, en virtud del cual, los Órganos del Estado pueden 

actuar previa investidura regular, dentro del ámbito de sus competencias y en la forma 

que prescribe la Ley. 

     De ahí que resulta conveniente para este trabajo el conocer de la legislación 

extranjera, el procedimiento de reclamación frente a incumplimientos por parte de los 



 
 

 
 

44 
 
 

Órganos del Estado, del Derecho de acceso a la información pública, -aun cuando sea 

de manera acotada- sobre todo en legislaciones similares a la nuestra, y si en alguna de 

ellas se ha implementado o cuentan, con sistemas de solución de controversias o 

mecanismos de mediación.  

     En dicho contexto nos interesa revisar la normativa de algunas legislaciones 

particulares, en especial de la legislación europea, para lo cual traeremos a análisis los 

casos frecuentemente invocados por el Consejo para la Transparencia, cuales son: 

Inglaterra, Escocia e Irlanda, e incluiremos el caso español, el que aun cuando es 

bastante más reciente presenta interesantes características, que son convenientes de 

analizar por las similitudes de su sistema con el nuestro. 

     Respecto al Derecho del continente americano, útiles resultaran las experiencias 

norteamericana, canadiense, mexicana y peruana, las dos últimas con un sistema legal 

en materia de transparencia muy cercano al chileno. 

 

a) El caso escoses. 

 

     Respecto de la legislación Escocesa, interesante es el Órgano encargado de resolver 

las apelaciones en materia de acceso a la información pública, el que se denomina 

“Scottish Information Commissioner (SIC)”, y que cuenta con un procedimiento de 

tramitación de las apelaciones, que supone un examen de admisibilidad en un plazo de 

30 días desde la interposición de la apelación y, que en el caso de ser declarada 

admisible será analizada su complejidad e incidirá en quien participará en las 

discusiones. Así, el “Scottish Information Commissioner”, sólo intervendrá en las 

discusiones en que se decidan los casos de mayor complejidad, mientras que los otros 

serán revisados por las jefaturas de las unidades respectivas. 

     Así pues, si la apelación es declarada admisible, se tendrá que proceder a emitir una 

decisión de fondo a menos que -y es aquí donde entra el tema que nos convoca- sea 
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posible llegar a una solución anticipada durante la tramitación del proceso; dicha gestión 

se le encarga a un analista, quien efectúa las actuaciones destinadas a terminar con la 

apelación dentro de un plazo razonable. De tal modo, que, si el analista considera que 

es posible arribar a un acuerdo, concurre como un facilitador entre las partes.  

     En efecto, en la sección 49 (3b y4) de la Freedom of Information Act34, se encuentra 

reconocida la posibilidad de poner término a las apelaciones a través de mecanismos 

alternativos, “disponiendo que se podrá tratar de efectuar un acuerdo entre el solicitante 

y la autoridad, antes de que expiren los plazos fijados para que el Scottish Information 

Commissioner, (SIC), emita una decisión sobre la solicitud.” 

     Por otra parte, el apelante puede desistirse de la apelación ante el Órgano garante 

de Trasparencia, una vez recibida la información solicitada, también puede efectuarlo si 

está parcialmente satisfecho con la información que se le dio o los motivos entregados 

por el Órgano requerido para no hacerle entrega de la información solicitada. 

     Incluso en esta estructura legal, es totalmente admisible que el apelante y el Órgano 

apelado negocien directamente, aun cuando en la mayoría de los casos el Scottish 

Information Commissioner facilita el acuerdo. La facilitación siempre es informal, de tal 

manera que las comunicaciones se efectúan por teléfono o email, sin perjuicio de que la 

decisión de aplicar el sistema alternativo debe consignarse por escrito. 

     Además, tanto el Scottish Information Commissioner, el Órgano requerido como el 

apelante pueden requerir la utilización de este mecanismo de solución alternativa, y en 

el caso que se llegue a acuerdo se podrá omitir la resolución de fondo por decisión de 

las mencionadas partes, caso en contrario el analista procederá a redactar la decisión 

de fondo, la que será revisada por los superiores jerárquicos y dependiendo de la 

complejidad del mismo será resuelto por los jefes de unidad o el Commissioner.35 

                                                           
34 Freedom of Information Act, Scotland, [en línea], Disponible en: http://www.legislation.gov.uk/asp/2002/13/contents, 

[consulta:28.12.2015]. 
35 DUNION, KEVIN y ROJAS CORRAL, HUGO. “Sistemas Alternativos de Resolución de Conflictos y Derecho de Acceso 

a la Información Pública: Análisis de las Experiencias Escocesa, inglesa e irlandesa”. Revista transparencia & sociedad, 

ISSN-e 0719-4595, Nº. 3 (noviembre), 2015, pp. 69-91. [En línea].  Disponible en: 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=5353991 [consulta: 28.11.2017]. 
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b) La República de Irlanda. 

 

     En el Derecho de acceso a la información irlandés, las resoluciones informales 

“settlements”, son utilizadas por el “Office of The Information Commissioner” (OIC) desde 

1998.  

     Dicho organismo fue creado en el año 97, y su normativa fue modificada en el año 

2014, mediante la aprobación de una nueva Ley de Acceso a la Información “Freedom 

of Information Act”36, la que dispone en su sección 45(6), que los procedimientos deben 

ser informales pero consistentes con las funciones que se le han encomendado al 

Órgano de transparencia. Es decir, la mencionada legislación permite cierta flexibilidad 

e informalidad para la búsqueda de acuerdos entre las partes, desde que el reclamo es 

declarado admisible hasta antes de emitirse una decisión de fondo. El OIC cuenta con 

facultades suficientes para suspender la tramitación de proceso mientras busca una 

resolución informal, como se refiere en la sección 22 (7) (b) de su Ley de transparencia. 

En caso de llegar a un acuerdo informal, la decisión del Office of The Information 

Commissioner, tiene fuerza obligatoria, sin perjuicio de ser susceptible de apelación ante 

la Suprema Corte. 

      Resulta importante destacar que el OIC, no aplica indiscriminadamente las 

resoluciones informales, sino que más bien, serán procedentes bajo ciertas condiciones, 

así por ejemplo en aquellos casos en que existan precedentes en la materia; existe una 

identificaciones de los posibles malos entendidos o falta de claridad entre las partes, por 

ejemplo una interpretación incorrecta de la normativa vigente por parte del solicitante o 

del Órgano reclamado; las circunstancias desde que se formuló la solicitud de acceso a 

la información cambiaron y se visualiza la posibilidad de llegar a un acuerdo; alguna de 

las partes busca la posibilidad de llegar a una solución informal. 

                                                           
36 Freedom of Information Act,  Ireland, [en línea], Disponible en: 

http://www.irishstatutebook.ie/eli/2014/act/30/enacted/en/html, [consulta: 28.11.2016]. 
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     Para alcanzar los mencionados acuerdos el OIC, utiliza comunicaciones con las 

partes tanto telefónicas como por correo electrónico, el ámbito de la negociación es 

realista, lo que queda de manifiesto en que no se eligen casos en que se sabe desde un 

comienzo, que no será posible llegar a un acuerdo razonable. Durante la negociación la 

suspensión de la investigación del caso puede durar entre dos y tres semanas, y en el 

evento de llegarse a un acuerdo, se efectúa un seguimiento de las bases de arreglo a 

las que se ha llegado, por lo general se remiten correos electrónicos en los que se fijan 

los términos del acuerdo, eventualmente se puede efectuar dicho trámite por correo 

postal. Si el organismo público entrega la información solicitada, el OIC requiere al 

reclamante que se desista, en el evento que no lo haga, debiendo hacerlo, el OIC debe 

cerrar el caso.37 

 

c) Inglaterra, Irlanda del Norte y Gales. 

 

     En la legislación inglesa, podemos observar un modelo bastante similar al de las 

legislaciones previamente invocadas, nos encontramos aquí con el “Information 

Commissioner´s Office, (ICO)”, Órgano que, en el Reino Unido, está facultado para 

resolver las controversias entre los Organismos Públicos y los ciudadanos en materias 

de acceso a la información y datos personales. Dicho Órgano, goza de independencia 

en la toma de decisiones sobre prioridades y estrategias, debiendo únicamente informar 

al parlamento sobre sus actuaciones. El comisionado es designado por la Reina de 

Inglaterra y dura cinco años en su cargo. La misión fundamental del Information 

Commissioner´s Office es defender el Derecho de acceso a la información en asuntos 

de interés público, promover la transparencia de los organismos públicos y protege la 

privacidad de los datos personales de los ciudadanos. 

                                                           
37 DUNION, KEVIN y ROJAS CORRAL, HUGO. “Sistemas Alternativos de Resolución de Conflictos y Derecho de Acceso 

a la Información Pública: Análisis de las Experiencias Escocesa, inglesa e irlandesa”. Revista transparencia & sociedad, 

ISSN-e 0719-4595, Nº. 3 (noviembre), 2015, pp. 69-91. [En línea].  Disponible en: 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=5353991 [consulta: 28.01.2017]. 
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     Para desarrollar dicha labor, el “Information Commissioner´s Office”, cuenta con una 

nutrida normativa en materia de acceso a la información pública y protección de datos la 

que se encuentra establecida en seis cuerpos legales: la Data Protection Act.38, sobre 

protección de datos personales; la Freedom of information Act.39, sobre libertad de 

acceso a la Información en poder de las autoridades públicas o aquellos que prestan 

servicios a ellas; la Environmental Information Regulations40 o Ley de información 

medioambiental; la Privacy and Electronic Comunication Regulations41, destinada a 

complementar la Ley de protección de datos en comunicaciones electrónicas; la Inspire 

Regulations42, a propósito de la regulación del uso de grandes bases de datos; y, la Data 

Regulations and Investigatory Powers Act43, destinada a regular la retención de datos 

relevantes por parte de proveedores de servicios de telecomunicaciones. 

     El Information Commissioner´s Office para promover y defender el Derecho de 

acceso a la información pública, realiza cuatro actividades consistentes en: fomentar las 

buenas prácticas de los organismos públicos; analizar los reclamos (complaints) de los 

ciudadanos en caso de no obtener la información solicitada; asesorar a individuos y 

organismos públicos y; adoptar acciones para que el Derecho de acceso a la información 

sea eficaz. 

     La Ley de Acceso a la Información, (Freedom of information Act.), proporciona el 

acceso a la información que se encuentra registrada en instituciones públicas. Es así 

que la mencionada Ley permite la divulgación proactiva y reactiva de información estatal, 

y regula la interposición de reclamos ante el Information Commissioner´s Office, en 

contra de las instituciones que no entregan la información pública solicitada. Para realizar 

                                                           
38Data Protection Act. [en línea]. Disponible en: http://www.legislation.gov.uk/ukpga/1998/29/contents. [consulta: 20.01. 

2016] 
39Freedom of information Act [en línea]. Disponible en: http://www.legislation.gov.uk/ukpga/2000/36/contents. [consulta: 

20.01.2016] 
40Environmental Information Regulations. [en línea]. Disponible en: http://www.legislation.gov.uk/uksi/2004/3391/made. 

[consulta:20.01.2016]. 
41Privacy and Electronic Comunication Regulations, [en línea], Disponible en 

http://www.legislation.gov.uk/uksi/2003/2426/contents/made. [consulta:20.01.2016]. 
42 Inspire Regulations [en línea], Disponible en: http://www.legislation.gov.uk/uksi/2012/1672/contents/made. [consulta 

22.01.2016]. 
43Data Regulations and Investigatory Powers Act [en línea], Disponible en: 

http://www.legislation.gov.uk/ukpga/2000/23/section/21.  [consulta:22.01.2016]. 
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dicha función, el comisionado cuenta con un equipo directivo (Management board) y 

analistas (case officers). 

     Ahora bien, dentro de las gestiones con que cuenta el Information Commissioner´s 

Office, se encuentra la figura de “resolución informal de reclamos”, que consisten en las 

acciones adoptadas por un analista, en cualquier momento de la investigación de un 

caso de acceso a la información, con la finalidad de buscar una solución alternativa a la 

decisión formal del ICO. Tales acciones consisten en llamadas telefónicas, envíos de 

correos electrónicos, cartas y documentos. La primera actuación del analista consiste en 

la remisión de una nota a las partes, indicándoles que es de preferencia del ICO alcanzar 

una resolución informal, para lo cual solicitan su consentimiento. En este caso la Ley no 

hace mención expresa a las resoluciones informales, en la práctica corresponde a un 

mecanismo utilizado por el ICO para alcanzar acuerdos y cerrar los casos en un plazo 

breve. Lo que dice la Ley, es que una vez, que el reclamo es declarado admisible, es 

que debe ser resuelto, es por ello que se exige que las partes firmen un consentimiento 

en el que expresan su voluntad de buscar una resolución informal. Si se logra un 

acuerdo, la resolución informal implica una negociación entre el analista y el reclamante, 

de modo que este se desista. El analista interviene como un facilitador o asesor durante 

el dialogo entre las partes, debiendo guardar reserva de las conversaciones informales. 

Una técnica que utilizan los mencionados analistas es informarles a las partes de la 

jurisprudencia y precedentes del ICO en la materia. 

     No obstante lo indicado, debemos referir que las Resoluciones Informales de 

Reclamos, no se aplicarán, cuando no se ha efectuado el trámite de revisión interna en 

el propio organismo, no se cumplen los requisitos de admisibilidad del reclamo 

interpuesto, se trata de peticiones frívolas o repetitivas, el reclamante se desiste de su 

petición, la autoridad pública ha optado por divulgar la información solicitada, las partes 

no otorgan el consentimiento para tratar de buscar una salida alternativa o existen dudas 

sobre cuál podría ser la decisión del Information Commissioner´s Office al resolver. 

     En el caso que las partes no lleguen a acuerdo o este no es viable, el mismo analista 

que ha estado conociendo el reclamo es el encargado de emitir una decisión final, la que 
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debe ser explicativa y redactada en términos claros, así como la naturaleza de la 

controversia debe estar indicada expresamente en la mencionada decisión, dado que 

pudiera ser que gracias a la búsqueda de la mencionada resolución informal, se haya 

acercado a las partes, en incluso cumplir parcialmente con los solicitado por el 

requirente. 

     Una característica interesante de las resoluciones Informales, cuando se logran, es 

que el Information Commissioner´s Office, no divulgara los reclamos interpuestos contra 

la autoridad que haya obstaculizado el ejercicio del Derecho de acceso a la información, 

es decir, si se logra satisfacer al requirente, el Órgano evita aparecer en los registros por 

dicha causal.44 

 

d) El Derecho Español. 

 

     El régimen de acceso a la información pública en España, se encuentra consagrado 

en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas45; en su Ley 19/2013, de Transparencia, acceso a la Información pública y Buen 

Gobierno46; en la Ley 27/2006, que se regulan los Derechos de Acceso a la Información, 

de Participación Pública y de Acceso a la Justicia en materia de Medio Ambiente47; y en 

la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector 

público48. Por su parte el artículo 105.b) de la Constitución llama a la Ley a regular el 

acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que 

                                                           
44 ROJAS CORRAL, HUGO. “Sistemas Alternativos de Resolución de Amparos al Derecho de Acceso a Información en 

el Consejo para la Transparencia”. Universidad Adolfo Ibáñez, Memoria para Optar Al Grado De Magister en Gerencia y 

Políticas Públicas de La Universidad Adolfo Ibáñez, 2010. [En línea], Disponible en: http://www.jhc.cl/derecho/wp-

content/uploads/2013/06/TESIS_HUGO_ROJAS_MGPP_2010.pdf [consulta: 28.12.2016]. 
45 Ley N°39/2015, [en línea]. Disponible en línea: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2015-10565, 

[consulta: 29.01.2017]. 
46 Ley N°19/2013, [en línea]. Disponible en https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2013-12887, [consulta: 

29.01.2017]. 
47 Ley 27/2006, [en línea]. Disponible en https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2006-13010, [consulta: 

29.01.2017]. 
48 Ley 37/2007, [en línea]. Disponible en https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2007-19814, [consulta: 

01.11.2017]. 
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afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad 

de las personas. No se incluye en el Título I (“De los derechos y deberes 

fundamentales”), sino en el IV (“Del Gobierno  y  de  la  Administración, no obstante 

igualmente se considera un Derecho fundamental vinculado a la libertad de información49 

     Particularmente en relación con los conflictos que pueden suscitarse en el ámbito de 

la transparencia, a diferencia de lo que ocurre en otros sectores del ordenamiento 

jurídico-administrativo, la Ley de Transparencia, acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno, introduce una solución alternativa a los recursos administrativos ordinarios 

que existen en dicho sistema. Es así que, el art. 107.2 de la Ley de Régimen Jurídico de 

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, introdujo en el 

ordenamiento jurídico español, la posibilidad de que, por Ley, los recursos de alzada y 

de reposición fueran sustituidos por otros procedimientos de impugnación, reclamación, 

conciliación, mediación y arbitraje.  

     Dicha alternativa en materia de acceso a la información pública, quedara consignada 

en el art. 23 de su Ley de Transparencia y buen gobierno, que ha incorporado la 

reclamación ante una entidad de Derecho Público de carácter independiente que 

sustituye a los recursos administrativos ordinarios en la función de control de la legalidad 

de las decisiones adoptadas por Órganos de naturaleza administrativa, en respuesta al 

ejercicio del Derecho de acceso a la información pública, es así que contempla en su 

primer apartado: “la reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración 

de sustitutiva de los recursos administrativos de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”, y lo ha efectuado 

otorgando a tal reclamación carácter potestativo (con posibilidad de impugnación directa 

en vía judicial), encomendando su resolución a un Órgano independiente y remitiéndose 

en cuanto a su tramitación a lo previsto a en la Ley 30/1992 ; agregando en el primer 

                                                           
49 GUICHOT REINA, EMILIO. “Transparencia y acceso a la información pública en España: análisis y propuestas 

legislativas” Documento de trabajo 170/2011. Fundación Alternativas, ISBN: 978-84-92957-67-5, DL: M-26899-2011 [En 

línea].  Disponible en: 

http://www.fundacionalternativas.org/public/storage/laboratorio_documentos_archivos/a1d04f2c5f4e94e441966c1b79f39

fa3.pdf  
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apartado del art. 24, expresamente que: “frente a toda resolución expresa o presunta en 

materia de acceso podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en 

vía contencioso-administrativa”.50 

     Es así que para la legislación española, la intervención del Consejo de Transparencia 

y Buen Gobierno, constituye el establecimiento de un mecanismo de solución de 

conflictos en las relaciones entre la Administración y los ciudadanos, alternativo al 

sistema ordinario de recursos, ya que a través de él se ha querido otorgar a los 

solicitantes de información pública, un acceso directo a una jurisdicción especializada y 

la posibilidad de una reclamación administrativa ante una autoridad independiente. Lo 

establece el art. 20.5 cuando afirma que “las resoluciones dictadas en materia de acceso 

a la información pública son recurribles directamente ante la jurisdicción contencioso-

administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la reclamación 

potestativa prevista en el artículo 24”.51 

     Si bien, en este caso no podemos hablar de mecanismos de solución verdaderamente 

alternativos, como son la mediación o el arbitraje, ni tampoco se verifican mecanismos 

como los utilizadas en las legislaciones inglesas o escocesas; debemos referir que, 

considerando la estructura legal española y, el sistema recursivo existente en su 

Derecho público, se visualiza la intervención del Consejo de Trasparencia y Buen 

gobierno como una alternativa al sistema recursivo tradicional, que reúne los requisitos 

de independencia, competencia técnica y autonomía para el adecuado ejercicio del 

Derecho de acceso a la información pública por parte de los solicitantes de la misma. 

 

e) La legislación canadiense. 

                                                           
50 Ley 19/2013, de Transparencia, acceso a la Información pública y Buen Gobierno, [en línea Disponible 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2013-12887, [consulta:29.01.2016]. 

 
51 MARTIN DELGADO, ISAAC, La Reclamación ante El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno: Un Instrumento 

Necesario, Útil Y ¿Eficaz?, XI  Congreso de La AEPDA, las Vías Administrativas de Recurso a Debate, [En línea].  

Disponible en: http://docplayer.es/67623178-La-reclamacion-ante-el-consejo-de-transparencia-y-buen-gobierno-un-

instrumento-necesario-util-y-eficaz.html [Consulta 29.01.2016]. 
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     En la legislación canadiense, se cuenta con la “Access to information Act.” (ATIA), 

aprobada en 1982, que estableció el Derecho de los ciudadanos, residentes 

permanentes y corporaciones a acceder a la información en poder de los organismos 

federales. La repartición requerida tiene un plazo de 30 días para responder el 

requerimiento, ahora bien, si el peticionario quedare insatisfecho con la respuesta 

recibida, podrá apelar (complaint) ante el “Office of Information Commissioner” (OIC), 

dentro de 60 días. El OIC, sirve de intermediario imparcial entre el peticionario y el 

Órgano reclamado, y cuenta con facultades para investigar y formular recomendaciones, 

no obstante, no tiene facultades resolutorias ni sancionatorias. Así, si las gestiones 

llevadas a cabo por el Office of Information Commissioner, no prosperan o sus 

recomendaciones no son escuchadas, la controversia podrá ser conocida en los 

tribunales federales, aun cuando en la práctica la mayoría de los casos son resueltos por 

el OIC a través de la mediación. 

     A nivel, estadual, también se contempla a la mediación como mecanismo alternativo 

de resolución de controversias sobre acceso a la información pública, la “Freedom of 

Information and Portection of Privacy Act.52” de 1990, del Estado de Ontario, incluye la 

participación de un mediador. 

 

 

f) El Derecho Norteamericano. 

 

                                                           
52 Freedom of Information and Portection of Privacy Act de Ontario. [en línea], Disponible en:    

https://www.ontario.ca/laws/statute/90f31, [consulta: 02.02. 2016]. 
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    Desde que en 1966 se aprobó la Ley de Libertad de Información, Freedom of 

Information Act, (FOIA) cualquiera persona natural o jurídica, estadounidense o 

extranjera, tiene derecho a acceder cualquier documento del Ejecutivo federal.  

    A su vez, se cuenta con la Oficina de Servicios de Gobierno e Información, “Office of 

Government and Information Services” (OGIS), del Archivo Nacional y Registros de la 

Administración de los Estados Unidos, “National Archives and Records Administration”, 

(NARA), creada mediante la “Honest Leadership and Open Government Act”, de 2007, 

que modifica la sección 552 de la “Freedom of Information Act”, y en su funcionamiento 

desde comienzos de 2009, dicha oficina tiene atribuciones para oficiar como mediador 

en los conflictos entre los solicitantes de información pública y los organismos federales, 

en el caso en que las partes no lleguen a acuerdo en el mencionado proceso de 

mediación, la regulación normativa señala expresamente que la OGIS, puede 

aconsejarles mediante opiniones, es decir tienen facultades de mediación y asesoría.53 

 

g) La legislación Mexicana. 

 

     En la legislación mexicana podemos citar  a la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que consagra en los artículos 6 y 854, los derechos de información y 

                                                           
53 ROJAS CORRAL, HUGO. “Aportes del Derecho comparado a los Sistemas Alternativos de Resolución de Amparos del 

Derecho de acceso a la Información en Chile” Revista de Derechos Fundamentales, SSN-e 0719-1669, Nº. 5, 2011, págs. 

81-128, [En línea]. Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3869170, [consulta:27.02.2016]. 
54 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 6°: “La manifestación de las ideas no será objeto de 

ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 

terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el Derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos 

por la Ley. El Derecho a la información será garantizada por el Estado. (Párrafo reformado DOF 13-11-2007, 11-06-2013) 

Toda persona tiene Derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir 

información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. (Párrafo adicionado DOF 11-06-2013) 

El Estado garantizará el Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios 

de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá 

condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. (…)” 

Artículo 8°. “Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del Derecho de petición, siempre que ésta se 

formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese Derecho los 

ciudadanos de la República. 
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petición  en el ámbito federal; con un carácter más específico, su marco normativo del 

acceso a la información se articula por medio de la Ley Federal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública Gubernamental (LFTAIPG) de año 2002, que 

reglamenta el ejercicio del Derecho a la información y en el ámbito estadual se 

contemplan 32 Leyes estatales de transparencia y acceso a la información. 

     Respecto de la mencionada Ley de Transparencia Federal, podemos referir que 

aquella establece un diseño institucional y un procedimiento específico para el Poder 

Ejecutivo federal, y prevé que otros sujetos obligados tales como el poder Legislativo, 

Judicial, Órganos Constitucionales Autónomos y otras autoridades federales 

establezcan mediante reglamentos de carácter general, Órganos, criterios y 

procedimientos para garantizar a los particulares el acceso a la información pública, de 

acuerdo con los principios y plazos dispuestos en ella. 

     Dicha Ley contempla los medios para que los particulares presenten recursos de 

inconformidad ante negativas de acceso a información: en primera instancia ante un 

Órgano administrativo funcionalmente autónomo, el Instituto Federal de Acceso a la 

Información y Protección de Datos, (IFAI), cuyas resoluciones son definitivas para la 

Administración federal y, en segunda instancia, ante los tribunales del Poder Judicial de 

la Federación.  

     El IFAI no tiene facultades para imponer sanciones. No obstante, el artículo 63 de la 

LFTAIPG dispone que el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley será 

causa de responsabilidad administrativa de los servidores públicos. 

     En esta estructura se constata que Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, no prevé medios extrajudiciales de solución de 

controversias. 

 

                                                           
A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de 

hacerlo conocer en breve término al peticionario. (Artículo original DOF 05-02-1917).” [en línea]. Disponible en: 

http://www.iedf.org.mx/transparencia/art.14/14.f.01/marco.legal/CPEUM29012016.pdf, [consulta: 20.03.2016]. 



 
 

 
 

56 
 
 

h) El Derecho Peruano. 

 

     En el Perú, en cuanto al Derecho de acceso a la información se cuenta con nutrida 

normativa, tal como su Constitución, la Ley N°57, por la cual se ordena la publicidad de 

los actos y documentos oficiales, la Ley N°27.806 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, modificada por la Ley N° 27.927, sistematizadas en el Texto Único 

Ordenado aprobado por Decreto Supremo Nº 043-2003-PCM; el Decreto Supremo Nº 

063-2010-PCM, que aprueba implementación del Portal de Transparencia Estándar, en 

las entidades de Administración pública; la Resolución Ministerial Nº 200-2010, aprueba 

lineamientos de implementación del Portal de Transparencia Estándar en las entidades 

de la Administración Pública"; la Resolución Ministerial N°252-2013-PCM que modifica 

la Directiva N° 001-2010-PCM/SGP "Lineamientos para la implementación del Portal de 

Transparencia Estándar en las Entidades de la Administración Pública"; el Decreto 

Supremo N° 070-2013-PCM que modifica el Reglamento de la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública y Ley Nº 29,091, modifica la Ley Nº 27.444, del 

Procedimiento Administrativo General, en el sentido de establecer la publicación de 

documentos legales en el Portal del Estado Peruano55 

     El Derecho de acceso a la información pública es un Derecho fundamental, previsto 

en el Numeral 5 del Artículo 2° de la Constitución Política del Perú. Su incorporación a 

nivel constitucional se produjo con la Constitución vigente; no obstante, cabe destacar 

que, a diferencia de otros ordenamientos jurídicos, en el caso peruano este derecho 

posee reconocimiento constitucional en los siguientes términos: “Toda persona tiene 

Derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de 

cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. (…)” 

     Ahora bien y sin perjuicio de dicha consagración, podemos señalar que la normativa 

peruana no contempla la existencia de un Órgano encargado de garantizar el acceso a 

la información pública por parte de los ciudadanos, sólo da cuenta de la existencia de un 

                                                           
55 Normativa legal sobre Transparencia en el Perú, [en línea], Disponible en: 

http://www.peru.gob.pe/transparencia/pep_transparencia_marco_legal.asp#.V8GoM_nhDIU, [consulta:28.05.2016] 
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portal de trasparencia en el cual los Órganos de la Administración del Estado deben 

efectuar  las publicaciones que les mandata la Ley, y una serie de sanciones en caso de 

no entregar la información solicitada, así el artículo 4 de la citada Ley de trasparencia 

dispone: “Responsabilidades y Sanciones. Todas las entidades de la Administración 

Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente norma.  Los funcionarios 

o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a que se refiere esta Ley 

serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo ser incluso denunciados 

penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a que hace referencia el 

Artículo 377° del Código Penal. El cumplimiento de esta disposición no podrá dar lugar 

a represalias contra los funcionarios responsables de entregar la información solicitada”; 

por otra parte debemos referir que se contempla en la Ley Nº 29.091, una pequeña 

indicación de facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la Republica56: pero 

como hemos indicado previamente no existe un Órgano especializado en la materia, un 

procedimiento particular para reclamar el incumplimiento de la normativa de trasparencia 

y obviamente no se incluye un sistema alternativo de solución de controversias. 

     Es así, que, al citar ciertos casos, hemos constatado a primera vista una gran 

diferencia en las legislaciones invocadas, las que no sólo se modelan de manera 

diferente, sino que también han llegado a disposiciones normativas sobre la misma 

materia de una manera extremadamente diversa, dando espacios en algunos casos a la 

informalidad, mientras que en otros, aquello se ve como algo no viable. 

     Y obviamente, aquello tiene que ver con esta gran diferencia que existe en torno al  

llamado Derecho continental, o eminentemente legal, como es el caso de las 

legislaciones española, peruana y mexicana, que suele distinguirse porque su principal 

fuente es la Ley, antes que la jurisprudencia, y porque sus normas están contenidas en 

cuerpos legales unitarios, ordenados y sistematizados (códigos), y en el que las 

sentencias emitidas anteriormente por otros jueces no tienen carácter "vinculante" para 

el resto de los magistrados, ni siquiera las sentencias emitidas por tribunales de las 

                                                           
56   Ley Nº 29,091, que modifica la Ley Nº 27.444, del Procedimiento Administrativo General, [en linea], Disponible en:      

junio de 2016http://www.ongei.gob.pe/Bancos/banco_normas/archivos/Ley_29091.pdf, [consulta:20.06.2016] 
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últimas instancias, como las Cortes Supremas, son obligatorias para los jueces de las 

instancias inferiores, a diferencia de lo que ocurre en el Derecho anglosajón, el que es 

de una tradición jurídica sustentada en un sistema "jurisprudencial", y en que la principal 

fuente del mismo, son las sentencias judiciales (el conjunto de las mismas se denomina 

"jurisprudencia"), las cuales tienen un carácter "vinculante", es decir, son obligatorias 

para todos los jueces, quienes no pueden apartarse de las decisiones tomadas 

previamente por otros magistrados y en donde la informalidad en los procesos se ve 

como algo mucho más aceptado, dado que dichos sistemas asumen de una manera 

mucho más abierta, los constantes cambios que puede experimentar el Derecho y la 

realidad de una determinada sociedad, como se observa en los casos escoseses, 

ingleses y norteamericano entre los citados previamente. 
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CAPITULO III.  EL SARC Y SU APLICACIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN DEL 

ESTADO CHILENO. 

 

 

a) Recepción del SARC por parte de los Órganos sujetos a la Normativa de 

Transparencia Pasiva. 

 

     Como se ha podido constatar en los párrafos previos, son las legislaciones 

anglosajonas las que se adscriben a la utilización del mecanismo de solución de 

controversias en sus procedimientos de acceso a la información pública, a diferencia de 

lo que ocurre con sistemas continentales, en los que se observa que dicho trámite no se 

encuentra contemplado para alcanzar el Derecho de acceso a la información pública, ya 

sea de manera expresa o tácita. 

     Ahora bien, cuando analizamos la situación del SARC en nuestro país, dicha cuestión 

requiere considerar las particularidades de la realidad normativa chilena, en atención a 

los principios fundamentales que recoge nuestra legislación en su Derecho público, -

rama dentro de la que se aloja el Derecho de acceso a la información pública- razón por 

la cual será necesario abordar ciertos asuntos al respecto, para analizar la incorporación 

y aplicación del Sistema Anticipado de Resolucion de Controversias (SARC) ante los 

Órganos de la Administración del Estado chileno. 

     La primera cuestión importante de analizar tiene relación con los antecedentes 

normativos que sirvieron para la instauración de nuestra actual Ley de Acceso a la 

Información Pública, y aquello, pues que no podríamos discutir bajo ninguna 

circunstancia, que nuestra normativa a pesar de tener sus propias particularidades, no 

es inédita y tiene como antecedente la normativa comparada, que en este caso, ha sido 

la mexicana sobre transparencia—dictada el 2002— la fue muy  influyente en el proceso 
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de redacción de la Ley chilena y ha sido el modelo en el mundo hispanoamericano,57 

situación que evidentemente constituye un primer antecedente a considerar cuando 

analizamos nuestra Ley de Acceso a la Información Pública. 

     Podemos ver como un claro ejemplo de la influencia de dicha normativa en la nuestra, 

que en ambos casos se contempla una autoridad regulatoria específica, que en Chile se 

denominó Consejo para la Transparencia (CPLT) y en México, Instituto Federal de 

Acceso a la Información (IFAI), este último, como indicamos en los párrafos precedentes, 

funciona como el encargado de promover la transparencia de la función pública, fiscalizar 

el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información de los 

Órganos de la Administración del Estado, y garantizar aquel derecho,58 funciones 

análogas a las ejercidas por nuestro CPLT y consagradas expresamente en nuestra Ley 

N°20.285, lo que denota la importancia de dicha legislación, en nuestro procedimiento 

de acceso a la información pública. 

     Considerando nuestra tradición jurídica sustentada en el Derecho continental y la 

normativa comparada a la cual se recurre como referencia para instaurar nuestra Ley 

sobre Acceso a la Información Pública, no se observan espacios, ni alusiones, que nos 

lleven a sostener la consagración expresa de la figura del SARC en las disposiciones de 

la Ley N° 20.285 y en las demás normas aplicables a la materia. 

      No obstante lo indicado, debemos recordar, que además de las disposiciones 

procedimentales que regulan el procedimiento de acceso a la información pública, la 

actividad del CPLT, se encuentra sometida también, a los principios jurídicos 

consagrados en la LOCBGAE, los que condicionan, orientan y validan su actuar, y en 

particular, considerando que ya los hemos enunciados en líneas precedentes, a nuestro 

parecer, merecen la atención, de una manera más pronunciada, los de iniciativa, 

                                                           
57 VIAL, TOMAS. “La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública: Esquema general y regulación del Derecho 

de acceso a la información, Anuario de Derecho Público, Nº. 1, 2010, pp. 114-143 [en línea], Disponible en: 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3347959 
58 Larraín Fernández, Hernán. “Transparencia y acceso a la información pública en Chile: La modernización que faltaba”. 

Edición: Soledad Zamorano Avendaño con el patrocinio de la Fundación Jaime Guzmán E., Editorial JGE Ltda., Santiago, 

septiembre de 2008, I.S.B.N. 978-956-8771-0, [en línea], Disponible en: http://www.jaimeguzman.cl/wp-

content/uploads/Transparencia1.pdf, [consulta: 20.07.2016]. 
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competencia y juridicidad, dado que, independiente de la importancia que tienen los otros 

principios reguladores del actuar de la Administración, los que indiscutidamente les son 

aplicables al CPLT, estos tres citados previamente, para nosotros pueden constituir la 

base y el fundamento jurídico del SARC, como también podrían ser la piedra de tropiezo 

para su éxito. 

     Claramente observamos en este caso, una interesante implementación, que nace de 

la iniciativa o el actuar de oficio del CPLT -considerando la beneficiosa experiencia 

comparada en los países anglosajones, en aquella etapa en que es demandada su 

intervención, por los solicitantes de información, que no han visto satisfecha su solicitud 

por parte de los Órganos de la Administración del Estado requeridos. Es así que, la 

incorporación del SARC fácilmente puede ser considerada una manifestación de la 

Impulsión de oficio, o principio de iniciativa, en atención a que en este caso el CPLT, 

está aplicando este procedimiento, sin requerimiento de los reclamantes, procurando la 

simplificación de los tramites que se deben efectuar ante él, y con ello, alcanzar con 

mayor rapidez el acceso a la información pública.  

     Lo indicado en el párrafo precedente, no es tan claro cuando lo miramos desde la 

perceptiva de la competencia, en atención a que si bien, es efectivo que todas las 

materias que surjan con ocasión de alguna vulneración al Derecho de acceso a la 

información pública, corresponde en principio que sean conocidas por el Consejo, y que 

el mismo cuenta con facultades para regular sus procedimientos internos para alcanzar 

un adecuado ejercicio de dicho derecho, creando para el efecto unidades y reparticiones 

entre la cuales se distribuyen los casos sometidos a su conocimiento (VEASE FIGURA 

1.), no es posible indicar que entre dichas facultades, se le confirieran facultades 

mediadoras o conciliadoras, lo que no solo implicaría exceder el indicado principio, sino 

que también el bloque de normas y disposiciones jurídicas, que el legislador le ha 

mandado cumplir. 

      A mayor abundamiento, la incorporación, de esta etapa, o subprocedimiento, como 

referimos en los párrafos precedentes, ha sido dispuesta por el CPLT de manera 

unilateral, aun cuando ha sido gradual en el tiempo y en los casos, partiendo con un plan 
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piloto, que luego continuo con el ofrecimiento a la suscripción de un convenio sobre dicha 

temática.  

     No obstante lo cual, y en particular, la importancia que dicha institución le ha dado a 

este sistema, no se observa en su recepción la misma fuerza en los Órganos sometidos 

a su aplicación, y un ejemplo evidente de aquello, es que en un plazo de 9 meses 

aproximadamente, sólo se logró que un 9,4% de los Órganos requeridos, suscribieran el 

referido convenio de colaboración sobre el SARC59, lo que nos insta a emitir dos ideas 

al respecto, a lo menos: 

1.- La publicidad del sistema no ha sido la más adecuada, de tal manera que las 

instituciones sujetas a la Ley de Trasparencia, no han tenido la oportunidad de conocer 

más a fondo, en qué consiste el sistema, que casos se someten al SARC, de que se 

trata el procedimiento, cuánto dura, cuáles son sus beneficios, entre otros datos 

relevantes, aquello puesto, que las únicas instancias formales que han tenido, se 

efectuaron mediante las comunicaciones oficiales antes indicadas, y aquello mucho 

tiempo después de su implementación. 

2.-O bien, quizás por la estructura normativa de carácter estricta, vigente en nuestro 

país, en que las fuentes del Derecho Administrativo, son fundamentalmente el bloque de 

legalidad, y en que la costumbre o las prácticas administrativas no son fuente de esta 

rama del derecho, y por tanto la Administración no puede crearse derechos frente a los 

particulares por observar habitualmente una determinada conducta, a pesar de que una 

práctica administrativa tenga observancia usual y exista el convencimiento de que 

constituye una norma jurídica de tipo imperativo. A respecto, los órganos Públicos 

sometidos a la Ley de Transparencia, se han mostrado reacios a suscribir un acuerdo 

sobre el SARC con el CPLT, considerando que no se encuentra expresamente 

                                                           
59 Información obtenida mediante Oficio N°008588 de fecha 30 de agosto de 2016 remitido por el CPLT, en virtud de 

Solicitud de Acceso a la información Pública CT001T0002620 ingresada mediante formulario electrónico a dicho Consejo 

con fecha 23 de agosto de 2016. 

 



 
 

 
 

63 
 
 

consagrado en la legislación, y con la suscripción, de alguna manera se encontrarían 

avalando un procedimiento discutible en su pertinencia y legalidad. 

     Ahora bien, en este escenario, quizás un dato importante a tener en cuenta, es que   

independiente de la ausencia de suscripción del convenio antes indicado, el 

procedimiento igualmente se ha aplicado por el CPLT a los órganos sometidos a la Ley 

Nº20.285, como consta en respuesta a consulta efectuada mediante solicitud de acceso 

a la información pública Nº CT001T0001979, e ingresada al CPLT con fecha 07 de 

diciembre de 2015 y respondida por el mismo, mediante Oficio N° 000118 de 07 de enero 

de 2016, en que se da cuenta, que desde el año 2010, dicho procedimiento se había 

aplicado a 1884 casos, todos con resultados diversos y sin que dichos órganos 

conocieran con mayor precisión, en qué consistía este procedimiento, cuáles eran sus 

implicancias, y en que infracciones podían incurrir si lo rechazaban, siendo por tanto,  un 

procedimiento sin socialización formal hacia los órganos sometidos a la Ley de 

Transparencia hasta finales del 2015, fecha en que se remite el mencionado Oficio de 

socialización y ofrecimiento del SARC , lo que también, nos hace preguntarnos qué tan 

necesaria es la suscripción del convenio, considerando la manera de operar del CPLT. 

    Aquello, no ha impedido que el CPLT estime que el procedimiento se había 

socializado con suficiente publicidad, cuestión que consta al revisar el aumento 

exponencial de casos que fueron sometidos al SARC, como se puede colegir del oficio 

de respuesta Nº006905 del 31 de agosto de 2017, otorgada por el CPLT a la solicitud de 

acceso a la información pública formulada para este trabajo, en que se da cuenta que 

desde la implementación del plan piloto a la fecha de la indicada respuesta (31 de agosto 

de 2017), es posible registrar un total de 4.344 casos, es decir en menos de dos años, 

un aumento en de más de un 50% de los casos sometidos a dicho mecanismo desde su 

implementación. 

     Además, también se observa que aún el sistema presenta falta de definición en 

algunos aspectos procedimentales, y esto en atención a que consagra plazos disimiles, 

para el caso en que se suscriba o no el convenio, lo que evidencia una falta de 

consistencia del procedimiento y obviamente inseguridad para quienes se ven sometidos 
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a él, así a modo de ejemplo podemos traer a referencia que consta eventualmente que 

para el mismo procedimiento el CPLT cuenta con dos plazos distintos, dado que si 

revisamos el procedimiento interno de admisibilidad fijado por el CPLT, tratándose de 

órganos no suscribientes del convenio, en el caso en que se le proponga dicho 

procedimiento cuenta con 10 días para entregar la información requerida60, mientras que  

tratándose de los órganos suscribientes del convenio de colaboración citado, sólo 

dispondrá 8 días hábiles para recabar y entregar la información pedida61, lo que 

claramente desincentiva y desalentaría la suscripción del acuerdo comentado. 

 

c) Aplicación del SARC en Órganos sujetos a la normativa de Transparencia 

pasiva, cuantificación de casos. 

 

     En este apartado, independiente de los temas de fondo sobre este procedimiento y 

si se ajusta o no a la normativa nacional, estimamos útil, conocer como se ha dado en la 

practica la aplicación de este sistema, es por ello que hemos decidido abordar algunos 

datos objetivos en materia de aplicación del SARC en el período que va desde el 2010 

al 2017, antes de la socialización del sistema y después de aquello, e independiente de 

la suscripción o no del referido convenio por parte de las instituciones a las cuales se les 

ha aplicado, aquello en atención, a que a partir de dichos datos, también podemos llegar 

a conclusiones importantes sobre su proyección, aplicabilidad y conveniencia. 

    Debemos hacer la salvedad, que estas cifras, solo dicen relación con los casos 

sometidos al SARC por disposición del CPLT, y no serán comparadas con el total de 

                                                           
60 CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA. “Procedimiento de Admisibilidad”, documento elaborado por la Unidad de 

Admisibilidad y SARC y aprobado por la Dirección Jurídica, de fecha 07/07/2015, Versión 6.0, pp. 8, proporcionado por el 

CPLT a través de Oficio N°008678, de fecha 06 de noviembre de 2015 y requerido a dicho Órgano mediante solicitud de 

acceso a la información pública CT001T0001853 ingresada a dicho Consejo con fecha 15 de octubre de 2015. 
61 CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA. Oficio N°009402 de fecha 30 de noviembre de 2015 del CPLT, Materia: 

Informa implementación de un sistema anticipado de resolución de controversias respecto de los amparos presentados 

ante el Consejo para la Transparencia, pp1. Información obtenida mediante Oficio N°008588 de fecha 30 de agosto de 

2016 remitido por el CPLT, en virtud de Solicitud de Acceso a la información Pública N° CT001T0002620 ingresada a este 

Consejo con fecha 23 de agosto de 2016. 
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casos que ha conocido dicha entidad, dejando por tanto de lado en este análisis, al 

universo total de reclamos y enfocándonos única y exclusivamente en el comportamiento 

de los actores frente a la institución del SARC. 

    Así las cosas, una primera cuestión interesante de abordar, dice relación con el 

universo de casos sometidos al SARC en el período que va del año 2010 al 2015, año 

hasta el cual el CPLT socializa formalmente el sistema, requiriendo la suscripción de un 

convenio para su aplicación; como se ha indicado previamente el CPLT somete a dicho 

sistema, los casos de baja complejidad, y una de las causales para que un caso sea 

catalogado así, es que el Órgano que debe dar respuesta no lo haga; podemos ver en 

dicho sentido, que del universo de 1.884 casos sometidos al SARC en el período 2010 

a 2015, en 1.172 casos, la causal de aplicación del SARC es la ausencia de respuesta 

de los Órganos requeridos, es decir un 62,2%, se someterán a este procedimiento por 

ausencia de respuesta de los Órganos de Estado, sometidos a la Ley de Transparencia. 

Figura 9. Casos sometidos al SARC por ausencia de respuesta del Órgano 

requerido período 2010-2015. 

 

FUENTE: Información obtenida mediante solicitud de acceso a la información pública CT001T0001979 ingresada a al 

Consejo con fecha 07 de diciembre de 2015 y entregada mediante Oficio N° 000118 de 07 de enero de 2016. 
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       En cuanto a la voluntad de aceptar o no la aplicación del SARC, es posible indicar 

que respecto del total de casos sometidos a dicho sistema por el periodo 2010-2015, 

sólo en 150 se rechazó el SARC o no se aceptó la mediación por los Órganos de la 

Administración requeridos, es decir un 8,1% de casos, lo que es extremadamente 

interesante, considerando la ausencia de conocimiento de dicho proceso por parte de 

dichas entidades públicas a las cuales se les aplicó. 

Figura 10. Resultado de casos que los Órganos rechazaron el SARC, período 

2010-2015. 

 

FUENTE: Información obtenida mediante solicitud de acceso a la información pública CT001T0001979 ingresada a al 

Consejo con fecha 07 de diciembre de 2015 y entregada mediante Oficio N° 000118 de 07 de enero de 2016. 

 

     Otro dato interesante de conocer es cómo lo recepcionaron los reclamantes, en 
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numero impresionante de reclamantes, y sólo en el 0,10% de casos, los solicitantes 

rechazaron dicho procedimiento. 

Figura 11. Casos aceptados y rechazados de ser sometidos al SARC por los 

solicitantes período 2010-2015. 

 

FUENTE: Información obtenida mediante solicitud de acceso a la información pública CT001T0001979 ingresada a al 

Consejo con fecha 07 de diciembre de 2015 y entregada mediante Oficio N° 000118 de 07 de enero de 2016 

     Ahora bien, en el período indicado, los resultados también fueron diversos, a propósito 

del término de los casos, puesto que aun cuando en un número importante de reclamos 

terminan exitosamente gracias a la mediación, aún persiste dentro de dicho universo, 

una importante cantidad de casos que se tramitan en el marco del SARC, pero el 

reclamante no se desiste expresa o tácitamente de su amparo, escenario en el cual se 

declara la conformidad objetiva en la decisión del CPLT.  
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Figura 12. Casos con y sin desistimiento del solicitante luego de la entrega de la 

Información por parte del Órgano requerido, período 2010-2015. 

 

FUENTE: Información obtenida mediante solicitud de acceso a la información pública CT001T0001979 ingresada a al 

Consejo con fecha 07 de diciembre de 2015 y entregada mediante Oficio N° 000118 de 07 de enero de 2016. 

     Y a todo lo indicado, se suma el determinar realmente el éxito del SARC, es decir 

cuántos de esos 1884 casos sometidos a dicho sistema, terminaron positivamente 

gracias a dicho mecanismo de conciliación, y permitieron en definitiva que los solicitantes 

accedieran a la información requerida en un periodo más breve de lo hubiera 

correspondido, si dichos reclamos se hubieran sometido sin más trámite, al 

procedimiento de reclamos consagrado en los artículos 24 y siguientes de la Ley 

N°20.285. 

    Es así, que del total de los casos informados por dicha entidad que fueron sometidos 

al SARC, 1.236 terminaron con una aplicación exitosa de este sistema, dado que en 

dichos casos, los Órganos entregaron la información solicitada e independiente de la 

conformidad o no del reclamante, es decir un 65,6% de los casos, lograron el cometido 

perseguido por el CPLT, es decir terminar tempranamente de manera exitosa, 

demostrando con ello ciertas conveniencias del sistema, a pesar de su desconocimiento 

tanto por los Órganos de la Administración del Estado obligados, como por los 

reclamantes ante dicha entidad. 
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Figura 13. Casos con resultado exitoso producto de la aplicación del SARC 

período 2010-2015.  

 

FUENTE: Información obtenida mediante solicitud de acceso a la información pública CT001T0001979 ingresada a al 

Consejo con fecha 07 de diciembre de 2015 y entregada mediante Oficio N° 000118 de 07 de enero de 2016. 

     Ahora bien, a partir de lo indicado en los gráficos precedentes, podemos sostener 

que, en esta primera etapa, el resultado fue exitoso para dicho sistema, dado que no 

sólo existió una importante adscripción, sino que también, se alcanzaron los objetivos 

perseguidos en cuanto a la reducción de los plazos y en resultados.  

      Lo indicado, como veremos, presenta algunos cambios después de la socialización, 

dado que como hemos dicho, los casos sometidos luego de aquello al sistema en 

análisis, aumentaron exponencialmente, y consecuencialmente presentan cambios en 

cuanto a sus resultados.  

      Es así, que del universo actualizado a agosto del año 201762, podemos señalar que 

3.431 concluyeron con un resultado exitoso, mientras que 913, no finalizaron 

positivamente, reportándose así, que un 78,9% del total de casos concluyeron de 

acuerdo a las expectativas del CPLT. 

                                                           
62  4.344 casos sometidos al SARC desde marzo del 2010 a agosto del 2017. 
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Figura 14. Casos sometidos al SARC con y sin resultado exitoso, 

período 2010-2017. 

 

FUENTE: Oficio Nº006905 del 31 de agosto de 2017 del CPLT 

     Lo indicado da cuenta del carácter positivo del sistema, en atención a que se alcanzó 

una importante adscripción al sistema, a pesar de su falta de socialización en la etapa 

temprana del sistema y la mínima comunicación que se ha hecho del mismo a los 

órganos a los cuales se les aplica. 

   Sentado aquello, también es fundamental analizar el asunto desde el punto de vista de 

los plazos y los costos asociados que tiene el tramitar un reclamo, cuando se aplica este 

sistema, tomando en cuenta que la Ley Nº20.285, contempla para el procedimiento de 

amparos, plazos definidos y regulados; Es así que, se contemplan 15 días para presentar 

la reclamación, articulo 24; 10 días hábiles para que el Órgano reclamado o el tercero 

involucrado presente descargos, artículo 25; y 5 días hábiles para que el CPLT, emita la 

resolución del reclamo, artículo 27, todos artículos de la Ley Nº20.285. Es decir, y a partir 

de lo visto, nuestra normativa contempla plazos breves y bastante expeditos para la 

tramitación de los reclamos ante el CPLT, lo que guarda especial concordancia con el 

sentido de la Ley, y el debido ejercicio de este derecho. 
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     Ahora bien y sin perjuicio de lo que mandata la normativa, resulta imposible dejar de 

considerar como un factor en la resolución de casos, la excesiva carga de trabajo que 

experimenta el CPLT y, el aumento en la demanda de su intervención, los que 

constituyen elementos que, a ciencia cierta, retrasan la solución de los reclamos 

sometidos a la decisión del mencionado Órgano, razón por a cual en la practica serán 

pocos los casos en que se resolverá en terminos tan acotados, tomando además en 

cuenta que los plazos no son fatales para la Administración. 

     Es por lo indicado, que hemos resuelto observar, que tan eficiente ha logrado ser el 

SARC, en comparación al actual sistema contemplado en la Ley y que no consagra 

mediaciones, ni conciliaciones. Al respecto, se puede dar cuenta que hasta la fecha de 

corte (septiembre 2017), solo 305 casos se ha resuelto en un plazo inferior a 30 días,63 

es decir sólo un 7% alcanzó su resolución en 29 días o menos, lo que denota, que aun 

cuando el sistema pretende soluciones expeditas, las cifras globales no logran minimizar 

los plazos, instando con ello a la necesidad de potenciar el mecanismo, si es que se 

pretende alcanzar el objetivo perseguido y evitar que se convierta en un trámite 

burocrático, que pudiera afectar más que beneficiar el Derecho de Acceso a la 

Información Pública. 

Figura 15. Casos sometidos al SARC y resueltos en un período inferior a 30 días. 

 

FUENTE: Oficio Nº006905 del 31 de agosto de 2017 del CPLT. 

                                                           
63 Oficio Nº006905 del 31 de agosto de 2017 del CPLT. [consulta: 06.09.2017]. 
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CAPITULO IV. JURIDICIDAD DEL SISTEMA ANTICIPADO DE RESOLUCIÓN DE 

CONTROVERSIAS EN EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

 

a) El Principio de Juridicidad como presupuesto de la actuación 

administrativa. 

 

     Entre los Principios Generales del Derecho -que tienen como función servir para la 

interpretación, concretización y desarrollo de la propia Ley y del Ordenamiento en 

general-, encontramos uno de los principios jurídicos más relevantes para el Derecho 

público y en particular administrativo, cual es el principio de legalidad, el que en un punto 

de partida, supone el sometimiento o sujeción a la Ley de todos aquellos llamados a 

darle cumplimiento, y en caso de nuestro trabajo, de la Administración del Estado. 

     Hablamos de punto de partida, por una razón lógica, cual es, el hecho que el principio 

de legalidad, no supone una acción de cumplimiento a ciegas por parte de aquellos 

sometidos a ella, sino que más bien es el resultado de un proceso evolutivo del sistema 

jurídico que se alza en el Estado Moderno Constitucional, instancia en la cual, las normas 

han sido adoptadas a nombre de toda la nación, lo que legitima su objetividad y 

racionalidad, y por lo tanto su cumplimiento y observancia, respecto de aquellos 

llamados a aplicarla, como aquellos obligados a cumplirla. 

     Ahora bien, dicho principio, como veremos, no se limita al solo cumplimiento de la 

Ley, sino que más bien abarca otros normas más allá de aquella, razón por la cual se 

prefiere hablar del supraprincipio de juridicidad, al punto de que dicha denominación 

constituye un tema bastante asentado, que casi no reviste conflictos a nivel Doctrinal, 

dado que es de conocimiento por la institucionalidad, que dicho principio sobrepasa 

ampliamente, a la conformidad de las actuaciones con la Ley, puesto que los actos 

deben encontrar aquiescencia, no solo con dicho tipo de normas, sino que con otras de 
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superior e inferior jerarquía, como la Constitución Política de la Republica o los 

reglamentos y decretos y en general con todo el Ordenamiento Jurídico vigente. 

     Lo indicado, para la Administración del Estado significa un mandato de sumisión al 

Ordenamiento Jurídico en el sentido más estricto de la palabra, y aquello encuentra 

sustento en Chile, a lo largo de nuestras cartas constitucionales; Así en la de 1833, se 

señala en su artículo 160: “Ninguna majistratura, ninguna persona, ni reunión de 

personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra 

autoridad o derechos que los que espresamente se les haya conferido por las Leyes. 

Todo acto en contravención a este artículo es nulo.”64 

     La Constitución de 1925 en su artículo 4, lo reitera al señalar: “Ninguna majistratura, 

ninguna persona, ni reunión de personas pueden atribuirse, ni aún a pretesto de 

circunstancias estraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se 

les hayan conferido por las Leyes. Todo acto en contravencion a este artículo es nulo”.65 

     Por su parte la carta actual, desglosa con mayor ímpetu el mencionado principio en 

los artículos 6, 7 y 9966, en los que encontramos la modelación del mismo. 

                                                           
64 Constitución de 1833, [en línea], Disponible en: https://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=137535, 

[consulta:15.04.2018]. 
65 Constitución de 1925, [en línea], Disponible en: https://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=131386 

[consulta15.04.2018] 
66 CONSTITUCIÓN POLITICA DE LA REPUBLICA, “Artículo 6.- Los órganos del Estado deben someter su acción a la 

Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la República. Los preceptos 

de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo. 

La infracción de esta norma generará las responsabilidades y sanciones que determine la Ley.” 

“Artículo 7.- Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su 

competencia y en la forma que prescriba la Ley. Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden 

atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les 

hayan conferido en virtud de la Constitución o las Leyes. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará 

las responsabilidades y sanciones que la Ley señale. 

“Artículo 99.- En el ejercicio de la función de control de legalidad, el Contralor General tomará razón de los decretos y 

resoluciones que, en conformidad a la Ley, deben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegalidad de que puedan 

adolecer; pero deberá darles curso cuando, a pesar de su representación, el Presidente de la República insista con la 

firma de todos sus Ministros, caso en el cual deberá enviar copia de los respectivos decretos a la Cámara de Diputados. 

En ningún caso dará curso a los decretos de gastos que excedan el límite señalado en la Constitución y remitirá copia 

íntegra de los antecedentes a la misma Cámara. Corresponderá, asimismo, al Contralor General de la República tomar 

razón de los decretos con fuerza de Ley, debiendo representarlos cuando ellos excedan o contravengan la Ley delegatoria 

o sean contrarios a la Constitución. Si la representación tuviere lugar con respecto a un decreto con fuerza de Ley, a un 

decreto promulgatorio de una Ley o de una reforma constitucional por apartarse del texto aprobado, o a un decreto o 

resolución por ser contrario a la Constitución, el Presidente de la República no tendrá la facultad de insistir, y en caso. de 
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     En su artículo 6, contempla un mandato de acatamiento a las normas del 

Ordenamiento Jurídico, 

     En el artículo 7, fija la obligación de respeto a las atribuciones y derechos 

determinados por el Derecho.”  Es decir, todos los Órganos del Estado, sin excepción 

alguna, están obligados a dar cumplimiento a las normas del Ordenamiento Jurídico, las 

que disponen fundamentalmente que la validez de la actuación administrativa se ve 

condicionada a la concurrencia de tres requisitos: 

a) La existencia de una previa investidura regular de sus integrantes, es decir que 

accedan a sus cargos a través de elección o nombramiento; 

b) La competencia, esto es que la actuación de que se trate se encuadre dentro de 

las actuaciones asignadas por Ley, y: 

c) Que se ejerza en la forma prescrita por la Ley, es decir debe ajustarse, tanto a 

exigencias de forma del acto, como las de carácter externo o solemnidades.67 

 

     Y, en el artículo 99 le confiere el control de legalidad a la Contraloría General de la 

Republica, a través del trámite de toma de razón.  

 

      Dichas normas legales, que abordan de una manera cada vez más completa la 

actuación de la Administración, nos dan cuenta del rol preponderante que cumple al 

interior de nuestra institucionalidad  el principio de juridicidad administrativa; al respecto  

el profesor Hugo Caldera, bien refiere: “que el principio de juridicidad administrativa 

“irradia en todo el espectro jurídico y, muy especialmente, el del Derecho público, la 

importancia del principio de juridicidad es trascendente, dado que su acatamiento hace 

posible la vigencia de los derechos individuales. (…) El principio de juridicidad asume su 

verdadera dimensión en el control jurídico de la administración, sea este interno, 

                                                           
no conformarse con la representación de la Contraloría deberá remitir los antecedentes al Tribunal Constitucional dentro 

del plazo de diez días, a fin de que éste resuelva la controversia. En lo demás, la organización, el funcionamiento y las 

atribuciones de la Contraloría General de la República serán materia de una Ley orgánica constitucional. [en línea], 
Disponible en: https://www.Leychile.cl/Navegar?idNorma=242302&idParte= [consulta:15.04.2018]. 
67 VERGARA BLANCO, ALEJANDRO. “Sistema de Derecho Administrativo”. Facultad de Derecho Pontificia Universidad 

Católica, Santiago 2013. Apuntes Curso Diplomado en Derecho Administrativo. Sistema de Derecho Administrativo. 
[consulta:10.04.2018]. 
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jerárquico, de tutela o supervigilancia, antelado o coetáneo, a posteriori, parlamentario o 

jurisdiccional, siempre el ejercicio del control como marco de referencia al principio de 

juridicidad.68; es decir, la Administración en su organización, funcionamiento, relaciones 

con la comunidad y su personal, está sujeta al Ordenamiento Jurídico, en otras palabras 

está sometida en su ser y actuar, a dicha institucionalidad, pues es ella, quien determina, 

la creación de organismos y cargos públicos, la fijación de funciones o atribuciones, su 

modificación e incluso su eliminación. 

     Aquello, tiene bastante sentido en un escenario en el que la Administración detenta 

una evidente superioridad frente al administrado, el que ante el poder y atribuciones de 

la misma, requiere una válvula de control, que le imponga a la Administración el actuar 

sujeto a reglas y deberes, y de manera planificada en el marco de la Ley y el Derecho69 

     Lo indicado, si bien deja en claro, la imperante presencia de este principio 

fundamental, llamado a ser el rector de la Administración del Estado, por su  

consagración en nuestra normativa, y su necesidad de respeto para el resguardo de los 

administrados, requiere por otra parte de un análisis sobre su aplicabilidad, y en 

particular, si toda actuación de la administración requiere el respaldo de un texto expreso 

en las normas constitucionales, legales y reglamentarias, que en cada caso la haga 

procedente, o si la autoridad puede actuar en cumplimiento de sus funciones sin 

necesidad de exigir previamente una norma específica que se lo permita, fundada en 

estar haciéndolo al interior del Ordenamiento Jurídico, cuestión que veremos en el 

apartado siguiente de este trabajo.70 

 

                                                           
68 CALDERA DELGADO, HUGO. “Juridicidad, Legitimidad y Principios Generales del Derecho”  Revista de 

Derecho Público, (51/52), pp. 127-144. doi:10.5354/0719-5249.2016.43466. [En línea], Disponible en: 

https://revistaderechopublico.uchile.cl/index.php/RDPU/article/view/43466. [consulta:15.04.2018]. 
69 MORAGA KLENNER, CLAUDIO. “La Actividad Informal de la Administración”, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 

VII, LegalPublishing. ISBN: 978956238922-8, Edición Bicentenario, Santiago, 2010. Obra patrocinada por la Facultad de 

Derecho de la Universidad de Chile y la Comisión Nacional Bicentenario, Pág. 3, [consulta:16.08.2016]. 
70 PANTOJA BAUZA, ROLANDO. Derecho Administrativo, Primera Parte, Principios; El de Legalidad. [En línea], 

Disponible en página web: https://webcache.googleusercontent.com/search?q=cache:tf4JK7Z9tKQJ:https://www.u-

cursos.cl/derecho/2008/1/D123A0525/4/material_docente/bajar%3Fid_material%3D168311+&cd=3&hl=es-

419&ct=clnk&gl=cl. [consulta: 15.04.2018]. 
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b) Discrecionalidad, actuación intra iuris e Informalidad como modalidades 

de actuación de la Administración. 

 

     Como ya hemos dicho previamente, en el estudio del Derecho Administrativo, se ha 

sostenido que la Administración del Estado debe desarrollar la función administrativa 

condicionada por el Ordenamiento Jurídico, es decir informada por el principio de 

juridicidad, lo que ha supuesto tradicionalmente que las actuaciones administrativas sólo 

pueden llevarse a cabo, en caso que exista una habilitación normativa previa.  

 

    Considerando lo indicado, para verificar el apego al mencionado principio, se tendrá 

que determinar si la Administración disponer de la habilitación conferida por una norma, 

para realizar lícitamente la acción administrativa. En dicho sentido como señala el 

profesor Vergara Blanco: “Se trata de descubrir si existe una potestad administrativa, un 

poder jurídico conferido por el ordenamiento, potestad que siempre -de acuerdo al haz 

de juridicidad- es conferida en consideración a un fin, a una función”71.  

 

     Por consiguiente, existiendo una potestad administrativa, conferida con algún motivo 

cercano, o que diga razón con la función de interés público propia de la actuación 

administrativa dispuesta en la normativa, dicho ejercicio será legítimo y perfectamente 

razonado de acuerdo al principio de juridicidad. Es decir, para que un acto de la 

Administración sea legitimo, requiere de esta habilitación normativa previa, puesto que, 

si no existe en el ejercicio de una potestad administrativa, un motivo que diga razón con 

la función de interés público, el acto respectivo debe considerarse ilegal o arbitrario. Si 

la Administración, entonces, desborda el marco tipificado por el legislador como potestad 

legitima, incurre en exceso o abuso de poder, si la Administración va más allá aun y 

actúa de manera antojadiza, por mero capricho, su actuación es arbitraria.” 

 

                                                           
71 VERGARA BLANCO, ALEJANDRO. “Sistema de Derecho Administrativo”. Facultad de Derecho Pontificia Universidad 
Católica, Santiago 2013. Apuntes Curso Diplomado en Derecho Administrativo. Sistema de Derecho Administrativo. 
[consulta:10.04.2018]. 
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     Y esto, porque históricamente se ha concebido la actividad administrativa sujeta a 

una norma específica, es decir, una norma debía ser el fundamento previo y necesario 

de una determinada acción, la cual sólo podía realizarse valida o lícitamente en la 

medida en que tal norma habilite para ello, y en ausencia de dicha habilitación normativa, 

la acción debe considerarse prohibida.  

     La Administración en virtud de este principio, debe someterse plenamente y en todas 

sus acciones al sistema normativo, y eso incluye como ya hemos dicho, no solo a la 

Constitución y las normas dictadas conforme a ella, sino que también a los principios 

generales consagrados en las mismas Leyes, como los de la Ley de Bases Generales 

de la Administración del Estado, a la jurisprudencia de la Contraloría General de la 

Republica y en general a todo el Ordenamiento Jurídico que la regula, como los 

reglamentos, circulares, decretos  e instrucciones, entre otros. 

     Ahora bien y, sin perjuicio de la Doctrina de la vinculación positiva a la legalidad 

vigente en nuestro país 72, en la que se considera a la Administración como una actividad 

de mera ejecución de Ley, será necesario matizar dicha lectura, frente a la realidad 

administrativa. Ésta cada vez más nos comprueba, que la sujeción estricta al texto 

explícito y especifico de la Ley, es al día de hoy, más una especulación que una 

posibilidad real, tomando así un lugar en nuestra institucionalidad otro tipo de 

actuaciones de la Administración, diferentes a aquellas que se realizan en virtud de 

norma expresa. 

     La figura de las potestades discrecionales, constituye una clara manifestación de lo 

indicado en el párrafo precedente, y que ha sido acogida por nuestra Doctrina 

constitucional, la que la ha aceptado, sustentada en que existe una suerte de 

compatibilidad entre la discrecionalidad y la legalidad, dado que las facultades 

discrecionales nacen de la Ley, admitiendo con ello, que la Administración del Estado no 

estaría imperativamente obligada a actuar previa norma expresa, ya que existirían 

                                                           
72 VELADIEZ ROJO, MARGARITA, “la Vinculación de la Administración al Derecho”, Revista de Administración Publica, 

Numero 153, septiembre-diciembre de 2000, [en línea]. Disponible en página web: 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/17506.pdf, [consulta:16.08.2017]. 
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mandatos legales que le reconocerían cierta libertad de actuación, como el artículo 32 

de Nº8 de nuestra carta fundamental, en el que consagra una potestad reglamentaria 

autónoma que habilita al Presidente de la Republica para dictar reglamentos, decretos e 

instrucciones en las materias que no sean propias del dominio legal, es decir le confiere 

al titular de la función administrativa, facultades reglamentarias originarias.73 

     Al respecto nuestros autores nacionales se han pronunciado sobre esta institución, 

así, para el profesor Jaime Arancibia Mattar, la discrecionalidad de la Administración no 

es más que “una facultad atribuida por Ley a un Órgano de la Administración del Estado, 

para que este Órgano frente a una determinada situación que motive su actuar, pueda 

optar libremente y dentro de los márgenes que fija el ordenamiento jurídico, la decisión 

que estime más razonable, conveniente, oportuna, eficaz y proporcionada, de acuerdo 

a los antecedentes que la justifican, evitando así incurrir en un acto u omisión arbitraria.74 

     Por su parte el profesor Soto Kloss ha sostenido al respecto, que el legislador puede 

configurar la actuación, confiriéndole a la Administración un margen de libre apreciación 

para elegir la decisión más adecuada, más idónea y más proporcionada para satisfacer 

la necesidad pública de que se trata, incluso aquí, debe escoger dentro de posibilidades 

tasadas, determinadas previamente por el legislador. 75  

     Don Enrique Silva Cimma, ha señalado que, en virtud de la discrecionalidad, el 

Órgano Administrativo está facultado para actuar conforme a criterios de conveniencia u 

oportunidad. Habrá a menudo discrecionalidad en los motivos, en cuanto quien 

                                                           
73 PANTOJA BAUZA, ROLANDO. “Derecho Administrativo, La Herencia del Estado Liberal de Derecho; El Principio de 

Legalidad”. Pág. 17 y sigs. [consulta: 16.09.2018]. 
74 ARANCIBIA MATTAR, JAIME. “Concepto de discrecionalidad administrativa en la jurisprudencia emanada del Recurso 

de Protección”, Revista de Derecho Público, (60), pp. 99-124. doi:10.5354/0719-5249.2016.43261. [En línea]. Disponible 

en: https://revistaderechopublico.uchile.cl/index.php/RDPU/article/view/43261. [consulta:16.08.2017] 
75 SOTO KLOSS, EDUARDO.” El Recurso de Protección”, Editorial Jurídica de Chile, 1982, págs. 189 y 190; y Acerca del 

llamado control de mérito de los actos administrativos, Revista de Derecho Público Nos. 43/44, 1988, págs. 117 – 130., 

citado por ALARCÓN JAÑA, PABLO ANDRÉS, “Discrecionalidad Administrativa: un estudio de la jurisprudencia chilena”, 

Editorial Jurídica Cono Sur Ltda., Santiago, año 2000, pp. 14. [consulta:16.08.2017] 
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administra está facultado para resolver si actúa o se abstiene de hacerlo en un caso 

determinado.76 

     Mientras que don Patricio Aylwin Azócar, refiere que los actos discrecionales son 

aquéllos autorizados por la Ley, pero sin señalar los motivos que lo determinan. De este 

modo, si la legitimidad del acto administrativo está integrada por tres elementos (motivo, 

objeto y fin), y la discrecionalidad sólo se refiere a los motivos, el objeto y el fin, resultan 

ser los límites del acto administrativo.77 

     Es decir, en virtud de la discrecionalidad, el administrador evidentemente contará con 

una mayor flexibilidad de juicio, dado que el legislador le confía el que y el cuándo de 

una decisión, entregándole con ello, un espacio más allá del cumplimiento expreso de la 

norma para su actuar, en otras palabras, un poder de obrar dotado de cierta autonomía, 

útil para la búsqueda de la eficacia y la agilidad necesarias en la función administrativa, 

permitiéndole con ello asignar a sus actos el contenido que estimen conveniente, y 

confiando en que la decisión emitida será pertinente, pero sin olvidar, que dicha potestad, 

constituye un poder jurídico y por lo tanto, no podrá dar lugar jamás a que bajo su 

invocación, la autoridad que pretende ejercerla, crea que por esa vía puede prescindir 

de una norma o existencia legal. 

     Ahora bien, y sin perjuicio de que el actuar de la Administración se debe sujetar 

siempre a la normativa que le es aplicable, y en que la discrecionalidad, constituye  un 

buen y útil mecanismo de habilitación para alcanzar una Administración eficiente, así 

como para dotarla de cierta autonomía de acción; debemos considerar, que los autores 

ya previeron que este espacio de actuación más allá de la norma expresa, no se agota 

con la mencionada institución de la discrecionalidad, incluso la doctrina nacional ha 

previsto un obrar para la Administración, en el que sólo bastaría un actuar en el marco 

                                                           
76 SILVA CIMMA, ENRIQUE. “Derecho Administrativo Chileno y Comparado”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago de 

Chile, 1968, pp. 41- 52. Citado por ALARCÓN JAÑA, en “Discrecionalidad Administrativa: un estudio de la jurisprudencia 

chilena”, Editorial Jurídica Cono Sur Ltda., Santiago, 2000, pp. 14. [ consulta:16.08.2017]. 
77 AYLWIN AZÓCAR, PATRICIO, Derecho Administrativo, Editorial Universitaria, Santiago, 1968, pp. 69 y 70, citado POR 

ALARCÓN JAÑA en, “Discrecionalidad Administrativa: un estudio de la jurisprudencia chilena”, Editorial Jurídica Cono 

Sur Ltda., Santiago, 2000, pp. 14. [consulta:16.08.2017]. 
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del Ordenamiento Jurídico o intra iuris; es decir, que además de dichos márgenes de 

actuación ya analizados, existiría una tercera alternativa para la Administración del 

Estado, la que además de proceder como ejecutora de la Ley y con cierta libertad 

otorgada por mandato legal, también contaría con poderes jurídicos implícitos derivados 

y habilitadores que justificarían sus actuaciones y que le permitirían disponer sobre 

situaciones jurídicas no reguladas explícitamente por el legislador, y que no son 

antecedente o consecuencia del ejercicio de una potestad o atribución expresa, pero que 

sin perjuicio de aquello, sería posible considerarlas licitas dentro del contexto de las 

funciones que ejerce un Órgano Administrativo. 78 

     Al respecto, el profesor Pantoja, en su trabajo “Derecho Administrativo, La Herencia 

del Estado Liberal de Derecho, el Principio de Legalidad”, refiere que el Derecho 

Administrativo dispone de dos grandes tesis para justificar el sometimiento de la 

Administración del Estado al Ordenamiento Jurídico, “una proveniente del Estado liberal 

constituida por el principio de habilitación legal previa y tiene en vista fundamentalmente 

una concepción causal o formal de ese ordenamiento; la otra, de fuente social, está 

constituida por el principio de actuación administrativa dentro del orden jurídico, intra 

iuris.”79 Así, la primera supone una vinculación positiva entre las normas y la actividad 

de la Administración, la que no es más que una mera ejecución de la Ley, mientras que 

la segunda nos plantea un espectro más amplio del accionar de la Administración en la 

que pudiera actuar en cumplimiento de sus funciones sin necesidad de norma expresa, 

pero fundado en que lo está haciendo en el marco del Ordenamiento jurídico. 

     Agrega, que no hay discusión alguna respecto a que la Administración en su ser y en 

su actuar está sometida al Ordenamiento Jurídico, lo que diferencia al actuar intra iuris 

de otras formas de obrar, es la posibilidad de una actuación sin necesidad de exhibir una 

norma específica, fundado en que se encuentra obrando dentro del Orden Jurídico, 

                                                           
78 PANTOJA BAUZA, ROLANDO. Derecho Administrativo, “La Herencia del Estado Liberal de Derecho; El Principio de 

Legalidad”. Pág. 17 y sigs. [consulta: 16.09.2018]. 
79 Ibídem. 
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dinámica en la cual, sus actos serian igualmente válidos, que aquellos en que existe una 

norma expresa. 

     Con todo, agrega que: “(…) sostener la actuación intra jus de las autoridades 

administrativas, no es postular entonces la admisión de zonas excluidas del ámbito del 

Derecho que habiliten a la autoridad administrativa para decidir por sí y ante sí qué ha 

de hacerse en el mundo administrativo, ni de justificar una razón de Estado que justifique 

el arbitrio administrativo, la discusión-precisión del criterio determinador del principio de 

la juridicidad, en cuanto a si es el de la habilitación legal previa o el de la actuación dentro 

del orden jurídico, se reduce más bien a establecer el criterio de aceptación de los reales 

márgenes de actuación que al día de hoy tiene la Administración Pública según la 

Constitución y la Ley, en el Estado chileno de derecho, atendidas las características que 

lo hacen ser lo que es.(…)” 80. Es decir, a juicio de este autor, no habría conflictos sobre 

la pertinencia de este tipo de actividad, lo que habría que mirar con más precisión serían 

los márgenes de la actuación de la Administración, la que siempre debe ser dentro del 

Ordenamiento Jurídico finalmente. 

     Lo indicado guarda una evidente relación con el hecho que la realidad administrativa 

cada día es más compleja, y se ha visto superada con ocasión del conjunto de tareas 

que hoy día asume la Administración, producto de las prestaciones que directa o 

indirectamente debe otorgar para la satisfacción de las necesidades públicas 81, es más, 

insistir en que las autoridades administrativas, solo pueden actuar teniendo a la vista en 

cada ocasión un texto expreso y especifico de Ley que les permita desarrollar cada una 

de sus actuaciones, hoy día es más bien un sueño, que una real posibilidad, dado que 

el espectro de casos en que debe intervenir la Administración ha cambiado 

exponencialmente sin posibilidad alguna de negación.    

                                                           
80 PANTOJA BAUZA, ROLANDO. Derecho Administrativo, La Herencia del Estado Liberal de Derecho; El Principio de 

Legalidad. Pág. 17 y sig. [consulta:16.09. 2018]. 
81 BERMÚDEZ SOTO, JORGE, “La Protección del Patrimonio Público a través de Instrumentos administrativos”. Revista 

de Derecho - Universidad Católica del Norte, vol. 14, núm. 1, 2007, pp. 21-41. [En línea], Disponible en: 

https://www.redalyc.org/pdf/3710/371041320001.pdf. [consulta:18.12.2017]. 
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     Un ejemplo de la actividad intra iuris a juicio de Pantoja, dice relación con el 

financiamiento de publicidad por parte de los Municipios para dar a conocer a los vecinos 

las actividades que desarrollan, al respecto el autor señala que dicho tipo de actuación 

ha sido aceptada por la jurisprudencia administrativa, aun cuando no se encuentra 

expresamente contenida en las normas que regulan a estos Servicios, y así incluso lo 

ha aceptado la Contraloría General de la Republica en numerosos dictámenes.  

Manifestación expresa de lo indicado, lo podemos ver en el Dictamen N°43.286 de 2017, 

en el que se refiere en dicho sentido: “(…) de conformidad con la regulación contenida 

en el Decreto Ley N° 1.263, de 1975, y en el artículo 3°, inciso primero, de la Ley 

N°19.896, los recursos financieros con que cuentan los organismos públicos deben 

destinarse exclusivamente al logro de los fines propios de tales entidades y, en ese 

contexto, en lo que dice relación con el rubro de publicidad y difusión, no pueden incurrir 

en otros gastos que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones, y en aquéllos 

que tengan por objeto informar a los usuarios acerca de la forma de acceder a las 

prestaciones que otorgan (aplica dictámenes N°s. 46.891, de 2016, y 5.540, de 2017). 

En concordancia con la normativa antes anotada, la jurisprudencia administrativa de este 

Órgano de Control contenida en el dictamen N° 82.316, de 2014, entre otros, ha 

señalado que en materia de difusión y publicidad, el rol de las entidades edilicias está 

condicionado a que con ello se cumplan tareas propiamente municipales, de manera que 

pueden utilizar los diversos medios de comunicación solo para dar a conocer a la 

colectividad los hechos o acciones directamente relacionados con la consecución de los 

fines y con su quehacer propio, como la realización de actividades culturales, artísticas, 

deportivas u otras, que resulte necesario e imprescindible difundir. (…)”  

    Aquello, se ajusta con lo sostenido por aquella parte de la Doctrina que plantea la 

necesidad de una reforma del Derecho Administrativo con una mirada nueva del mismo, 

dado que es un hecho, que el Derecho no puede constituir ya únicamente un límite 

causal y lineal para la Administración, sino que se debe concebir y orientar también a la 

eficacia de la actividad administrativa; es decir, la ciencia del Derecho Administrativo 

debe caminar hacia la formación de categorías e instituciones que se ajusten a las 

condiciones reales en que se encuentra la Administración en la actualidad, verificando a 
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su vez, que el Derecho contribuya hacia una finalidad de justicia, es decir hacia la idea 

de imponer el respeto de las personas y de las situaciones ciudadanas en que estas se 

encuentran dentro de la sociedad. 

     Ahora bien, el obrar de la Administración tampoco se agotaria en este tipo de 

actividad, creemos que también merecen un reconocimiento otras instituciones quizás 

menos ortodoxas y aún cuestionadas por la Doctrina, pero no por aquello, menos 

atingentes al curso de los nuevos tiempos, como es el caso de la llamada Actuación 

Informal de la Administración, en razón de las numerosas actuaciones de carácter 

material que realiza dicha estructura, y que constituyen la actividad de mayor importancia 

práctica, fundamentalmente por la repercusión que tienen en los ciudadanos.  

     En efecto, dicha forma de actividad especial, que ha sido denominada de múltiples 

maneras: «material», «técnica», «real», «simple actuación administrativa», «informal», -

todas nomenclaturas que obedecen a una manifestación común: la actuación fáctica de 

la Administración-, permitiría, el desenvolvimiento de la gestión administrativa diaria o su 

necesario complemento, para lograr la ejecución de los actos jurídicos o la prestación de 

servicios. 

     Además, esta actividad, presentaría características que la dotarían de una mayor 

particularidad frente a otras instituciones, y que fundamentalmente dicen relación con 

que los actos que se efectúan en su marco, obedecen a la casuística, dado que dentro 

de aquella, se hallarían una gran cantidad de actuaciones, bastante diversas entre sí, en 

muchos casos sin conexión funcional aparente (actividades de información, 

concertación, prestación, etc.), en otros sin relación con una actuación jurídico-pública 

o, en general, a la prestación de un servicio, e incluso en situaciones más extremas, que 

no responderían a las categorías fundamentales del sistema de actos jurídico-públicos, 

puesto que al no manifestarse en relación con un acto, norma o contrato, serían ajenas 
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a cualquier procedimiento administrativo, aun cuando pudieran tener relación mediata o 

indirecta con esas actuaciones formalizadas. 82 

     Al respecto, atingentes a esta institución, son las opiniones vertidas en el Derecho 

alemán, considerando que nuestro Derecho se ha visto fuertemente influenciado por 

aquel, especialmente el Derecho Administrativo 83. Sobre el particular, Hartmur Maurer, 

profesor emérito de la Universidad de Konstanzen; quien en su trabajo traducido al 

español y publicado por la Universidad Nacional Autónoma de México, bajo el Título 

“Derecho Administrativo Alemán”, dedica un apartado del Capítulo Cuarto, del Título 

Tercero, a la Actividad informal de la Administración, sosteniendo en dicho estudio, que 

la llamada Actividad Informal de la Administración, principalmente se trata de acuerdos 

y demás contactos entre la Administración y los ciudadanos antes de la adopción de una 

decisión oficial o en su lugar”, y que es informal, en atención a que no se ajusta a ninguna 

de las formas jurídicas tradicionales y a su vez busca prepararlas o sustituirlas, en forma 

de arreglos de hecho.84  

     Para dicho autor, la actividad informal, dice relación con los acuerdos informales, que 

son producto de conversaciones efectuadas entre la Administración y particulares, en 

las que la Administración expresa sus opiniones y reservas, y que el solicitante se 

aviene, intenta contrarréstalas o propone otras alternativas o incluso puede obtener 

concesiones, si la Administración está muy interesada en el proyecto o duda que su 

posición jurídica vaya a tener respaldo judicial. En dicho sentido estas conversaciones 

                                                           
82 AGUDO GONZALEZ, JORGE. “Actuación Material e informalidad. El ejemplo de la concertación con la Administración”. 

Revista Aragonesa de Administración Publica. ISSN 1133-4797, núm. 41-42, Zaragoza, 2013, pp. 123-172, [en línea]. 

Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4486255 [consulta:17.12.2017]. 
83 “(…) las teorías sobre los derechos fundamentales, los reglamentos administrativos, la potestad organizatoria de la 

Administración del Estado, la discrecionalidad administrativa, la protección de la confianza legítima o la plena tutela judicial 

de los derechos de las personas por la jurisdicción administrativa, entre otras, son construcciones importantes de la 

dogmática alemana, y que han tenido algún grado de impacto en nuestro derecho, aunque muchas veces ignorando sus 

fundamentos y alcances en su formulación original. (…)” FERRADA BORQUEZ, JUAN CARLOS. MAURER, HARTMUT. 

Revista de Derecho, ISSN 0716-9132, Vol. 22, Nº. 1, 2009, pp. 297-299. [En línea]. Disponible en: 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3110051. [consulta:26.10. 2017]. 
84 MAURER, HARTMUR. “Derecho Administrativo Alemán”, Biblioteca jurídica virtual del Instituto de Investigaciones 

Jurídicas de la (UNAM), Universidad Nacional Autónoma de México. Serie: Doctrina Jurídica, Nº 637, 2012, pp.406 y sigs. 

[En línea]. Disponible en:   http://www.academia.edu/32401708/Derecho_administrativo_alem%C3%A1n_Completo_.pdf. 

[consulta: 26.10. 2017]. 
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presentan interesantes ventajas, ya que a juicio del autor permiten aclarar los puntos de 

vista y posibilidades, y en que los acuerdos que de ahí se obtengan alivian el 

procedimiento administrativo propiamente dicho, tiempo y dinero85.  

     Por otra parte también es pertinente el concepto propuesto por el Dr. Fritz 

Ossenbühl86, otro jurista alemán que abordó el tema, y refiere que entra en la categoría 

de la actividad informal de la Administración: “toda actividad administrativa que no se 

pueda incluir en ninguna de las formas de actividad habituales y jurídicamente 

formalizadas de la Administración, esto es, no sólo acuerdos y demás formas de 

interacción entre el Estado y los ciudadanos sino que también la actividad Oficial 

Unilateral, advertencias oficiales, recomendaciones, informaciones, etc., además de 

otras medidas incisivas como la formación de reglas y normas administrativas al margen 

del procedimiento constitucionalmente establecido para la creación del derecho, pero 

que en la práctica no quedan por detrás de las clásicas fuentes del derecho: la Ley y el 

reglamento”87. 

     En nuestra doctrina nacional, también contamos con algunos pronunciamientos sobre 

dicha institución, el profesor Bermúdez nos refiere en su trabajo “La Protección del 

Patrimonio Público a través de Instrumentos administrativos”, que la actuación informal 

consiste en: negociaciones, tomas de contacto, presentaciones y acuerdos que se llevan 

a cabo fuera de un procedimiento administrativo, y que tienen por objeto no ejercer una 

potestad o ejercerla en una determinada dirección; En realidad la actuación informal es 

la más común forma de actuación de la Administración, y supone, cuando menos, retraso 

o suspensión del ejercicio de potestades, toda vez  que se trata que de manera informal 

la Administración Pública tome contacto con los destinatarios o interesados en sus 

decisiones o regulaciones, con el objeto de acordar, moderar o dirigir las mismas. La 

actuación informal requiere de un grado de conocimiento y confianza entre las partes y 

                                                           
85 Ibídem.  
86 Jurista alemán, (1934) estudió, hizo su doctorado y se habilitó en Colonia. Hasta 1999 fue Director del Departamento 

de Derecho Constitucional del Instituto de Derecho Público de la Rheinische Friedrich-Wilhelms-Universität Bonn. 
87 MAURER, HARTMUR. “Derecho Administrativo Alemán”. Biblioteca Jurídica virtual del Instituto de Investigaciones 

Jurídicas de la (UNAM), Universidad Nacional Autónoma de México. Serie: Doctrina Jurídica, nº 637, 2012, pp.406 y sigs. 

[en línea]. Disponible en: http://www.academia.edu/32401708/Derecho_administrativo_alem%C3%A1n_Completo_.pdf. 

[consulta:26.10.2017]. 
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precisamente estos elementos son los que hacen vulnerable a la Administración frente 

a presiones externas”, y agrega también, que la actuación informal de la Administración 

Pública “conlleva un alto grado de eficacia final en la actuación, ya que en muchas 

ocasiones la resolución o el reglamento han sido previamente acordados con sus 

destinatarios, pero hace muy vulnerable a la Administración frente al Lobby, y en 

ocasiones al tráfico de influencias”.88 

     A su turno el profesor Claudio Moraga, en su trabajo “La Actividad formal de la 

Administración” también se pronuncia sobre el tema de la actividad material o informal, 

indicando en dicho estudio, que han sostenido los autores, que los hechos o actividad 

material dicen relación con actuaciones que no tienen una base o fundamentación legal, 

y por tanto no interesan al derecho, puesto que aquellos no tiene por objeto preciso 

provocar un efecto jurídico, no obstante, aquello en nada impide considerar, que un 

hecho realizado, puede provocar un resultado jurídico, razón por la cual, la actividad 

material será jurídicamente relevante cuando es cumplida, ya que en dicho caso sí 

producirá consecuencias jurídicas. Y agrega que, a pesar de que, dicha actuación no 

goce de ninguna de las características del acto administrativo, como son la presunción 

de legalidad, imperio o exigibilidad, se encuentra muy frecuentemente relacionado con 

la actuación jurídica de la Administración, dado que sirve de apoyo para la generación o 

cumplimiento de actos o contratos de la Administración, por tanto, aun cuando los actos 

materiales no tiene por objeto producir efectos jurídicos, no son completamente inocuos, 

ya que por medio de ellos, la Administración consciente o inconscientemente puede 

afectar derechos esenciales de las personas.89.  

     Agrega al respecto el profesor Moraga, que históricamente el estudio del Derecho 

Administrativo se ha fundado en la idea de la posición superior de la Administración, a la 

que se le impone la obligación de sujetarse a las reglas del Derecho, mientras que los 

                                                           
88 BERMÚDEZ SOTO, JORGE. “La Protección del Patrimonio Público a través de Instrumentos administrativos”. Revista 

de Derecho - Universidad Católica del Norte, vol. 14, núm. 1, 2007, pp. 21-41. [En línea], Disponible en: 

https://www.redalyc.org/pdf/3710/371041320001.pdf [consulta:18.12.2017]. 
89 MORAGA KLENNER, CLAUDIO. ““La Actividad Informal de la Administración”, Tratado de Derecho Administrativo, 

Tomo VII, LegalPublishing. ISBN: 978956238922-8, Edición Bicentenario, Santiago, 2010. Obra patrocinada por la 

Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y la Comisión Nacional Bicentenario. [consulta:26.10.2017]. 
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particulares actúan en base a su propio interés, de manera libre, salvo los limites 

generales que le impone la Ley. Aquella dualidad, si bien en la teoría es cierta, la realidad 

practica nos demuestra a diario su complejidad, en atención a que una importante parte 

de los cometidos de los funcionarios públicos se desarrollan a través de actos 

espontáneos, los que se transmiten antes que por reglas del Derecho e instrucciones de 

las autoridades superiores hacia sus dependientes, por simple efecto de repetición, lo 

que puede derivar en dos sentidos: trasformando la conducta en una verdadera 

costumbre, con mayor o menor valor jurídico, o derivar en una actuación informal de la 

Administración, en razón que nuestras normas, no han logrado que las formas jurídicas 

fijen límites o condicionen “todas” las clases de actuación pública-administrativa que se 

realizan y de seguro tampoco lo lograrán hacer en el futuro. Como dice el profesor 

Moraga: “Las actuaciones preliminares, los contactos previos, la preparación material de 

actuaciones e incluso, los actos materiales propiamente tales, son conocidos desde las 

ciencias administrativas desde hace largo tiempo sin que hayan sido enjuiciados al 

efecto, exigiéndoseles una mayor concretización por medio de alguna forma jurídica 

conocida y sancionada positivamente por el ordenamiento jurídico. De igual modo la Ley 

no ha podido regular de modo omnicomprensivo todo el despliegue de actividades que 

pueden o deben llevar adelante los Órganos administrativos”90. 

     Con todo, y tomando en cuenta lo referido, la actividad informal de la administración, 

no solo sería una institución en teoría, a través de la cual podrían obrar los Órganos 

Públicos, sino que también tendría lugar de una manera bastante más frecuente que lo 

que se reconoce, constituyendo una forma de funcionamiento de la Administración en 

estos tiempos casi cotidiana, considerando el ya referido aumento de funciones, y la 

necesidad de adaptación que han tenido que experimentar los Órganos de la 

Administración del Estado, para lograr sus fines y ser eficientes y eficaces en sus 

funciones. 

                                                           
90 MORAGA KLENNER, Claudio. ““La Actividad Informal de la Administración”, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo 

VII, LegalPublishing. ISBN: 978956238922-8, Edición Bicentenario, Santiago, 2010. Obra patrocinada por la Facultad de 

Derecho de la Universidad de Chile y la Comisión Nacional Bicentenario, Pág. 3, [consulta:26.10.2017]. 
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     Por lo tanto, considerando lo indicado en los párrafos precedentes, tenemos más de 

una institución o forma de actuación, para abordar la institución del SARC, el que por lo 

demás ya goza de aplicación en la actualidad, en atención a que, como ya se señaló en 

el Capítulo I, apartado “Procedimiento de implementación del SARC en el Consejo para 

la Transparencia y en los Órganos sometidos a la Ley N°20.285”, consta la labor 

efectuada por el CPLT, para el desarrollo de este sistema, así como su implementación 

al interior del Consejo y la socialización con los Órganos de Estado, su aplicación gradual 

en el tiempo y los criterios para su procedencia, no obstante también pudimos ver que 

consta que a la fecha, aún no cuenta con un reconocimiento expreso en la legislación 

sobre Transparencia, o en un procedimiento general del Derecho público chileno, 

careciendo por tanto, de una norma que habilite su aplicación. 

 

     Es en este particular contexto, y tomando en cuenta la ausencia de norma expresa 

que lo regule, es que nos interesa dilucidar entre las instituciones de la discrecionalidad, 

la actividad intra iuris y la actividad informal, si existe algún sustento o cabida para un 

sistema como es el SARC, considerando las especiales características de este 

mecanismo de solución de controversias. 

 

     Así las cosas, y a propósito de la discrecionalidad, podemos constatar que para el 

caso, el CPLT, no contaría con una habilitación legal que le de cierta libertad de acción 

y que le confiera en su función, facultades normativas, es más los ya mencionados 

artículos 33 y 3491 de la Ley N°20.285, al parecer no darían espacio para aquello y lo 

                                                           
91 Ley Nº20.285, Artículo 33.- El Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

     a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley y aplicar las sanciones en caso de infracción a ellas. 

     b) Resolver, fundadamente, los reclamos por denegación de acceso a la información que le sean formulados de 

conformidad a esta Ley. 

     c) Promover la transparencia de la función pública, la publicidad de la información de los órganos de la Administración 

del Estado, y el Derecho de acceso a la información, por cualquier medio de publicación. 

     d) Dictar instrucciones generales para el cumplimiento de la legislación sobre transparencia y acceso a la información 

por parte de los órganos de la Administración del Estado, y requerir a éstos para que ajusten sus procedimientos y 

sistemas de atención de público a dicha legislación. 

     e) Formular recomendaciones a los órganos de la Administración del Estado tendientes a perfeccionar la transparencia 

de su gestión y a facilitar el acceso a la información que posean. 

     f) Proponer al Presidente de la República y al Congreso Nacional, en su caso, las normas, instructivos y demás 

perfeccionamientos normativos para asegurar la transparencia y el acceso a la información. 



 
 

 
 

89 
 
 

deja en claro al definir sus funciones, atribuciones y facultades, fijando su campo de 

actuación en actividades detalladas puntualmente, y entre las cuales no se contemplaría 

la alternativa de legislar, ni tampoco contar con potestad reglamentaria. 

  

     Por otra parte, respecto de la actuación intra iuris de la Administración, eventualmente 

el SARC pudiera entenderse una manifestación de esta institución; es decir, a partir de 

las funciones y atribuciones conferidas por la Ley al CPLT, eventualmente dicho órgano, 

podría contar con un poder jurídico implícito y habilitador para incluir este trámite en el 

proceso de acceso a la información pública, dotando de cierta  juridicidad tanto el actuar 

del CPLT como el procedimiento creado bajo su alero;  y aquello, puesto que lo 

efectuaría en el marco de las funciones que ejerce dicho órgano, y particularmente, 

tomando en cuenta que no significa la eliminación de un trámite esencial, o la 

modificación completa del procedimiento, sino que más bien la incorporación de una 

etapa o tramite particular que realizaría el CPLT a través de sus analistas, con el objeto 

de promover la transparencia y garantizar el Derecho de acceso a la información de los 

ciudadanos en un período de tiempo más acotado, promoviendo la eficiencia y eficacia 

del Derecho en comento, como refiere el artículo 32 de la mencionada Ley N°20.285. 

 

     Si bien, lo indicada institución pudiera constituir el fundamento ultimo del SARC, 

presenta el inconveniente de la particularidad y especialización con que la Ley de 

                                                           
     g) Realizar, directamente o a través de terceros, actividades de capacitación de funcionarios públicos en materias de 

transparencia y acceso a la información. 

     h) Realizar actividades de difusión e información al público, sobre las materias de su competencia. 

     i) Efectuar estadísticas y reportes sobre transparencia y acceso a la información de los órganos de la Administración 

del Estado y sobre el cumplimiento de esta Ley. 

     j) Velar por la debida reserva de los datos e informaciones que conforme a la Constitución y a la Ley tengan carácter 

secreto o reservado. 

     k) Colaborar con y recibir cooperación de órganos públicos y personas jurídicas o naturales, nacionales o extranjeras, 

en el ámbito de su competencia. 

     l) Celebrar los demás actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

     m) Velar por el adecuado cumplimiento de la Ley Nº 19.628, de protección de datos de carácter personal, por parte de 

los órganos de la Administración del Estado.  

     Artículo 34.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos 

del Estado. Podrá, asimismo, recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios 

para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia. 

     Igualmente, para el cumplimiento de sus fines, el Consejo podrá celebrar convenios con instituciones o corporaciones 

sin fines de lucro, para que éstas presten la asistencia profesional necesaria para ello. 
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Trasparencia define las funciones del Órgano garante de la transparencia, y regula el 

procedimiento de reclamos, en atención a que es, quizás, uno de los procedimientos 

más reglados en nuestro Derecho Administrativo nacional, tomando en cuenta que 

existen un sin número de casos, de procedimientos más laxos y otros que presentan 

vacíos, admitiendo eventuales nuevos tramites fundados en que el Órgano se encuentra 

actuando bajo el imperio del derecho, a diferencia de lo que ocurre con el procedimiento 

de reclamos de la Ley N°20.285.  

 

     Entender que el CPLT cuenta con "un poder jurídico implícito" para crear e incorporar 

un trámite como es el SARC en el procedimiento de reclamos, no deja de presentar 

complicaciones considerando las discusiones que han surgido en la doctrina y la 

jurisprudencia en torno a su naturaleza jurídica, sobre su independencia y autonomía 

legal, como hemos visto en el capítulo I. de este trabajo, e inevitablemente con las 

obligaciones que pesan sobre él, como órgano de la Administración del Estado, y hasta 

qué punto pueden llegar sus facultades, tomando especialmente en consideración, que 

en este caso a diferencia del que se da en la actuación intra iuris del municipio en temas 

de publicidad de sus actos, como vimos en el ejemplo citado por Pantoja, el SARC no 

constituye una actividad tan coloquial como aquella, sino que más bien significa una 

intervención y alteración de un procedimiento reglado, que incide en un derecho 

garantizado constitucionalmente. 

 

     Otra forma de enfocar este sistema, sería el considerarlo una manifestación de la 

actividad informal de la Administración, ello en atención a lo sostenido por el profesor 

Bermúdez, cuando indica que los actos informales son “negociaciones, tomas de 

contacto, presentaciones y acuerdos que se llevan a cabo fuera de un procedimiento 

administrativo”-, y que en el caso de referencia, sería un trámite que se escaparía del 

procedimiento de reclamos previsto en los artículos 24 y siguiente de la Ley Nº20.285 

de Trasparencia, puesto que en este sistema de selección de casos, la intervención de 

los analistas del CPLT proponiendo los SARC a los reclamantes como a los órganos 

reclamados, así como los acuerdos que se toman en el marco de los SARC, no serían 

tramites contemplados en el procedimiento de la indicada Ley, sino que como se ha 
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señalado, tendrían el carácter de acciones particulares y desformalizadas, que se 

realizarían en las etapas tempranas del procedimiento para alcanzar la eficiencia y 

eficacia en su gestión. 

 

     Con todo, entender al SARC, como actividad informal, involucra un gran desafío para 

el sistema jurídico chileno, principalmente por la manera en que eventualmente convivirá 

con la normativa interna, el principio de juridicidad, los derechos de los reclamantes, las 

potestades de los reclamados, las garantías del debido proceso, y sobre todo las 

facultades de un Órgano Administrativo, si es que llegare a ser considerado como valido 

o admitido por nuestra institucionalidad, sin perjuicio de aquello, creemos fundamental 

perseverar en este criterio y darle dicho enfoque, analizando las eventuales 

consecuencias de aquello, dado que las formas de actuación antes citadas, ya no bastan 

para abordar instituciones como la que se encuentra en análisis, la que por su 

particularidad difícilmente resulta encajable en los estándares aceptados para aquellas. 

 

 

c) Informalidad del SARC y la eventual antijuridicidad de la actuación del 

Consejo efectuada al amparo de este mecanismo. 

 

     Como se ha indicado en los párrafos precedentes, existen otras formas de actuación 

de la Administración además de aquellas definidas en la Ley de manera expresa, como 

es el caso de la institución de la discrecionalidad y del actuar intra iuris, o bien de la 

actividad informal como actuación fáctica de la Administración, las que eventualmente 

se deberían a los fenómenos sociales que experimenta nuestra institucionalidad, y los 

fuertes cambios a los que se han visto expuestos los órganos públicos en su actuar en 

relación con el administrado. 

     En nuestra opinión, y por lo referido en el apartado anterior, creemos que el SARC, 

pudiera ser una manifestación de la actividad informal de la Administración, dado que es 

el estadio, al que más se asimilaría dicho sistema, puesto que se relaciona con la alta 
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demanda de requerimientos de los particulares, los cambios que se han experimentado 

en el ejercicio de la función administrativa, así como la ausencia de normas que expresa 

o tácitamente se hagan cargo del aumento de requerimientos que experimenta el CPLT 

en su actuar. 

     Así, el SARC como mecanismo conciliatorio, no sería más que una consecuencia de 

aquellos cambios que se encuentra experimentando la función administrativa, en cuanto 

a su necesidad de intervención, celeridad, eficiencia, eficacia, y en particular, la 

búsqueda del CPLT de hacerle frente a las demandas de los ciudadanos en materia de 

acceso a la información pública, en el ejercicio de sus funciones, tomando en cuenta el 

derecho comparado en la materia y sus mecanismos para optimizar los procesos. 

     No obstante, admitir dicha forma de actuación, involucra revisar la juridicidad de la 

medida, puesto que una cosa son aquellas actuaciones informales intermedias, 

puntuales, acotadas, negociaciones, contactos, etc., que como vemos hoy se realizan 

en la función pública, y otra cosa muy diferente, son las que dan lugar a la instauración 

de procedimientos o etapas completas dentro de un procedimiento, dado que 

obviamente podrían implicar eventuales conflictos normativos, tomando en cuenta en 

principio, que la misma carta fundamental, ha dispuesto expresamente en su artículo 63 

Nº18, una reserva legal a propósito de los procedimientos administrativos, al señalar que 

son materias de Ley, “Las que fijen las bases de los procedimientos que rigen los actos 

de la Administración pública”, es decir, ha dispuesto expresamente que ciertas materias 

y en particular ésta, sean debatidas, confrontadas y resueltas por el Órgano Legislativo 

con la intervención del Presidente de la Republica, en su rol de colegislador, lo que no 

sólo tiene una justificación democrática y garantista que cede en favor del individuo, sino 

que también fija una primera limitante constitucional para este sistema y su forma de 

instauración. 

     A lo indicado, se agrega que el establecimiento y utilización del SARC, como etapa 

para determinados casos, al interior del procedimiento de acceso a la Información 

Pública, también podría incidir o afectar directamente el adecuado ejercicio de Derecho 

que por este procedimiento se ejerce, el que por lo demás también se encuentra 



 
 

 
 

93 
 
 

consagrado en la mencionada Carta fundamental, en su artículo 8, al señalar que: “(…) 

Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus 

fundamentos y los procedimientos que utilicen.(…)”, dando cuenta con ello, de otra 

evidente limitante, para dicho mecanismo y de un eventual nuevo conflicto para con su 

aplicación. 

     Es más, el legislador, le ha conferido al CPLT un procedimiento para dirimir los 

conflictos derivados de los reclamos de los solicitantes de información pública, y no ha 

contemplado en parte alguna de las etapas del mismo, a este mecanismo conciliatorio 

de solución de conflictos, por otra parte tampoco contaría con disposición legal expresa 

en la mencionada Ley N°20.285 o en las normas generales administrativas que le 

autorizaren a innovar dentro del procedimiento o que le confirieran facultades normativas 

para crear procedimientos como el SARC, dando cuenta con ello de un obrar, bajo sus 

propios parámetros, de manera unilateral, y en un escenario en el que es sólo él, quién 

fija a su propio arbitrio los estándares de su procedencia, los casos en los que se aplica, 

y los medios por los que se canaliza a las entidades intervinientes, entre otras 

cuestiones. 

     Al respecto, y tomando en cuenta lo indicado, no podemos dejar de comentar que 

este tipo de actuar, ha traído más de un conflicto, para otros órganos -cuestión que 

eventualmente también pudiera alcanzar al CPLT-, al respecto, nuestros Tribunales 

Ordinarios de Justicia, en el marco de un amparo económico, Causa Rol Corte de 

Apelaciones N°169-201792, se han pronunciado expresamente, sobre una situación muy 

similar a la que se plantea en este trabajo, a propósito de la modificación unilateral 

efectuada por la Contraloría General de la Republica, en el procedimiento para otorgar 

patentes comerciales de las máquinas electrónicas de juego y exigir un informe previo 

de la Superintendencia de Casinos y Juegos (SCJ), no dispuesto en la normativa, 

destacándose fundamentalmente de dicho fallo, los numerales undécimo en adelante, 

en los que se llega a varias conclusiones, relevando que entre las facultades de la CGR, 

                                                           
92 Causa Rol Corte de Apelaciones de Santiago N°169-2017, Amparo Económico. [En línea]. Disponible en 

www.poderjudicial.cl. [consulta: 15.10.2018]. 



 
 

 
 

94 
 
 

no se encuentra la de crear procedimientos administrativos, ni regular una materia que 

es de resorte legal (los juegos de azar en este caso) y disponer tramites inexistentes en 

la Ley, dado que aquel Órgano no es un poder del Estado y no tiene facultades 

legislativas, ni tampoco potestad para reglamentar, y que aun cuando exista un vacío 

legal o reglamentario, dicho Órgano no es el llamado a salvar una supuesta laguna. 

Incluso, concluye “(…) DECIMOSEXTO: Que, entonces, en el procedimiento de 

obtención de patente para la explotación de máquinas que se dicen de habilidad y 

destreza, los municipios se rigen por el D.L. 3.063 y su aludido Reglamento para 

la aplicación de sus artículos 23 y siguientes, en relación con la libertad probatoria 

establecida en el inciso primero del artículo 35 de la Ley 19.880 y, ciertamente, 

deben abstenerse de otorgar tal patente si la máquina es una de juego de azar, 

pero no puede la CGR exceder sus facultades y crear un procedimiento que no 

está en la Ley ni otorgar a la SCJ facultades que no tiene. Es cierto que existe 

confusión en la actualidad acerca del procedimiento a seguir y que distintos 

municipios tienen también distintas formas de proceder, pero es el legislador el 

que debe remediar tal situación, no el CGR, que no tiene otras facultades que 

aquellas que la Constitución Política de la República y la Ley 10.336 le otorgan. 

(…)” 

     Ahora bien, y no obstante lo indicado precedentemente, que para nuestro trabajo 

podría significar simplemente el terminar con la discusión, debemos tener en cuenta, que 

tal como se ha mencionado, los SARC se visualizan como una «alternativa», y por lo 

tanto, no son obligatorios en el proceso de acceso a la información pública, a diferencia 

del caso expuesto en el párrafo anterior en que se exige el informe previo de la SCJ 

como tramite esencial, por lo que en el caso de esta investigación, en atención  a que 

independientemente que el CPLT decida recurrir al SARC, las partes (reclamante y 

reclamado) se pueden oponer a su empleo y exigir el continuar con la tramitación en el 

marco del procedimiento regular -como se ha podido colegir del procedimiento de 

admisibilidad instaurado en el año 2015-, dando cuenta con ello, que es fundamental 

para el éxito de este sistema, el consentimiento expreso de los interesados, puesto que 

su ausencia, obliga al CPLT a desecharlo dentro del procedimiento de reclamos.  
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     Así las cosas, y tomando en cuenta la voluntariedad de la medida, creemos que no 

tendría completamente cerradas las puertas en nuestra institucionalidad y que  

eventualmente pudiera disponer de la aprobación de nuestro sistema normativo, 

considerando el valor agregado que puede aportar en el futuro, al procedimiento de 

reclamos y especialmente a los ciudadanos, en cuanto a la obtención más expedita del 

restablecimiento del Derecho de acceso a la información pública vulnerado por los 

órgano requeridos de información. Aquello, tomando en cuenta, que el CPLT, contempla 

al SARC como un mecanismo fundamental de ser aplicado e implementado, -como 

hemos visto a lo largo de este trabajo- en consideración al pequeño tamaño de dicha 

entidad, sus recursos limitados, sus reales capacidades y los excelentes resultados 

alcanzados en las legislaciones extranjeras que aplican sistemas de esta índole. 

     Con todo, su actual falta de instauración expresa en la Ley, -lo que implica que en 

principio no se le puede aplicar la presunción de ser conocida por todos-, le quita 

obligatoriedad y validez jurídica; la utilización de mecanismos informales, como son las 

comunicaciones telefónicas y correos electrónicos entre los analistas del CPLT a las 

entidades públicas reclamadas y los requirentes de información, lo desprende de 

formalidad; la falta de publicidad de los acuerdos que se toman en el marco del SARC, 

le resta publicidad y transparencia, todos principios jurídicos exigidos en el ámbito 

administrativo y en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, lo que 

de alguna manera le descuentan valor al mecanismo, en consideración a que no se 

condice con la posición estricta vigente en la materia, la que como sabemos aún se 

muestra reacia a cambios y flexibilizaciones normativas, sin perjuicio de mostrarnos 

algunos rasgos de evolución. 

     Por otra parte, y quizás un problema más cuestionable que el mecanismo en sí 

mismo, es el de la eventual autoatribución de funciones efectuada por parte del Consejo, 

dado que claramente el SARC es una creación interna de dicho órgano, el que hasta 

fecha habría incluido fácticamente en el procedimiento de reclamos de la Ley Nº20.285 

este mecanismo, ¿pero dicho Órgano realmente cuenta con algún margen dentro de sus 

facultades para instaurar este mecanismo dentro del procedimiento de reclamos?, como 

ya vimos previamente la Contraloría General de la Republica, es ampliamente 
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cuestionada por un obrar similar, e incluso desacreditada por nuestros Tribunales de 

Justicia, ¿debiera ocurrir lo mismo respecto de este actuar del Consejo para la 

Transparencia?. 

     Aquel cuestionamiento se incrementa respecto al CPLT, tomando en cuenta que los 

SARC, no constituyen el único caso en que dicha entidad ha dispuesto sobre el 

procedimiento de acceso a la información, puesto que dicho órgano en otras materias 

también ha tomado acuerdos sobre el procedimiento, y con ellos, de alguna manera ha 

suprimido tramites y en otros casos ha reglado otros, un ejemplo claro de lo indicado es 

la decisión tomada en la Sesión Nº 252, de 3 de junio de 2011, y publicada en el Diario 

Oficial, el 09 de junio del mismo año, en la que resuelve la improcedencia del Recurso 

de Reposición, e incluso indica en sus considerandos V y VI del mencionado acuerdo, 

los cambios de criterio experimentados y las razones para tomar dicha decisión, dando 

cuenta con ello, de otro caso más, en el que dicho Órgano ha dispuesto a su propio 

arbitrio, así indica:  

     (…) “V. Que, en una primera etapa, este Consejo admitió a tramitación los 

recursos de reposición interpuestos en contra de sus decisiones por estimar que 

se aplicaba supletoriamente al artículo 59 de la Ley Nº 19.880. Sin embargo, la 

experiencia acumulada ha demostrado que la referida vía impugnatoria se 

transforma en un trámite dilatorio para el procedimiento, que impide resolver los 

reclamos y amparos en el menor plazo posible, provocando el consecuente 

desconocimiento de los principios de facilitación y oportunidad que la Ley de 

Transparencia contempla, cuestión que exige rectificar esta forma de proceder. 

VI. Que el Consejo reconoce que con este acuerdo se produce un cambio en la 

línea jurisprudencial que ha sostenido en este punto hasta esta fecha, por lo que 

para garantizar la certeza y seguridad jurídica de los sujetos intervinientes en los 

procedimientos de reclamos y amparos esta definición sólo resultará aplicable 

hacia el futuro, de manera que se declaren inadmisibles los recursos de reposición 
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que desde ahora se presenten, se dejen a firme las decisiones de los recursos 

resueltos y se admitan a tramitación los ya interpuestos. (…)”93 

     Considerando lo indicado, y frente a esta evidente autoatribución de facultades por 

parte de dicho Órgano, como no hacerse más preguntas, tomando en cuenta que el 

mismo CPLT refiere que la Ley de Trasparencia contempla un procedimiento único y 

especial, en el que no se contiene a este mecanismo de impugnación (al recurso de 

reposición), y que su utilización no hace más que atentar contra los principios de 

facilitación y oportunidad. 

     El criterio invocado por el CPLT para eliminar el recurso de reposición, claramente se 

contrapone con toda la instrumentalización que ha hecho para la instauración del SARC, 

ya que respecto de este último, desconoce el plazo que requiere para su implementación 

y aplicación, -tomando en cuenta el dato estadístico obtenido en este trabajo y los 

tiempos que demanda su aplicación-, lo que evidentemente afecta, los principios de 

facilitación y oportunidad, así como las etapas del procedimiento de acceso a la 

información pública, agregándose además que dicho sistema como señalamos, ni 

siquiera tiene consagración expresa en la normativa general, a diferencia del 

mencionado recurso de reposición, respecto del cual, hay norma expresa en la Ley 

N°19.880, que consagra a este mecanismo de impugnación al contemplar en su artículo 

15, el Principio de impugnabilidad, refiriendo que: “Todo acto administrativo es 

impugnable por el interesado mediante los recursos administrativos de reposición y 

jerárquico, regulados en esta Ley, sin perjuicio del recurso extraordinario de revisión y 

de los demás recursos que establezcan las Leyes especiales. (…).” Y, al darle el carácter 

supletorio a las normas contenidas en la indicada LBPA, disponiendo expresamente en 

su artículo 1 que: “La presente Ley establece y regula las bases del procedimiento 

administrativo de los actos de la Administración del Estado. En caso de que la Ley 

establezca procedimientos administrativos especiales, la presente Ley se aplicará con 

carácter de supletoria. (…)” 

                                                           
93  Acuerdo sobre improcedencia del Recurso de Reposición, en contra de sus decisiones, [citado 15-04-2018]. [En línea], 

Disponible en http://www.diariooficial.interior.gob.cl/versiones-anteriores/ 
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     Es más, incluso hoy, la discusión sobre las instituciones de la mencionada LBPA, se 

ha centrado más bien, en si sus normas son conciliables o compatibles con los 

procedimientos especiales en los que se aplica, haciendo con ello, más cuestionable el 

accionar del CPLT con la inclusión del SARC, considerando que el mismo órgano con el 

supuesto objeto de no afectar o entorpecer el ejercicio del Derecho de Acceso a la 

información pública, ha dispuesto la no inclusión de tramites contenidos en el 

procedimiento de la mencionada Ley, como es el recurso de reposición. 

     Lo indicado sobre la LBPA, concuerda con lo señalado por la Contraloría General de 

la República, la que ha dicho en numerosos Dictámenes (dictámenes N°s. 33.255, de 

2004, y 12.971, de 2006) y en particular en el Nº 27.163 de 200994, que la supletoriedad 

de las normas de la Ley 19.880, significa que: “(…) su uso procede en la medida en que 

la materia en la cual incide, no haya sido prevista en el respectivo ordenamiento 

administrativo especial y, en tanto sea conciliable con la naturaleza del respectivo 

procedimiento específico, sin que pueda afectar o entorpecer el normal desarrollo de las 

etapas y mecanismos que dicho procedimiento contempla para el cumplimiento de la 

finalidad particular que la Ley le asigna (...)”,  

     Por otra parte nuestros tribunales también se han pronunciado sobre el carácter 

especial de las Leyes de Bases y en particular sobre Ley N°19.880, al señalar que 

aquella norma establece un régimen básico que se aplica a toda la Administración y que 

dicho carácter que determina su aplicación supletoria, no significa desconocer la 

particularidad de los fines perseguidos por los órganos consagrados en las Leyes 

especiales, sino que en muchos casos se debe a la “necesidad de utilizar procedimientos 

más rápidos”, por la especialidad de los fines, pero que aquello de manera alguna puede 

significar que se soslayen los principios normativos elementales consagrados en dicha 

Ley, puesto que constituyen una garantía en favor de los particulares frente a la 

Administración, así los principios conclusivo, contradictorio, de impugnabilidad, 

transparencia y publicidad son una expresión del debido proceso administrativo, cuyo 

                                                           
94 Dictamen Nº 27.163 de 2009, Contraloría General de la Republica, [citado 11-10-2018], [En línea].  Disponible en: 

https://www.contraloria.cl/appinf/LegisJuri/DictamenesGeneralesMunicipales.nsf/fsconsultaNva?OpenFrameset. 
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respeto es obligatorio para los Órganos del Estado, por lo que en ningún caso los 

procedimientos especiales pueden suponer una disminución o eliminación de las 

garantías otorgadas a los ciudadanos por la mencionada LBPA, (considerandos decimos 

tercero y décimo cuarto, Causa Rol CS 62.128-2016)95 

     Es decir, tanto nuestros Órganos administrativos como judiciales están contestes en 

la procedencia de las normas de la Ley N°19.880, cuando no entorpezcan 

procedimientos especiales debidamente regulados, con tal que garanticen el debido 

proceso y los derechos de los obligados, admitiendo por tanto su aplicación frente a 

vacíos o procedimientos laxos y, por tanto, la procedencia del recurso de reposición, 

contaría con un mayor fundamento y respaldo que la institución analizada en este 

trabajo. 

     En contraposición, si se analizan las justificaciones que da el CPLT para la toma de  

sus acuerdos, -como es la no inclusión del recurso de reposición- lo funda solo en sus 

facultades de dirección y administración, en su atribución de promover la transparencia 

en la función pública, en sus facultades de fiscalización y sanción y, en la de celebrar los 

actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, es decir en sus 

facultades y atribuciones contenidas en el artículo 33 de la Ley de Transparencia, pero 

no en las normas generales, como es la LBPA u otras disposiciones que pudieran 

resultar aplicables a los órganos públicos. 

     Ahora bien, a propósito del SARC, el que también es fruto de un acuerdo del Consejo, 

habría aún menos claridad de cuál sería el fundamento jurídico de su instauración -

porque no queda en duda del fundamento factico que da el CPLT, como hemos visto-, 

dado que no consta en la Sesión de su aprobación, las facultades en que se fundaría 

para instaurarlo, con todo, tratar de hacerlo calzar en alguna de ellas, no es más que 

forzarlo, e incluso, tratar de fundarlo en el Procedimiento General consagrado en la 

indicada Ley Nº19.880, se hace más difícil, si pensamos en la naturaleza conciliatoria 

                                                           
95 Causa Rol Corte Suprema N°62.128-2016, Recurso de Queja. [En línea]. Disponible: en www.poderjudicial.cl [consulta: 

15.10.2018]. 
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del mismo, y que no se ajustaría a ninguna de las etapas del  procedimiento general de 

la señalada norma, el que contempla tres grandes fases: iniciación, instrucción y 

finalización, y que en la etapa de iniciación que alude a un período de información previa 

-con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de 

iniciar el procedimiento-, aún más se distancia del SARC, puesto que supone la 

participación de múltiples actores y no sólo una decisión de la autoridad administrativa, 

como en el caso de este mecanismo. 

      Con todo, aun cuando muchos de los acuerdos de dicha entidad nos pueden parecer 

antojadizos en más de algún caso, al parecer los Órganos de la Administración del 

Estado no ha entrado mayormente en conflicto con dicha entidad por ellos. Los reclamos 

por este tipo de decisiones son prácticamente escasos y se dan más bien a nivel 

doctrinal, que en procesos litigiosos; incluso, podemos observar que los ha avalado 

indirectamente al dejar de aplicar por ejemplo el recurso de reposición, o bien aplicando 

el SARC, e incorporándolo casi como si formará parte del procedimiento de acceso a la 

información pública. Quizás por la eficiencia y eficacia mostrada por dicho órgano, en su 

función han sido acogidos de manera resiliente, quizás por ignorancia, sólo consta que 

muchas de estas decisiones a pesar de ser presentadas abiertamente con todas sus 

particularidades, no han sido mayormente objetadas ni por los requeridos ni por los 

requirentes de información, sentando su uso y demostrando con ello, que de alguna 

manera existe una cierta satisfacción de la función que se encuentra desempeñando el 

CPLT en la protección del Derecho de acceso a la información Pública. Tal vez, el 

aumento en la demanda de intervención del Consejo, así como, el constante incremento 

de obligaciones que pesan sobre dicho ente público, constituyen fundamentos para su 

aplicabilidad, lo único claro, que sí se puede colegir a partir de lo indicado, es que este 

tipo de actividad, se ajustaría bastante bien en la institución de la actividad informal de 

la Administración. 
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d) Nuevas ideas del Principio de juridicidad a propósito de la actividad 

informal de la Administración y especialmente el SARC. 

 

     El Concepto de la Administración como ejecutora del Derecho, es la expresión 

tradicional del principio de juridicidad, no obstante, como ya hemos visto a lo largo de 

estas líneas, dicha institucionalidad, ya no es útil para explicar los parámetros de 

actuación de la Administración moderna, sobre todo si de la actuación informal de la 

Administración, se trata. 

     Es así, que ya no podríamos negar a lo menos una crisis del Derecho como 

instrumento de regulación, el que frente a los cambios sociales no cuenta con 

herramientas o instituciones capaces de hacerse cargo con éxito de los requerimientos 

de la sociedad moderna. Y dicha crisis, no es otra cosa que la discusión y el 

cuestionamiento de la Ley como fuente de Derecho, en cuanto instrumento de dirección, 

la que, entre otras razones, se ha producido por la pérdida de virtualidad regulativa de la 

propia Ley, la que no logra asumir de manera completa y suficiente los requerimientos y 

las vicisitudes que experimenta la Administración de nuestros tiempos. 

     Las Leyes modernas, en muchos casos, sólo entregan directivas generales y 

enunciadoras, determinando débilmente el comportamiento de la Administración 

encargada de ejecutarla, siendo reglamentos, jurisprudencia e interpretaciones de la 

Doctrina, muchas veces los mandatados de llenar dichos vacíos y falta de regulación, 

dando cabida con ello, a esta falta de certeza e integralidad en las disposiciones 

normativas, y consecuencialmente a una falta de seguridad jurídica para los ciudadanos 

sometidos a su aplicación. 

     La actuación informal de la Administración, da cuenta de este nuevo escenario; la 

relación con la Ley y las disposiciones legales en general, en este adverso contexto, 

evidencia una transformación mayor aún, considerando además, que en el ámbito de la 

informalidad sólo nos encontramos con conexiones débiles con las normas, y que 

preponderantemente se limitan a legitimar la actuación administrativa mediante el 
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otorgamiento de competencias específicas, principios rectores y, su conexión con los 

fines de interés general atribuidos a la Administración. 

     Es por ello, que el principio de juridicidad, por lo menos a propósito de la 

Administración, ya no es posible de ser entendido como tradicionalmente se ha 

comprendido; limitante, expreso en cuanto a las actuaciones autorizadas y 

omnicomprensivo de toda la regulación, aquello, fundamentalmente por la incapacidad 

de la normativa de hacerse cargo de todos los requerimientos y, particularmente, por la 

cada vez más escasa regulación de las materias contenidas en ellas. 

     En este particular escenario, las Leyes, consecuencialmente, no operan como 

normas que programan la acción de la Administración, como ha ocurrido 

tradicionalmente, sino más bien como normas que establecen límites negativos a esa 

actuación, y que lo que hacen, es definir la competencia administrativa y legitiman su 

actuación, puesto que, frente a la ausencia expresa de instituciones reguladas con 

claridad, no queda más que buscar soporte en el espíritu de las normas y en sus pilares 

fundantes. 

     Ahora bien, ello no significa que esté prosperando la idea de una “Administración libre 

de Ley”. aquello es claramente falso y se ve debilitado por nuestra institucionalidad, que 

impone un obrar sometido a la Constitución y a las Leyes dictadas conforme a ella, y en 

general a todo el Ordenamiento Jurídico, en que no son admisibles los comportamientos 

arbitrarios o contrarios a la Ley y, en donde los limites están dados por la imposibilidad 

de recurrir a vías informales de actuación para fines distintos o para imponer 

obligaciones no reconocidas por las Leyes. 

     Es decir, la elección entre las acciones que puede efectuar la Administración, no 

implica de manera alguna que pueda ser arbitraria, por el contrario, como hemos dicho, 

aquello no es, ni será admisible en nuestro sistema jurídico, sino que más bien, la acción 

que se pudiera llegar a efectuar en la acción administrativa, dependerá de su adecuación 

al mandato legal de acción (competencias), del tipo de actuación administrativa 

(decisiones formales sobre declaraciones de voluntad), y como no, del respeto de los 
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principios constitucionales que enmarcan la acción de las Administraciones públicas, así 

como del resto de valores y derechos constitucionales.  

     En términos simples, los elementos generales de la institucionalidad en la medida 

que sean íntegramente respetados y resguardados, pudieran dar espacios para el actuar 

legítimo de la administración, más allá de las situaciones expresamente reguladas. 

     A raíz de lo indicado, podríamos estimar, que sería admisible una concepción más 

flexible de la vinculación de la Administración con las normas, en consideración a este 

nuevo contexto social, que demanda una visión más activa y moldeable de la actuación 

administrativa, y por tanto sostener, que estamos ante una nueva perspectiva del 

principio de juridicidad, en el sentido de no solo darle una interpretación literal, y estricta, 

como se ha entendido tradicionalmente en nuestro Derecho Nacional, sino que también 

entender que su alcance va más allá del pronunciamiento expreso de las normas sobre 

determinados casos e instituciones, y que es capaz de alcanzar actuaciones no definidas 

en nuestro Derecho, las que en la medida en que se sujetan a sus estándares, gozarán 

de la juridicidad requerida para coexistir en nuestra estructura legal . 

     Dicho de otro modo, toda actuación, debe igualmente sujetarse al principio de 

juridicidad, y tratándose en particular de la actividad informal de la Administración, en la 

cual se produce la ausencia de una previsión legal expresa, también se requiere, no 

obstante, y dado que el administrado demanda la intervención de la Administración, no 

sería admisible una inacción de la misma; en pro de la eficiencia y eficacia, debe actuar, 

en última instancia en virtud de las atribuciones competenciales y el principio de iniciativa 

consagrado en el artículo 8 de la LOCBGAE96, ya que debe hacerse cargo de las 

necesidades del administrado, pero siempre, resguardando el interés general y las 

normas que le rigen. En cualquier caso, esa vinculación mínima con la Ley no resulta 

                                                           
96 Ley N°18.575, Artículo 8.- “Los órganos de la Administración del Estado actuarán por propia iniciativa en el cumplimiento 

de sus funciones, o a petición de parte cuando la Ley lo exija expresamente o se haga uso del derecho de petición o 

reclamo, procurando la simplificación y rapidez de los trámites. (…)”, [En línea]. Disponible en: 

https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29967 [consulta: 10.10.2018]. 
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superflua, pues opera necesariamente como forma de legitimación mínima e 

imprescindible de la acción administrativa97.   

     Así las cosas, y a pesar de que la actividad informal es materia de un reciente debate 

en nuestro Derecho nacional, con escasa jurisprudencia o desarrollo Doctrinal, 

estimamos que ya no podemos desconocer la existencia de la misma, como institución 

de nuestro Derecho, en consideración al papel cada vez más importante, que 

desempeña, así como el aumento de las cuestiones en las que el Estado interviene y 

debe intervenir, en un contexto en que las relaciones entre el Estado y los ciudadanos 

cobran mayor fuerza, producto de la mayor demanda de los particulares, de respeto y 

resguardo de sus derechos.98 Aquello, no significa que no se deban respetar ciertos 

límites jurídicos, igualmente deben hacerlo, como hemos dicho, producto de que la 

Administración está vinculada en todas sus manifestaciones, incluso en el ámbito de los 

hechos, por disposiciones legales y principios jurídicos. Es decir, igualmente existirán 

límites tanto desde el punto de vista material como de procedimiento. Es así que, en lo 

material, la Administración no puede llegar a acuerdos que no estén contestes con la 

legislación vigente, ni que, en caso de ser respetados, posteriormente lleven a un 

consentimiento inválido o a una situación contraria al derecho.  

     La actuación informal es una alternativa en razón de que bajo ciertos respectos tiene 

potencial para alcanzar el mismo efecto que se lograría, con todo el trabajo que implican 

los procedimientos formales. 

     Por lo tanto, y tomando en cuenta, como hemos observado en este trabajo, que el 

principio de juridicidad ha evolucionado y que la actividad informal puede ser una 

alternativa de actuación para la Administración, eventualmente ya no sería posible 

estimar de plano antijurídico el SARC por su falta de concretización en las normas y su 

carácter de actividad informal, con todo su carácter facultativo, la manera en que ha sido 

presentado a los órganos de la Administración del Estado y los particulares, o la forma 

                                                           
97 AGUDO GONZALEZ, Jorge. “Actuación Material e informalidad. El ejemplo de la concertación con la Administración”. 

Revista Aragonesa de Administración Publica. ISSN 1133-4797, núm. 41-42, Zaragoza, 2013, pp. 123-172, [En línea]. 

Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4486255 [consulta: 26-11-2017], 
98 Ibídem.  
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en que ha sido recepcionado por los múltiples actores de dicha actividad, también 

constituyen otros antecedentes que le confieren validez. De todos modos, la nueva 

juridicidad en la que se mueve, -que al parecer va más allá de las mismas normas, dado 

que finalmente el Estado debe cumplir con su finalidad propia, cual es promover el bien 

común, y en dicho rol darle audiencia al ciudadano más que una mera audición-, le daría 

un mayor espacio a la aplicación a este sistema de solución de controversias, puesto 

que lo que justamente persigue, es el referido bien común y en particular el completo y 

legítimo ejercicio de un Derecho Constitucional. Por otra parte, la obligación que pesa 

sobre la Administración de revisar detenidamente los hechos materia de su 

conocimiento, que muchas veces requieren de la colaboración del afectado, y por último 

el deber de adoptar decisiones optimas que consideren los intereses generales como 

particulares, constituyen antecedentes que inciden en su reconocimiento. 

     Tomando en cuenta lo indicado podemos sostener que el SARC, existe en nuestra 

institucionalidad y respecto a él, más que cuestionarnos y preguntarnos sobre su 

existencia y como regularlo -porque al parecer ya lo ha hecho el CPLT-, lo que nos 

debiera interesar es únicamente limitarlo, sobre todo en cuanto a sus efectos jurídicos, 

con el objeto, que aquellos, no sean contrarios a las normas que regulan el Derecho de 

Acceso a la información pública, dado que lo relevante, es que todos los actores de la 

trasparencia puedan tener la confianza de que los actos que se desarrollan al alero de 

este sistema, no atenten contra las normas y en particular contra los derechos por ella 

reconocidos. 

     Creemos que, la actuación informal de la administración, con el paso del tiempo ira 

cada vez más en aumento y no se restringirá a situaciones concretas como la del SARC, 

los hechos nos dan la razón, las normas expresas ya no son suficientes, y las 

modificaciones normativas ya no alcanzaran a los cambios y requerimientos de la 

institucionalidad publica en sus relaciones con los privados, dicho escenario obligará al 

Derecho nacional a dotar a instituciones como esta, de un real valor y reconocimiento 

jurídico, tal como se ha hecho respecto de la discrecionalidad administrativa, de la cual 

nadie pone duda en estos tiempos de su valor y juridicidad 
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CONCLUSIONES Y REFLEXIONES 

 

 

1.- En el presente trabajo, hemos tratado de abordar al SARC como institución destinada 

a solucionar alternativamente los amparos en el marco del ejercicio del Derecho de 

Acceso a Información Pública, el que como hemos visto, se ha estructurado como un 

mecanismo de conciliación o mediación en materia de Transparencia y acceso a la 

Información; En dicho sentido, podemos señalar que viene a ser una institución bastante 

novedosa en nuestro país, no por la naturaleza jurídica de la misma, sino que por el 

ámbito en el que aplica, cual es el Derecho Público y en particular en Derecho 

Administrativo, el que tradicionalmente ha regido de manera estricta el actuar de la 

Administración. 

2.- Que, sin perjuicio de aquello, ha quedo de manifestó, que dicho sistema ha sido 

sustentado por el CPLT en las normativas anglosajonas, a pesar de que nuestro país 

tenga una marcada tradición continental en lo que al Derecho refiere; lo que, para 

nosotros, no es más que la búsqueda de instituciones más acordes a los requerimientos 

actuales que experimenta la Administración, independiente de la costumbre.   

3.- Dicho sistema, como hemos visto, de conformidad a lo sostenido por el CPLT, se ha 

sustentado en desarrollar de una manera más competente sus funciones; recurriendo a 

las experiencias comparadas, en las que ha visto una salida que ofrece agilidad y una 

importante reducción de gasto fiscal, y ha querido por tanto implementarla en nuestro 

país, en pro del ejercicio del Derecho en discusión, y del desarrollo de una labor 

administrativa más eficiente, de lo que se ha podido dar cuenta, a pesar de los incipientes 

resultados obtenidos hasta la fecha. 

4.- El SARC, como mecanismo de solución de controversias, nos obliga a mirar el 

sistema jurídico-administrativo vigente en perspectiva, aquello, dado que los cambios 
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sociales, la mayor demanda de acceso a la información, el requerimiento de una 

ciudadanía cada vez más interesada en cómo funcionan las instituciones, constituyen 

todos antecedentes que reclaman una nueva y diferente atención por los Órganos 

garantes de este Derecho y en que las formas tradicionales, no sólo no son suficientes 

para regularlo, sino que tampoco son capaces de abordar las complejidades de nuevos 

sistemas como éste.  

5.- Ahora bien, como hemos podido constatar, el SARC no se encuentra expresamente 

regulado en nuestra normativa sobre Transparencia, sino que sus características, 

concepto, estructura y procedimiento han sido exclusivamente definidos por el CPLT, el 

que aun cuando ha insistido en las reformas legislativas destinadas a abordar dicho 

sistema como otras materias, ha resuelto iniciar su aplicación independientemente de su 

falta de reconocimiento legal a la fecha. 

6.- Que en dicho especial escenario de su aplicación, se estimó necesario el determinar, 

a qué tipo de actividad administrativa pertenecía el SARC, aquello en consideración a la 

ausencia de regulación expresa de dicho sistema en nuestro Ordenamiento Jurídico; 

instándonos con ello, a indagar en instituciones como la discrecionalidad, la actividad 

intra iuris y la actividad informal de la Administración, para tratar entender este 

mecanismo, pudiendo sostener, al respecto, a partir de lo estudiado, que por sus 

particulares atributos, y características, se asimilaría a la actividad informal de la 

Administración, tradicionalmente entendida como los acuerdos y demás contactos entre 

la Administración y los ciudadanos antes de la adopción de una decisión oficial o en su 

lugar. 

7.- Que aquello, no significa que dicha institución sea ajena a las normas legales que 

rigen nuestra institucionalidad, la falta de estipulación expresa no significa que la 

institución del SARC se pueda excluir del Ordenamiento Jurídico, puesto que cualquier 

actuación que se efectué en el marco de dicho sistema, para gozar de juridicidad 

requerirá de todas maneras ser efectuada respetando la CPR y las Leyes dictadas 

conforme a ella.  
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8.- Con todo, estimamos que independientemente de su falta de regulación o definición 

en las normas, aquello no significa que no tenga un sustento jurídico, -aun cuando sólo 

sea indirecto o consecuencial-, como puede ser la necesidad de actuar en pro del bien 

común, o el hacer efectivo el principio de iniciativa, que rige los actos de la Administración 

del Estado, en virtud de la Ley de Bases Nº 18.575. 

9.-  Por otra parte, tampoco hemos observado una contradicción u oposición por parte 

de los reclamantes y reclamados frente a la aplicación del SARC, es más, aun cuando 

se observa una baja adscripción expresa al mismo, no se cuenta con casos en los cuales 

las partes involucradas, alegarán ilegalidad o antijuridicidad del SARC, observándose un 

amplio sometimiento al sistema, y en muchos casos la obtención de resultados 

favorables con su aplicación, pese a que a la fecha, aún le falte alcanzar la celeridad 

perseguida con su instauración y consecuencialmente ser eficiente.  

10.-   Sin embargo en consideración a que el SARC, aún constituye una particularidad al 

interior de nuestro sistema jurídico, todavía requiere observación, seguimiento y al 

menos una contraparte que ejerza un control frente a cualquier exceso en que se pudiera 

incurra en su aplicación, ya sea limitando los derechos de los reclamantes, las 

potestades de los órganos reclamantes, o estableciendo procedimientos más 

engorrosos que los establecidos en la misma Ley. 

11.- No podemos de dejar de constatar que, a raíz de esta institución, el concepto de 

Administración como mera ejecutora de las normas legales, ya no es suficiente para 

hacerse cargo de la realidad administrativa que estamos viviendo. La actividad informal, 

como el SARC, no es más que el reflejo de la falta de adaptación del Ordenamiento 

Jurídico a los cambios y la mayor demanda de intervención de los ciudadanos, en el que 

las prácticas flexibles buscan alcanzar mayor eficiencia y eficacia, así como un mejor 

cumplimiento de los intereses generales. 

12.- Creemos que el SARC, se encuentra en un proceso de adaptación, pero en un futuro 

cercano, podría llegar a constituir una alternativa viable y legitima, para alcanzar el 

Derecho de Acceso a la información pública en nuestro país y economizar recursos en 

el ejercicio de las funciones públicas. No obstante, en una institucionalidad como la 
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chilena, aun nos cuesta esperar que con el sólo impulso del CPLT, el sistema sea 

valorado y reconocido con la misma fuerza que si estuviera expresamente establecido 

en las normas; aquello, en nada obsta a hacernos a lo menos pensar, que constituye un 

primer impulso y llamado de alerta a las deficiencias del actual sistema jurídico, el que 

producto de instituciones como el SARC nos impone la necesidad urgente de adaptar 

nuestra institucionalidad. 

13.- Tomando en cuenta lo indicado, y a pesar de lo incipiente que pudiera ser la 

actividad informal de la Administración en nuestro país, su escaso reconocimiento y su 

falta de consagración normativa, se hace necesario, relevarla, en atención a la labor, 

cada vez más influyente que se encuentra cumpliendo en el ejercicio de la función 

pública, razón por la cual, ya no sería susceptible, de ser invisibilizada por más tiempo 

para los estudiosos del Derecho y la legislación nacional.    

 

14.- Con todo, el respeto y la adscripción al principio de legalidad no es algo transable 

en nuestra institucionalidad, puesto que aun cuando dicho principio se ha debido 

flexibilizar frente al nuevo contexto social, solo serán aceptables aquellas acciones e 

instituciones que, sin perjuicio de no estar definidas en el Derecho, se sujeten a sus 

estándares y por tanto la actividad informal y en particular el SARC, requieren someterse 

a dicho principio, aunque sea a través del espíritu mismo de las normas y sus pilares 

fundamentales. 
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